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SUMARIO: Cómo el proyecto de Estatuto Profesional de los periodistas franceses 
se convirtió en la ley de 29 de marzo de 1935. La cláusula de conciencia: sus an-
tecedentes y aplicación en Francia a partir de la ley de 1935. Posibles vías de in-
troducción en España. Anexo: El informe Brachard. 
La ley de 29 de Marzo de 1935 estableció en Francia el llamado 
Estatuto de los Periodistas, reconociéndoles una serie de derechos pro-
fesionales que desde hacía tiempo venían siendo inútilmente reclama-
dos por ellos. 
Dentro de su articulado se incluía la cláusula de conciencia, es 
decir, la posibilidad que a partir de entonces tendría un periodista 
para, en determinados casos, romper su contrato con la publicación en 
que trabajara cobrando la misma indemnización que si hubiera sido 
despedido injustamente. 
¿ Cómo surgió la Ley de 1935 en un momento en que la legislación 
francesa no reconocía al conjunto de asalariados la mayoría de los de-
rechos que hoy nos parecen naturales y evidentes? 
* Este texto corresponde a la intervención oral del Prof. Urabayen en las 
Jornadas de Antiguos Alumnos. El autor únicamente ha afiadido algunas notas 
explicativas y bibliográficas. 
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Surgió casi por casualidad, por una mezcla de suerte, inteligencia 
y tenacidad por parte del Sindicato de Periodistas. Tal Sindicato había 
nacido en marzo de 1918, al final de la Guerra Europea, aprovechando 
el clima social creado por los terribles sacrificios exigidos a los fran-
ceses. 
Al principio, los periodistas no mostraron mucho entusiasmo en 
adherirse a una organización que, por su mismo nombre, recordaba 
demasiado a los organismos profesionales de los trabajadores manua-
les. A pesar de los bajos salarios existentes entonces en la Prensa fran-
cesa y a la inseguridad del empleo, los redactores se contentaban con 
asociaciones de ayudas en determinados casos de litigios, pérdidas de 
empleo y retiros. 
Poco a poco, en unos diez años, el Sindicato fue mostrando que 
la unión de los individualistas hombres de Prensa era preferible a los 
esfuerzos particulares de cada uno de ellos. Siguiendo, a partir de 1922, 
a su nuevo Secretario General -un gran periodista llamado Georges 
Bourdon, fundador con otros del Sindicato- el organismo corporativo 
se lanzó a conseguir aumentos de salarios para sus asociados, mejoras 
en las condiciones de trabajo, obtención de vacaciones y días de des-
canso, por medio todo ello de discusiones y negociaciones con los pro-
pietarios de las publicaciones. 
Fue, sin embargo, el propio Georges Bourdon el primero en darse 
cuenta de que el sistema de peticiones parciales no era el mejor. A su 
juicio, los periodistas debían tratar de conseguir un estatuto completo 
de la profesión, un cuadro general de derechos, un reconocimiento ofi-
cial por parte del Estado que los Empresarios se verían obligados a 
aceptar. 
El Consejo de Administración del Sindicato escuchó con el interés 
que puede suponerse las ideas de Bourdon y las hizo suyas inmediata· 
mente, estudiando el camino a seguir para llevarlas, en parte al menos, 
a la práctica. Pareció la mejor solución redactar primero una lista de 
todas las peticiones que el Sindicato quería obtener, un progama má-
ximo en el que se incluiría todo lo deseable aun cuando se considerara 
de difícil o imposible consecución. 
y con esa idea de programa máximo, Bourdon redactó a comien-
zos de 1933 un proyecto de estatuto que sometió a un gran amigo 
suyo, el Consejero de Estado Grunebaum-Ballin. Con el borrador de 
Bourdon, el excelente jurista que era Grunebaum-Ballin hizo un pro-
yecto de ley de perfecta redacción parlamentaria. Sólo faltaba encon-
trar un diputado que lo hiciera suyo y, con las firmas necesarias de 
otros diputados, lo presentará en la Cámara. 
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El ser periodista tiene muchos inconvenientes, en cualquier tiem-
po y país, pero algunas ventajas. Entre ellas, la de conocer a numero-
sas personas de todas clases y condiciones. Dentro del Sindicato de 
Periodistas figuraban algunos de los mejores reporteros parlamenta-
rios de París, expertos que seguían diariamente las sesiones de la Cá-
mara de Diputados y mantenían relaciones a veces amistosas con los 
políticos, interesados a su vez en esa buena relación. No resulta pues 
extraño que el proyecto de ley elaborado por Bourdon y Grunebaum-
Ballin recogiendo todas las aspiraciones de los periodistas franceses 
de 1933, fuera presentado por un diputado, el Sr. Henri Guernut, y 
sesenta y seis colegas suyos. 
Ahora bien, una cosa era que se accediese a la presentación y otra 
muy distinta lo que al proyecto pudiera ocurrirle en la discusión par-
lamentaria. El Sindicato sabía perfectamente que los Empresarios de 
prensa se opondrían con energía a sus amplias demandas. Con esa pre-
visión, precisamente, habían forzado al máximo sus peticiones espe-
rando que algo quedara después de la batalla. Porque si ellos tenían 
amigos en la Cámara, los empresarios no careCÍan ni mucho menos 
de diputados en los que poder apoyarse. 
Aquí interviene ahora la suerte, cuando podía anticiparse un cho-
que desigual en el que los periodistas serían los más débiles. La suerte 
para ellos se llamó Emile Brachard, nombre de un diputado, antiguo 
periodista, que era uno de los más hábiles tácticos parlamentarios exis-
tentes entonces en la Cámara. Brachard formaba parte de la Comisión 
de Trabajo a la que reglamentariamente había sido enviado el pro-
yecto de ley para su informe, y a él fue encomendada la misión 
de «rapporteur», es decir, el encargado de redactar el informe de la 
Comisión. 
Brachard hizo suyo inmediatamente el proyecto y con toda su 
inteligencia y extraordinaria habilidad se dedicó a llevarlo a buen puer-
to, salvando los numerosos escollos en los que lógicamente hubiera 
sido detenido temporalmente y quizá hundido para siempre. 
Su primer triunfo fue hacer aprobar a la Comisión el proyecto 
presentado, con sólo muy ligeros cambios. Después, el 22 de enero de 
1935, hablando ya en nombre de la Comisión presentó su informe so-
bre dicho proyecto. Ese informe 1 conocido desde entonces como 
«rapport Brachard» es un notable estudio sobre las condiciones de 
1. Véase pág. 266. 
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trabajo de los periodistas, en Francia y en diversos países del mundo 
a comienzos de los años treinta, con datos proporcionados por un es-
tudio del Bureau International du Travail resumiendo la encuesta rea-
lizada en treinta y tres naciones. 
Pero Brachard no se limitó a su magistral y documentado infor-
me, vigoroso y enérgico en su justa defensa del estatuto del periodista. 
La más sorprendente victoria táctica en el zigzagueante rumbo del pro-
cedimiento parlamentario la obtuvo el diputado al conseguir que el 
proyecto de ley se beneficiara de la inscripción de urgencia en el orden 
del día de la Cámara. Esa inclusión sólo podía hacerse de aquellos 
proyectos que los diputados aceptaran votar sin debate previo, sin dis-
cusión sobre el contenido de la ley puesta a votación. 
Que la Cámara aceptara tal procedimiento de urgencia en favor 
de su proyecto dejó tan asombrados como contentos a los ansiosos 
periodistas que seguían las maniobras de su valedor parlamentario. La 
explicación de porqué los propietarios de prensa dejaron pasar la 
oportunidad de discutir amplia, y lentamente, el proyecto no es segura. 
Una curiosa y nada inverosímil es la de que Brachard insinuó clara-
mente en varias conversaciones de pasillo, en la Cámara de Diputados, 
que si había debate él se sentiría en la obligación de hablar con ampli-
tud y detalle sobre algunas empresas de prensa, sobre sus propietarios 
y directores. 
Ahora bien, aquellos años habían visto algunos asuntos no muy 
limpios. Recuérdese, por ejemplo, el de la propiedad del influyente 
diario Le Temps que, como se descubrió accidentalmente, no perte-
necía a las personas figurando como sus dueños sino a fuertes grupos 
industriales. 
Sea ésta la explicación o sea otra, el caso es que el viernes 14 de 
marzo de 1935, a primeras horas de la tarde, se presentó ante el pleno 
de la Cámara el proyecto de ley sobre estatuto del periodista conocido 
oficialmente como proposición Guernut. Y en pocos minutos fue apro-
bado en votación. 
Pero el viaje aún no había terminado. Comenzaba la segunda eta-
pa, la aprobación necesaria del Senado, órgano más conservador que 
la Cámara y capaz de retrasar durante mucho tiempo lo que los Dipu-
tados hubieran ya aceptado. 
Por segunda vez la suerte sonrió abiertamente a los periodistas 
franceses. En la noche de ese mismo día 14, Bourdon y Grunebaum-
Ballin asistían a una cena mensual a la que solían acudir personas de 
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distintas profesiones. Y entre ellas estaba su amigo de La Pommeraye, 
Secretario General del Senado ... 
Como resultado de ese encuentro, el proyecto de ley aprobado por 
la Cámara fue enviado en la mañana siguiente, sábado, por la Presi-
dencia de la Cámara a la Presidencia del Senado, se imprimió inme-
diatamente el texto y se nombró «rapporteur» al Sr. Justin Goddart 
quien, con rara celeridad en un Senador, entregaba su informe favo-
rable dos días más tarde. El miércoles 19, a las tres de la tarde, el 
proyecto adoptado ya por la Cámara era inscrito en el orden del día 
del Senado, se declaraba en seguida la urgencia y quedaba aprobado 
en la subsiguiente votación. 
Esta velocidad legislativa cogió por sorpresa a los empresarios 
de diarios. Estaban ya disponiéndose a la batalla, seguros de que en el 
Senado podrían tener las oportunidades que no habían utilizado en 
la Cámara. Al fin y al cabo, la asamblea de los senadores había mere-
cido muchas veces el nombre de Senado-Freno. Pero la rapidez de las 
maniobras favorables a los periodistas destruyó sus planes en la mis-
ma forma que en la Historia de las Guerras algunos grandes ejércitos 
han sido derrotados por la velocidad y precisión de movimientos de 
un adversario numéricamente más débil pero de mayor habilidad 
operativa. 
y como bajo la constitución de 1875, vigente en la Francia de en-
tonces, el Gobierno no podía intervenir en el procedimiento relativo a 
un proyecto de ley de iniciativa parlamentaria, no hubo posibilidad 
alguna para los empresarios de hacer jugar sus influencias guberna-
mentales. Unos días más tarde, el 29 de marzo de 1935, aparecía en el 
Journal Officiel el texto sobre el Estatuto de los periodistas. El pro-
grama máximo de Bourdon se había convertido en ley. 
Si relato con algún detalle estos incidentes -siguiendo lo que mu-
cho más tarde dijeron Georges Gombault, presidente del Sindicato, y 
el propio Grunebaum-Ballin 2_ es para que podamos explicarnos el 
carácter radicalmente innovador de aquella ley de 1935. 
Debe recordarse, como ejemplo, que en ese estatuto los periodistas 
2. Oomment fut élaborée et votée la loi de 1935, artículo de Georges Gombault 
publicado en el «Livre d'or du cinquantenaire» del Syndicat National des Journa-
listes. 
Le statut social des journaZistes fraru;ais, P. Grunebaum-BaUin, Etudes de Pres-
se, Premiere Serie. . 
252 MIGUEL URABAYEN 
obtenían unas vacaciones pagadas de hasta cinco semanas para quie-
nes llevaran más de diez años de empleo y de un mes para los otros. 
Esto en un momento en el que los trabajadores franceses no tenían 
derecho ni siquiera a una semana de vacaciones. Habría que esperar al 
20 de junio de 1936 para que la Cámara y el Senado votaran una ley 
por la que se aprobaron vacaciones pagadas de dos semanas. Es decir, 
en 1935 los periodistas obtenían en este punto ventajas muy superiores 
a las entonces existentes y mayores que las concedidas un año después 
por leyes favorables a los trabajadores. 
Sin embargo, el punto más original de la ley no se refería a nin-
guna ganancia material. El artículo que más llamó la atención fue el 
que la ley introducía en el Código de Trabajo con el número 29 e es-
tableciendo tres casos de indemnización para el periodista aunque de 
él partiera la iniciativa del despido. 
Tanto si ocurría la cesión del periódico, por venta u otra forma, 
como si se dejaba de publicar, el periodista que en él venía traba-
jando podía irse, cobrando lo estipulado para el caso de despido in-
justo, es decir, un mes por año de servicio. 
Esta forma de contar la indemnización constituyó en sí misma una 
victoria del Sindicato que venía pidiendo a los empresarios la admitie-
ran reglamentariamente. 
Pero lo que sorprendió al ambiente jurídico francés de 1935 fue el 
hecho de que se introdujera así una extraordinaria excepción en el 
derecho de trabajo vigente entonces. En cualquier empresa que se ven-
diera a otro propietario, los trabajadores intelectuales y manuales se-
guían sujetos a su contrato de trabajo sin facultad alguna ni para in-
tervenir en la operación ni para irse con indemnización una vez reali-
zada la venta. 
Esta extraordinaria excepción aparecía aún más clara en el tercero 
de los casos introducidos por el artículo 29 e, la indemnización del mes 
por año de trabajo al periodista que se despidiera voluntariamente 
ante un cambio notable en el carácter y la orientación del periódico, 
considerado inaceptable para su dignidad y honor profesional. 
Por primera vez la legislación francesa admitía explícitamente un 
derecho moral peculiar al trabajo de los periodistas. Se reconocía que 
quien escribe en un periódico no sólo contribuye con su habilidad pro-
fesional, su esfuerzo y su tiempo. Existe también en su labor un aspec-
to que toca a sus opiniones, a la parte más íntima de su personalidad, 
a lo que llamamos conciencia. 
Pero dejemos que este punto lo exponga el propio Brachard, como 
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un mínimo homenaje a su memoria. En su largo y completo informe 
a la Cámara de Diputados sobre el proyecto de ley de los periodistas, 
el día 22 de enero de 1935, el hábil parlamentario se expresó así al 
tratar de este aspecto del proyecto: «Lo que nosotros llamamos «la 
cláusula de conciencia» es una de las disposiciones que los periodistas 
tienen por esenciales y sin las que no podría haber salvaguarda eficaz 
para su dignidad. ¿Qué entienden con esa designación? Un diario cam-
bia de dirección. Ese cambio puede tener las causas más diversas, 
muerte, herencia, quiebra, cesión. Sin cambiar de manos, cambia de 
política y puede incluso suceder que ese deslizamiento, realizado por 
medio de ingeniosos escalones, no sea ni confesado ni aparente. Bas-
taría con evocar aquí algunos recuerdos para mostrar que no nos ha-
llamos en el terreno de lo inverosímil. 
El redactor que ha servido bien a su empresa durante quince 
años puede tener las razones morales más fundadas para no aceptar a 
los nuevos propietarios y en este caso se comprende que le sea im-
posible sostener doctrinas o una táctica que él reprueba. Entonces se 
plantea para él el caso de conciencia. En el estado actual de la legisla-
ción no tiene otro recurso que irse. ¿ Es justo? ¿ Tiene acaso la menor 
responsabilidad en la cesión de su diario o en la orientación nueva que 
acaba de recibir? ¿Puede admitirse que él lleve el peso y pague por 
transformaciones en las que nada ha tenido que ver? ¿No le dejaremos 
elegir más que entre la rendición de su conciencia y los riesgos que 
suponen una dimisión? Esta es la razón por la que después de otros 
países que han admitido la cláusula de conciencia, encontremos equi-
tativo que una dimisión basada en tales condiciones otorgue al intere-
sado un derecho igual al que obtiene de un brusco despido. Algunos 
llegan incluso a sostener que la equidad exigiría una indemnización 
superior. No creo -continuaba Brachard terminando la parte de su 
informe relativa a la cláusula de conciencia- que sea necesario de-
tenernos más en una cuestión cuya legitimidad esperamos sea admiti-
da por los mismos empresarios». 
Como a través de la ley, la cláusula de conciencia se convirtió en 
norma obligatoria no podemos saber si los empresarios la hubieran 
admitido sin la presión legal. Lo único que sí se puede afirmar es la 
no existencia de la cláusula en Francia antes de la ley de 1935. 
y sin embargo, como había dicho Brachard en su informe, la cláu-
sula de conciencia llevaba entonces -hace cuarenta y un años, recor-
dé.moslo bien- dos decenios de vida en algunos países de Europa. 
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LOS ANTECEDENTES. 
Antecedentes lejanos se encuentran en Europa Central, en Hun-
gría y en Austria. Así, una ley húngara de 28 marzo 1914 preveía en 
su artículo 58 la admisión implícita de la cláusula de conciencia al 
estipular que «un miembro de la redacción puede denunciar el contra-
to con efecto inmediato si el editor exige que el redactor escriba un 
artículo cuyo contenido supone un acto punible o cuya tendencia es 
contraria a las estipulaciones del contrato inicial». En ese caso el re-
dactor tenía derecho a exigir indemnización. 
Después de la guerra europea y del desmembramiento del Imperio 
Austro-Húngaro la cláusula de conciencia subsistió como un uso pro-
fesional hasta la segunda guerra mundial. 
Aún más antiguo es el Estatuto profesional de Austria establecido 
por la ley de 13 enero 1910, recogido y ampliado en la de 11 febrero 
1920. De acuerdo con tal ley, la dirección de un diario tenía la obliga-
ción de informar a sus redactores, con preaviso de un mes, sobre los 
cambios que iban a ocurrir en la política o dirección del diario. En el 
caso en que el preaviso no hubiera sido respetado, el redactor podía 
dimitir sin preaviso y recibir indemnización. Por otra parte, si el re-
dactor debidamente informado decidía utilizar la cláusula de concien-
cia, tenía derecho a tres meses de sueldo como preaviso y a un año de 
salario para los que gozaran de cinco años de antigüedad, más seis 
meses por períodos suplementarios de cinco años. Y en caso de discu-
siones, decidía una comisión arbitral. 
Citaré aún tres casos más, obtenidos como los anteriores de la 
encuesta realizada entre 1926 y 1928 por el Bureau International du 
Travail 3, la misma encuesta utilizada por Brachard para su informe 
en la Cámara de Diputados. 
En Checoslovaquia, desde 1927, el contrato colectivo de la profe-
sión periodística establecía una amplia indemnización para el redac-
3. Les conditions de travail et de vie des journalistes, Bureau International 
du Travail, Etudes et Documents, serie L (Travailleurs intellectuels), n.O 2, Gene-
ve, 1928. 
Este documento me fue facilitado por la Delegación en París de la Oficina In-
ternacional del Trabajo, después de buscarlo inútilmente en muchas bibliotecas y 
archivos de España y de Francia. 
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tor que se viera ante un cambio de orientación de su periódico sufi-
ciente para hacerle dimitir por razones de conciencia. 
En la Alemania de la República de Weimar existía desde 1926 un 
convenio colectivo cuyo artículo 2 disponía la obligación de incluir en 
cada contrato individual una declaración sobre la tendencia del perió-
dico. Si más tarde se producía un cambio notable de esa tendencia, el 
'periodista disponía de un mes para despedirse por motivos de con-
ciencia. La indemnización en ese caso era de seis meses para los que 
llevaran más de cinco años de servicios y de doce meses para los que 
habían pasado más de diez años en la empresa. 
Un punto interesante de ese convenio alemán era que la cláusula 
de conciencia podía emplearse también contra el periodista y en favor 
del periódico. Pero este ángulo no nos corresponde tratarlo aquí y será 
expuesto en otra intervención de estas jornadas. 
Por último, diremos que Italia fue el país en el que más se inspi-
raron los redactores de la ley francesa de 1935 porque presentaba el 
más completo cuadro de protección de los periodistas. Los anteceden-
tes jurisprudenciales eran los más antiguos de Europa ya que los tri-
bunales italianos, hasta el grado de casación, habían estimado en 1901 
que los redactores podían despedirse y exigir indemnización en caso 
de cambio brusco de la política de su diario, susceptible de crearles 
una situación incompatible con su dignidad moral. 
Por otra parte, los periodistas italianos habían firmado en 1910 el 
primer contrato colectivo conocido, posteriormente renovado y am-
pliado. La última renovación había sido en 1928 y el artículo 16 decía: 
«El periodista al que le sea creada, por una razón cualquiera, una si-
tuación moral evidentemente incompatible con su dignidad personal o 
profesional, tiene el derecho de obtener la rescisión de su contrato 
con pago de las indemnizaciones que le sean debidas». Y el artículo 17 
enumeraba concretamente a los periodistas que según sus puestos pro-
fesionales podían acogerse a la cláusula de conciencia. El caso de ven-
ta de la publicación y sus efectos sobre los redactores se contemplaba 
en el artículo 18. 
Hoy día aquellos artículos de 1928 están fundidos en el número 
32 del contrato colectivo nacional de los periodistas italianos. 
Siguiendo ya en el presente añadiré que la cláusula de conciencia 
está igualmente reconocida en Finlandia, en Holanda y en Bélgica. En 
este último país la redacción del artículo 9 del contrato colectivo es 
de gran amplitud. Dice así: «En el caso de modificación radical de la 
línea política, filosofía, o religiosa del diario, el periodista puede dar 
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fin a su contrato sin preaviso y reclamar una indemnización igual a la 
que le hubiera sido debida en caso de rescisión de su contrato por la 
empresa». 
Llegados aquí podríamos empezar a preguntarnos por la ausencia 
de España en los países que contaron o cuentan con la cláusula de con-
ciencia. Pero antes de hacerlo me parece importante que sigamos con 
el ejemplo francés, examinando ahora rápidamente algunas aplicacio-
nes prácticas de la «extraordinaria excepción» al derecho de trabajo 
establecida por la ley de 1935. 
LA APLICACION. 
Una vez aprobada, la ley de 29 marzo 1935 introdujo en el Código 
de Trabajo nueve artículos, números 29 b a 29 j (la curiosa manera de 
empezar por la b en lugar de por la a se debió a una de esas erratas 
tipográficas que en los periódicos son frecuentes y sin importancia ... 
salvo cuando ese periódico es el «Boletín Oficial del Estado», como 
aquí fue el caso). Y para los que consulten la legislación francesa ac-
tual advertiré que la numeración del código de trabajo fue cambiada 
hace dos años y aquellos nueve artículos son hoy otros tantos números 
del señalado como L 76l. 
Al ser una disposición de derecho del trabajo, la cláusula de con-
ciencia podía originar jurisprudencia. Sin embargo, según he podido 
comprobar, existen muy pocas sentencias de tribunales franceses so-
bre ella. Cabría suponer que los periodistas galos han utilizado poco 
ese derecho, explicándose así la escasez de decisiones judicales. Yeso 
me llevó a preguntarme y a preguntar a varios expertos, por el núme-
ro de veces que haya podido ser invocada la cláusula de conciencia en 
Francia. 
No he conseguido una respuesta concreta porque no existe esta-
dística sobre este punto, ni siquiera en los más importantes sindicatos 
periodísticos ni en asociaciones patronales. Un gran conocedor de la 
cláusula de conciencia, el periodista Paul Parissot al que en seguida 
volveré a referirme, se aventuró a darme la cifra de unas dos mil 
veces. 
Partiendo de esa base, y aun admitiendo un gran margen de in-
exactitud, puede verse que la utilización de la cláusula ha sido fácil 
en Francia ya que las sentencias existentes no llegan a una docena. Es 
decir, que los casos anómalos, los casos de discusiones llevadas hasta 
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los tribunales, suponen un muy pequeño porcentaje del número de ve-
ces .que los periodistas han utilizado su derecho sin la menor difí-
cultad. 
Cierto que debe tenerse en cuenta la actuación de la comisión 
arbitral compuesta por empresarios y periodistas establecida por la 
ley de 1935 para el cómputo de la indemnización en determinados ca-
sos. Aunque su jurisdicción se limitaba a ese aspecto, sin entrar en los 
problemas de fondo sobre existencia o no existencia de motivos para 
invocar la cláusula, las partes interesadas habían pedido su interven-
ción en numerosas ocasiones sometiéndose voluntariamente a sus de-
cisiones sobre todos los aspectos discutidos. 
Aun teniendo en cuenta esa ayuda, la escasez de sentencias de 
tribunales ordinarios de justicia demuestra claramente que la cláusula 
de conciencia fue integrada muy pronto en los usos profesionales. En 
ese sentido hemos podido ver a lo largo del pasado año cómo ante la 
compra de Le Figaro por Robert Hersant, más de cincuenta periodistas 
del importante diario parisino han hecho uso de la cláusula y se han 
ido con las indemnizaciones correspondientes. Por el sólo hecho de 
que no estaban de acuerdo con la personalidad y las ideas políticas del 
Sr. Hersant. 
Veamos sin embargo algunas sentencias. Las más famosas son las 
que con fecha 9 de noviembre de 1961 dictó la Cour de Cassation, el 
Tribunal Supremo francés. 
Los hechos eran los siguientes. Uno de los diarios de París naci-
do al fínal de la pasada guerra mundial, llamado Franc-Tireur, pasó en 
1958 bajo el control de una sociedad distinta de la inicial que no sólo 
cambió su orientación sino también el título transformándolo primero 
en Paris-Journal y más tarde en Paris-Jour. 
Ante tales cambios, tres periodistas invocaron la cláusula de con-
ciencia: el anteriormente mencionado Paul Parissot que entonces ocu-
paba el puesto de Jefe del Servicio de política extranjera en el diario, 
la Srta. Irene Altman, cronista judicial, y J acques Laplaine que con el 
nombre de Lap era caricaturista del periódico. 
La sociedad propietaria de Paris-J ournal no accedió a ninguna de 
las tres peticiones por lo que los interesados acudieron a la primera 
instancia, ganando su demanda. La sociedad no se conformó y hubo 
necesidad de acudir a la segunda. Ante la nueva derrota, la sociedad 
interpuso recurso de casación. El alto tribunal dictó tres cortas sen-
tencias confírmando las anteriores porque, según dijo, «mientras la 
primera de las publicaciones -Franc-Tireur- tenía una dirección 
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política muy afirmada, la segunda -Paris-Journal- se había orienta-
do insensiblemente hacia fines absolutamente distintos». 
De aquí resultaba el cambio notable en la orientación creando pa-
ra el periodista empleado una situación perjudicial a sus intereses 
morales «por lo que -añadía el Tribunal Supremo- Parissot no po-
día sin faltar a esos intereses morales, continuar su colaboración en el 
segundo diario». 
Las otras dos sentencias referentes a la cronista judicial y al cari-
caturista eran semejantes en sus términos y argumentos. 
¿ Qué podemos deducir de estos casos, los más citados por los es-
tudiosos de la cláusula de conciencia en Francia? 
Dejando aparte, porque está muy claro, lo referente al cambio en 
la orientación del periódico, vemos que existe un punto importante: 
¿ en qué podía perjudicar directamente a una cronista judicial y a un 
dibujante humorístico que su diario cambiara de orientación? En muy 
poco, habría que responder si nos quedamos en la superficie de las 
cosas. Pero si profundizamos no dejaremos de observar que ellos pres-
taban una colaboración intelectual en un órgano con el que ya no es-
taban de acuerdo. 
Es decir, generalizando el caso, se ve que la cláusula de conciencia 
puede invocarse por cualquier periodista que aporte un trabajo de 
creación a su periódico. Este punto había sido discutido en la doctrina 
jurídica y, como demuestran las sentencias anteriores, los empresarios 
no lo aceptaban. 
Basándose en la enumeración cerrada que había hecho el artículo 
17 del contrato colectivo italiano -inspirador como hemos dicho, de 
la ley francesa de 1935- una parte de los comentaristas consideraban 
que la cláusula de conciencia sólo podía ser invocada por aquellos que 
directamente sufrían, en sus funciones profesionales, las consecuencias 
del cambio notable de orientación de su periódico. 
En ese sentido puede citarse el importante análisis que hizo Mar-
cel Lachaze de la ley de 1935, uno de los primeros que aparecieron 
después de publicada la ley 4. Para el entonces Auditor del Consejo de 
Estado francés, los redactores no afectados en su trabajo por el cam-
bio de la publicación no podían invocar la cláusula de conciencia, se-
ñalando como ejemplos los periodistas encargados de las críticas lite-
rarias o deportivas. 
Pero como hizo ver más tarde Raymond Lindon, Fiscal del Tri-
4. Dalloz périodique, 1936, IV, 58. 
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bunal Supremo y conocido comentarista de problemas jurídicos, la 
literatura, el cine y el deporte no quedan al abrigo de las tendencias 
políticas. Es más, todos sabemos que las críticas literarias y cinema-
tográficas pueden ser de muy distinto tono según el matiz político de 
la revista donde se publiquen. E incluso el deporte puede quedar 
politizado ante determinados encuentros o por las circunstancias de 
esos encuentros. 
Sin embargo, el mismo Lindan señalaba otro límite discutible. 
Decía que a su juicio sólo quedaban libres de influencias, y por tanto 
sin cláusula de conciencia, los encargados en un periódico de las sec-
ciones de filatelia, de subastas y de recetas de cocina 5. 
Actualmente ni siquiera esos límites, indicados con cierto humor, 
son admitidos por la doctrina. En caso de cambio de carácter o de 
orientación del periódico, todos los periodistas que aportan una con-
tribución intelectual tienen derecho a irse por razones de conciencia. 
A esta posición es a la que muy claramente señalaban las tres senteri-
cias de 1961. 
Siguiendo con la jurisprudencia, añadiré que existe una sentencia 
importante dada en Besan~on el 14 de enero de 1964, aplicando la cláu-
sula de conciencia en favor de un diario y contra uno de sus redacto-
res. Este caso, realmente único, no parece oportuno tratarlo aquí por-
que nuestro ángulo es precisamente el contrario, la cláusula como 
defensa del periodista. Será examinado en otra de las intervenciones 
de estas jornadas 6. 
5. RAYMON LINDON, La clause de oonscienoe dans le statut des journalistes, 
Juris-classeur périodique, 1962, 1, 1669. 
6. En mi intervención me abstuve de comentar esta sentencia, por las razo-
nes indicadas en el texto. Expondré aquí rápidamente el caso y la reacción que al 
periodista puede producir. 
El diario de Nancy L'Est Republicain contaba en 1962 con un redactor lla-
mado Ducret en su agencia de Besan~on. Dicho periodista se presentó alas elec-
ciones senatoriales de aquel año bajo la etiqueta «Campesinos Independientes», lo 
que desagradó a la dirección de su periódico. Ducret fue despedido y , al ' recurrir 
éste a los tribunales el asunto llegó hasta el Tribunal de Apelación de Besan~on 
que privó al periodista de la indemnización por despido abusivo que le había reco-
nocido un tribunal inferior. 
La empresa alegaba que la posición de Ducret, públicamente exhibida. era de 
naturaleza a perjudicar si no los intereses materiales, al menos los intereses mo-
rales del diario. Y que el articulo 3 del contrato colectivo nacional de trabajo de 
los periodistas estipulaba que la expresión p(Íblica de la libertad de opinión no 
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Terminemos con el ejemplo francés porque el tiempo obliga. Y 
terminémoslo exponiendo rápidamente la consideración que la cláusu-
la de conciencia merece a los periodistas franceses de hoy día, here-
deros de los que hace cuarenta y un años lograron introducirla en la 
legislación de su país. 
Para el periodista que les está hablando no deja de ser motivo 
de cierta envidia -explicable a todos, supongo- ver que nuestros 
colegas franceses consideran a la cláusula de conciencia como muy 
insuficiente. El reproche no lo dirigen a la cláusula en sí misma sino 
al marco social y político en el que viene encuadrada. Porque están 
mirando muy lejos, contemplando un panorama más amplio que el 
parcial remedio ofrecido por la cláusula de conciencia. 
y como ejemplo característico puedo citar al Sr. Dupont, Presi-
dente de la Sociedad de Redactores de Le Monde. No hace un mes 7 
me decía: «La cláusula de conciencia es únicamente el derecho al pa-
ro». Y añadía que muchos periodistas vacilan en utilizarla sabiendo 
debe en ningún caso perjudicar a la empresa de prensa a la que el periodista per-
tenezca. 
El Tribunal de Apelación, aceptando ese punto de vista, dijo en su sentencia 
que «no es dudoso que el citado artículo 3 constituye la contrapartida normal de 
las disposiciones contenidas en el artículo 29 e del Libro I del Código de Trabajo~. 
Es decir, la contrapartida de la cláusula de conciencia. Es decir, que la cláu-
sula de conciencia juega en los dos sentidos, periodista y empresa. 
Pero esa interpretación parece discutible. Porque -como señaló Michel Hano-
tiau en su trabajo «La clause de conscience des journalistes», publicado en «Pu-
blics et techniques de la diffussion cOllective», Bruselas, 1971- el primer tribunal 
había observado que el citado artículo 3 del contrato colectivo consideraba la 
expresión en la Prensa de opiniones políticas contrarias a los intereses del diario. 
y en este caso Ducret no habia escrito nada en su periódico; se había limitado a 
ser candidato, lo que era su derecho como ciudadano francés. 
El Tribunal de Apelación no siguió esa línea de argumentación. Pero eso no 
quiere decir que su posición fuera acertada. Porque emplear un arma defensiva 
de los periodistas -y desde su misma concepción eso ha sido la cláusula de con.-
ciencia- contra uno de ellos es algo que parece excesivo. 
A mi juicio, la empresa podrá encontrar otra denominación y otro recurso 
legal para los casos -posibles- en que uno de los periodistas se comporte de 
manera que suponga un cambio intolerable en su actitud, una especie de traición. 
Bastaría con acudir a la aceptación, expresa o tácita, de unos principios genera-
les que regulen la línea del diario o revista, examinando después la contradicción 
que haya podido realizar el periodista dentro de la publicación en que trabaja. 
Al rompimiento del contrato basado en esta causa sería mejor llamarle de otra 
forma que «cláusula de conciencia», denominación asociada ya con la defensa de 
los periodistas ante situaciones que les superan. 
7. Entrevista personal mantenida en Le Monde, el 15 Mayo 1976. 
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que el salir de un diario por ese sistema puede cerrarles puertas ya 
que los empresarios de prensa dudarán en acoger a una persona que 
ha demostrado hasta ese punto su grado de independencia o, como 
ellos podrían apreciarlo, de intransigencia. Y existen hoy en Francia 
cerca de mil ochocientos periodistas sin empleo ... 
Las aspiraciones de los sindicatos de periodistas y de las so-
ciedades de redactores van en el sentido de buscar la participación del 
equipo redaccional en la marcha y en las decisiones de la publicación 
a la que contribuyen con su esfuerzo intelectual. Y aSÍ, como claro 
ejemplo de esa tendencia, vemos que las jornadas de estudios sobre el 
Derecho a la Información organizadas por los tres más importantes 
sindicatos de periodistas franceses y por la Federación de Sociedades 
de Redactores -en París durante el mes de enero de 1973- declaraban 
en sus Conclusiones: 
«El equipo redaccional deberá ejercer su control sobre toda deci-
sión que pueda modificar fundamentalmente la orientación del diario». 
Así de rotundo. 
Esta tendencia no es de hoy solamente y puede considerarse im-
plícita en el propio concepto de sociedad de redactores, aparecida por 
primera vez, en el diario de París Le Monde, en 1951. No hay tiempo 
para tratar aquÍ de las funciones, ventajas y problemas que plantean. 
Me basta con señalar la relación de esas sociedades con el tema que 
nos está ocupando. Y para ello nada mejor, ni más breve, que citar 
una frase del artículo que hace diez años dedicó el ya mencionado 
comentarista jurídico Raymond Lindon a estos equipos de periodis-
tas 8. Después de hacer algunas reflexiones sobre la naturaleza parti-
cular de las Empresas de prensa y recordar los intereses morales de 
los redactores en su trabajo profesional, el gran jurista afirmaba con-
vencido: «Se puede decir que, en el fondo, las sociedades de redacto-
res son la prolongación de la cláusula de conciencia». 
Resumiendo: la posición de los periodistas franceses actualmente 
es tratar de resolver el problema antes de que nazca y no después, 
como hace la cláusula de conciencia desde 1935. 
ESPAÑA. 
Paso ahora a considerar el caso de España. El cambio es fuerte, 
viniendo desde ese nuevo programa máximo que ahora contemplan los 
8. Les societés de rédacteurs, Juri-classeur périodique, 1966, 1, 1961. 
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periodistas franceses. Porque como decía antes, y todos sabemos sin 
necesidad de que nos lo digan, la cláusula de conciencia no ha existido 
ni existe en España. 
y no por falta de deseos de los periodistas españoles, por supues-
to. La Federación Nacional de Asociaciones de la Prensa de España en 
su XXXI Asamblea, celebrada en Córdoba los días 9 y 10 de mayo de 
1975, aprobó entre sus conclusiones la que hacía el número 6 con -en-
tre otros- el punto siguiente: «Debido a los cambios experimentados 
en las empresas que, con frecuencia, varían, a veces sustancialmente, 
la orientación informativa e ideológica de los periódicos, es convenien-
te que el profesional periodista se vea amparado ante estas posibles 
variaciones en cuanto puedan repercutir en su labor profesional con 
el reconocimiento legal de la cláusula de conciencia, que le permitirá 
obtener una indemnización adecuada no menor de la que las leyes es-
tablezcan para los casos de despido improcedente». 
En febrero, pasado, la XXXII Asamblea de la Federación celebra-
da en San Sebastián, declaró entre otros extremos: «El ejercicio de la 
actividad periodística deberá estar protegido de posibles presiones 
por grupos políticos y económicos, por las autoridades públicas y los 
intereses empresariales. En este sentido urge una normativa jurídica 
que garantice la cláusula de conciencia del profesional y la agilidad, 
modernización y ampliación de contenido que es competencia del Tri-
bunal de Etica Profesional». 
Existe pues, según vemos, un deseo general expresamente declara-
do por los periodistas de que se reconozca con urgencia una cláusula 
que en Francia apareció hace cuarenta y un años ... 
¿ En qué consistiría la cláusula? En la posibilidad, siguiendo el 
modelo francés, de reclamar una indemnización concretamente deter-
minada (tantos meses de sueldo por tantos años de servicios) en los 
casos de cambios notables en el carácter o en la orientación del pe-
riódico. 
y también, a mi juicio, en los casos de su venta o cesión. 
Cierto que pueden existir ventas o cesiones de la propiedad sin 
cambios de orientación de carácter, pero parece deseable conceder a 
los redactores la posibilidad de elegir a sus empresarios, la posibili-
dad de aprobar o no con su presencia una operación que pudiendo 
afectarles moralmente no tienen actualmente ninguna oportunidad de 
discutir o de rechazar. 
¿Quién estaría en situación de invocar la cláusula? Todos los pe-
distas que aportaran una contribución intelectual a la publicación 
afectada por el cambio o la venta. 
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¿ Por qué vía jurídica podría reconocerse en nuestro ordenamien-
to de prensa? Creo que existen tres principales, que describiré rápi-
damente. 
1.a Por aplicación o reforma de normas legales ya existentes. Di-
go aplicación y me doy cuenta de que puede parecer contradictorio 
con la anterior afirmación de que en España nunca hemos tenido 
la cláusula de conciencia. Pero quizá no existe hoy porque nadie haya 
explorado las posibilidades ofrecidas por la Ley de Contrato de Tra-
bajo, como ayer dijo el Profesor Desantes. Cierto que ,como también 
se dijo ayer, no es lo mismo un clima político-social determinado que 
otro, y lo fácil o claro hoy día pudo ser antes muy complicado o muy 
difícil. 
Veamos la Ley de Contrato de Trabajo. Su artículo 78 establece 
las causas justas para que el trabajador pueda por su voluntad dar por 
terminado el contrato de trabajo. Después de enumerar varias dice en 
su apartado e): «Cualquier otra causa análoga o semejante a las an-
teriores que el Magistrado de Trabajo estime justificadas, por ser re-
veladora de una situación depresiva o vejatoria para el trabajador». 
Situación depresiva o vejatoria para el trabajador ... ¿ No es veja-
torio y depresivo para un periodista verse en algunos de los casos 
contemplados por la cláusula de conciencia? ¿No es posible, cuando 
se encuentra ante alguno de esos casos, alegar el artículo 78 en Ma-
gistratura de Trabajo y ver qué pasa? 
Se me dirá que la ley del contrato de trabajo es de 1944 y ha sido 
casi sustituida por la reciente ley de Relaciones Laborales, de 6 abril 
1976. Pero el Libro 1 de la Ley de Contrato de Trabajo sigue vigente 
en todo lo que no se oponga a la nueva ley, y el artículo 78 no se 
opone. 
Veámoslo desde ese otro ángulo, veamos el artículo 21 de la 
ley, el n.O 2 del artículo 21 de la Ley de Relaciones Laborales, para ser 
exactos. Que dice: 
«El trabajador podrá solicitar la resolución del contrato de traba-
jo, con derecho a indemnización como si se tratase de despido impro-
cedente, cuando entre otros supuestos legalmente reconocidos, se pro-
duzcan modificaciones en las condiciones de trabajo que sean sustan-
ciales o que puedan redundar en perjuicio grave de su formación 
profesional o en menoscabo notorio de su dignidad». 
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Se produzcan modificaciones en las condiciones de trabajo que 
sean sustanciales o que puedan redundar ... en menoscabo notorio de 
su dignidad. 
Si los términos suenan con un eco muy semejante a los de la 
ley francesa de 1935 es porque son muy parecidos en lo esencial. No 
quiero decir que la cláusula de conciencia esté ahí, pero sí que ahí 
existe una base suficiente para iniciar una demanda en Magistratura 
que quizá la pudiera introducir por vía jurisprudencial. 
El artículo 78 de la Ley del Contrato de Trabajo y el 21 de la 
Ley de Relaciones Laborales aún nos dan otra posibilidad: la de in-
troducir, apoyándonos en ellos, la cláusula de conciencia en la Orde-
nanza Laboral de Prensa. La base que ofrecen parece suficientemente 
amplia para conseguir la reforma necesaria. 
2.a Por convenio colectivo. Es evidente que podría negociarse un 
convenio nacional de Prensa en que las redacciones de los periódicos 
tuvieran reconocida la cláusula de conciencia. 
Otra posibilidad que se me ha planteado es la de convenios que 
afecten únicamente a las redacciones, negociados por sus representan-
tes sindicales, bien a escala nacional bien a escala de una sola em-
presa. En el primer caso podría plantearlo la Federación Nacional de 
Asociaciones de la Prensa, vinculada a la Organización Sindical. 
Debo reconocer, sin embargo, que la posibilidad de convenios sólo 
para redacciones es discutible. La ley de 1958 los admitía para dis-
tintas secciones de una misma empresa pero con la actual de 1973 no 
parecen tener viabilidad. Al menos en teoría, porque en la práctica 
las cosas podrían ser diferentes. 
Antes de referirme a la tercera vía creo oportuno hacer un inciso 
para comentar el artículo 48 del Estatuto de la Profesión Periodística 
que, a mi juicio, apoya considerablemente cualquier iniciativa para 
introducir o reconocer la cláusula de conciencia en el derecho positivo 
español o en ese derecho pactado que son los convenios colectivos. 
Como se recordará dicho artículo 48 dice lo siguiente: «Por la 
singularidad del ejercicio profesional del periodismo, y habida cuenta 
de la imposibilidad de valorarlo por las unidades usuales de horarios 
o de obra y del carácter de misión pública del mismo, las normas 
generales de relación laboral de los periodistas con las empresas, en 
los casos no sometidos a contrato civil, de acuerdo con lo previsto 
en los artículos anteriores, será objeto de un régimen especial, cuya 
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regulación se determinará por el Ministerio de Trabajo, a propuesta 
de la Organización Sindical y oído el Ministerio de Información y 
Turismo». 
Retengamos tres expresiones de este artículo: singularidad del 
ejercicio profesional del periodismo, su carácter de misión pública, y 
regulación especial, en modo imperativo: «será objeto .. . ». 
Tenemos pues reunidos suficientes caracteres como para esperar 
un régimen especial, con normas especiales. ¿ Pero en qué se ha tra-
ducido este artículo? En una simple compensación en metálico. En 
noviembre de 1968, al establecerse unas nuevas bases salariales, se 
incluyó por primera vez un plus, llamado del artículo 48 y fijado en-
tonces en 3.000 pesetas al mes. Hoyes de 4.830 pesetas. 
Así pues, el carácter de misión pública y la singularidad del ejer-
cicio profesional significan tan sólo una percepción económica suple-
mentaria y discriminatoria respecto de otras secciones del periódico. 
Creo poder afirmar que los periodistas españoles rechazan esta 
aplicación del artículo 48. Una cosa es el sueldo, que debe ser sufi-
ciente para una vida digna, y otra muy diferente la idea encerrada en 
las expresiones del citado artículo. Si esas expresiones quieren decir 
algo, deben referirse a un nivel distinto al simplemente económico. La 
misión pública del ejercicio profesional del periodismo va en el senti-
do de la independencia y la dignidad y está señalando una dirección 
en la que se halla la cláusula de conciencia. 
Vuelvo ahora a las posibles vías de su reconocimiento en el or-
denamiento legal. La 3.a de las que estamos considerando es, a mi 
juicio, la mejor, la más completa, la más perfecta. Y también la más 
difícil. 
Consistiría en la pronta adopción en España de un amplio Esta-
tuto de la Información englobando los distintos aspectos de la parti-
cipación de los periodistas -y del público- en la marcha y la orien-
tación del periódico. 
Estaríamos así en la situación que consideran actualmente los pe-
riodistas franceses. Estaríamos nosotros también considerando los 
problemas de hoy y no los de ayer. Porque pedir en 1976 únicamente 
la cláusula de conciencia, aquella novedad de 1935, es mirar al pasado 
y no al presente y mucho menos al futuro. 
Termino aquÍ, con la alusión a un Estatuto de la Información. 
Siempre es agradable acabar pensando en una esperanza, en una ilu-
sión. Aunque inmediatamente la realidad cotidiana nos la destroce. 
EL INFORME BRACHARD· 
Traducción de Miguel Urabayen 
Señores, lo que se ofrece hoy al examen de la Cámara es un tema 
completamente nuevo. Una proposición de ley, firmada por el Sr. Hen-
ri Guernut y numerosos colegas de todos los partidos, os invita a 
determinar las reglas de un «estatuto profesional de los periodistas», 
y la comisión de trabajo, en conclusión de un estudio profundo, re-
conoce no solamente que es legítimo dar fuerza legal a reglas de esta 
naturaleza, sino que es hora de hacerlo. 
El Parlamento ha tenido, en todas las épocas, muchas ocasiones 
de discutir asuntos referentes a la prensa. Pero los que ha conocido 
hasta aquí son -salvo quizá en una circunstancia única, que no dejaré 
de recordar- los que conciernen a las empresas de periódicos, y lo 
que se le ha pedido son medidas destinadas a servir los intereses de 
sus propietarios. Esos intereses son por otra parte dignos de conside-
ración y con esta convicción se ha respondido cada vez a las peticiones 
de los jefes de una industria de la que no está permitido desintere-
sarse a los poderes públicos. Los periodistas profesionales -entenda-
mos los trabajadores regulares de la redacción -no tienen la costum-
bre de pedir ayuda al legislativo para ellos mismos, como hubiesen 
podido hacerlo ya a ejemplo de lo que ha ocurrido en otros países, y 
es natural que muchos de nuestros colegas ignoren en los detalles las 
condiciones difíciles en las cuales se ejerce una profesión que absorbe 
* Nota deZ traductor: A pesar de hallarse citado en muchas Historias de la 
Prensa Francesa, el Informe Brachard no es de fácil consulta. Esperando que los 
periodistas y juristas españoles de 1977 podrán encontrar interesante conocer la 
magnífica defensa que hizo M. Brachard en 1935 de una profesión que en nuestro 
país debe resolver muchos problemas, he efectuado la traducción del texto publi-
cado en el JournaZ OfficieZ del 18 de mayo 1935, «Documents Parlamentaires-Cham-
bre», anexo número 4.516, págs. 98 a 112. 
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al ser humano completamente, a todas las horas, y que exige talento, 
trabajo, conciencia y honradez. 
Hoy, ellos acuden a vosotros. Son ellos quienes, en razón de cir-
cunstancias que no han creado y que conoceréis, os piden consideréis 
su condición que se les impone entre los trabajadores de todas las 
categorías, que consideréis lo que ocurre en el extranjero y que sus-
tituyáis por un régimen legal lo arbitrario, la incertidumbre de usos 
que se niegan y se revocan después de haberse ajustado a ellos con 
regularidad. Es uno de ellos, es un periodista quien ha recibido la mi-
sión de exponeros las razones que han determinado vuestra comisión. 
Seguro anticipadamente de una benevolencia que jamás habéis rega-
teado a la corporación a la que pertenece, él os da las gracias. Pero yo 
os pido algo más: que escuchéis la apremiante petición de los perio-
distas franceses. Tengo confianza y todos mis compañeros repartidos 
en todo el país esperan, y yo con ellos, que de los debates que no tar-
darán en iniciarse surgirá para todos los espíritus libres y justos de 
esta Cámara, sin distinción de partidos, el deseo de responder al lla-
mamiento que les es hecho, y de ratificar las proposiciones de vuestra 
Comisión. 
Haré cuanto pueda para justificarlas ante vosotros. 
Los PERIODISTAS Y LA LEGISLACIÓN DEL TRABAJO. 
La tarea jurídica que se ofrece ante nosotros consiste en integrar 
en el código del trabajo una sección especial y un cierto número de 
disposiciones nuevas, cuyo conjunto constituye el «estatuto profesio-
nal de los periodistas». No tenemos que preguntarnos si los periodis-
tas están cualificados para reivindicar el beneficio de las innumerables 
leyes que multiplicadas desde hace cincuenta años por el Parlamento 
republicano forman el monumento de la legislación del trabajo, ya 
que, jurídica y legalmente, esta cuestión ha quedado resuelta desde 
hace mucho tiempo. Lo está ante la ley por el hecho de que el des-
canso semanal de los periodistas ha quedado instituido en virtud de 
una ley que ha tomado rango bajo el número SO b del libro 11; lo 
está ante los tribunales que aplican normalmente a los periodistas 
ciertas disposiciones tomadas de aquella legislación. 
¿Cómo podría ser de otra forma? El periodista no es un escritor 
que, trabajando en su casa según su inspiración, es dueño del mo-
mento en que llevará el producto de su trabajo al editor que lo publi-
cará. Es un asalariado, unido a su periódico por un contrato de arren-
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damiento de serVICIOS, obligado a una tarea determinada, frecuente-
mente a un número de horas de trabajo estipulado, encargado de res-
ponsabilidades precisas. Ahora bien, el contrato de arrendamiento de 
servicios, apoyado en un salario regular, es el signo por el cual se 
reconoce al beneficiario de toda legislación del trabajo. La ley, que no 
distingue entre el trabajador manual y el trabajador intelectual, no 
pide otra referencia ni a unos ni a otros. Recordemos, además, que la 
Oficina Internacional del Trabajo ha creado, como veremos inmedia-
tamente, una Comisión de los trabajadores intelectuales y que los pe-
riodistas están representados en ella. 
Quedando reconocido el periodista como un trabajador, no podrá 
alegarse que el trabajo del Parlamento no es legislar en favor de tal 
o tal corporación concreta sino para el conjunto de las profesiones, 
porque además de las fuertes razones de principio que se levantan 
contra una tesis tan exclusiva, abundan los ejemplos de lo contrario. 
La ley ha intervenido numerosas veces, continúa interviniendo en todo 
momento en las condiciones de trabajo de categoría determinadas y, 
sin insistir más, bástenos con anotar que los autores de la proposición 
de ley que nos ocupa han observado acertadamente que el código del 
trabajo contiene disposiciones particulares referentes a ciertas profe-
siones, tales como salario de los obreros de la confección, salarios en 
materia de tejidos y bobinados, de corte de terciopelo, de tintes y 
apresto de telas, trabajo de noche en panaderías, trabajo de los em-
pleados y obreros de los mercados centrales de París, trabajo de los 
niños empleados en los espectáculos. Aquí tenemos un cierto número 
de profesiones contempladas por el legislador. Se encontrarán fácil-
mente otras. El único aspecto que debemos recordar es, pues, el de 
saber si conviene extender a la profesión de periodista el beneficio 
de una excepción nueva. Este es precisamente el objeto del presente 
informe. 
Los PERIODISTAS EN LOS PAíSES EXTRANJEROS. 
¿ Se trata de inventar? Desgraciadamente, no. En este punto, como 
en otros muchos, nuestro país se ha dejado sobrepasar y vais a juzgar 
si los periodistas franceses tienen razón en quejarse de que su pro-
fesión permanezca sujeta a lo arbitrario, mientras que casi en todas 
partes, y en cualquier caso en todas las grandes naciones europeas, 
han encontrado la garantía de reglas equitativas. 
A excepción de pocos países, que son Bélgica, Bulgaria, Luxem-
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burgo, Holanda, y Portugal, las condiciones de trabajo de los perio-
distas han dado lugar en toda Europa a reglamentaciones reclamadas 
por los interesados. Unas emanan del Estado, otras han sido obtenidas 
por medio de contratos colectivos. Sin detenernos en detalles que alar-
garían esta exposición, creemos útil indicar rápidamente, no el con-
tenido sino la forma de esas reglamentaciones. 
Veamos primero las naciones donde se ha producido la interven-
ción de los poderes públicos: 
En Alemania, se redacta un contrato nacional en 1926, libremente 
discutido por una comisión mixta de editores y de redactores, inme-
diatamente declarada obligatoria por el Ministerio del Trabajo del 
Reich. Comprende cuatro partes: 
1.0 Un contrato de trabajo propiamente dicho. 
2.0 Un contrato-modelo de servicios referente a la naturaleza del 
empleo, los salarios, el descanso semanal, las vacaciones anuales, las 
modalidades de la ruptura, el seguro obligatorio, el cambio de orienta-
ción y la venta del periódico, etc. 
3.0 La institución de tribunales de arbitraje. 
4.0 La creación de instituciones de previsión. 
El régimen hitleriano ha suprimido la libertad de prensa y la del 
periodista; pero no ha tocado a las garantías materiales concernien-
tes al ejercicio de la profesión. 
En Austria, la ley del 11 febrero 1920 exige que todo periodista 
al entrar en un diario encuentre la garantía de un contrato de trabajo, 
y estipula las cláusulas indispensables para asegurar la validez de este 
contrato. Esas cláusulas repiten el contrato colectivo establecido en 
1918 entre las organizaciones interesadas, contrato modificado y com-
pletado en 1921, renovado en 1930. 
En Polonia, una proposición de leyes presentada en 1920 en la 
Dieta; los acontecimientos políticos aplazan su examen y el Gobierno 
proyecta promulgar el texto en forma de decreto. Pero la oposición 
de los editores es tal que renuncia a su intención. Sin embargo, las 
organizaciones profesionales redoblan sus esfuerzos y, el 16 de mar-
zo de 1928, un decreto-ley, referente a los salarios, la ruptura del con-
trato, las indemnizaciones, etc., da su estatuto a los periodistas 
polacos. 
En Yugoslavia, el ministro de Seguridad Social da, el 25 septiem-
bre 1927, un decreto que, reglamentando las condiciones de trabajo 
en el periodismo, constituye uno de los estatutos profesionales más 
completos que existen. 
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En Grecia, la ley no ha intervenido todavía más que en un punto, 
pero es importante. Estando el precio de venta de los diarios fijado 
obligatoriamente en un dracma, atribuye un tepton (céntimo) a las 
cajas de jubilación de los redactores y, de los obreros y empleados, 
que se lo reparten al cincuenta por ciento. Es así que los periodistas 
griegos, a los cincuenta años de edad, después de veinticinco años de 
ejercicio profesional, recibirán una pensión igual al ochenta por ciento 
de sus ingresos. 
En Italia encontramos el modelo aún no igualado de las garan-
tías a los periodistas. Entendámonos, el fascismo tiene poco que ver 
con esto. La ley sindical del 3 abril 1926, apoyada por la carta del 
trabajo de 21 abril 1927, ha dado fuerza legal, en todo el país, al con-
trato colectivo establecido entre los editores y los redactores; pero el 
primer contrato colectivo había sido firmado libremente en Italia, el 
primero de su clase en el mundo, en 1911, y desde ese momento haCIa 
jurisprudencia. Revisado y mejorado en 1919, había sido objeto, en oc-
tubre de 1925, de nuevos y felices retoques. No fue hasta el mes de 
diciembre siguiente que la Federación de la Prensa entró en la confe-
deración de los sindicatos fascistas, y desde hacía mucho tiempo las 
principales disposiciones del contrato colectivo estaban aceptadas y en 
aplicación. La última edición data del 5 marzo 1928. 
Los periodistas italianos han sido, en esta materia, los iniciadores 
del mundo entero; abstracción hecha del estado político que les priva 
de la libertad, tienen la suerte de ejercer una profesión admirablemen-
te protegida por un estatuto profesional que no tiene igual en el mun-
do, y contemplo avergonzado la distancia que separa ese texto ejem-
plar de la proposición que se os presenta. Confieso una timidez que 
tiene su excusa en el deseo de conciliar intereses fáciles de alarmar, en 
inspirar alguna modestia a egoísmos económicos cuya resistencia es 
habitual, y en el de reunir sin excesivo retraso, con textos moderados, 
la imponente mayoría parlamentaria que prevemos. 
Quería, en todo caso, rendir homenaje al pasar a nuestros colegas 
italianos a los de 1911, en quienes yo pienso en primer lugar. El ré-
gimen fascista se ha limitado a consolidar y a colocar bajo la protec-
ción legal las ventajas ya obtenidas gracias a ellos. No vacilemos en 
agradecérselo. Sin embargo, ha hecho a los textos contractuales una 
aportación de la que no le privaremos. Según los términos del decreto 
del 20 febrero 1928, nadie puede ejercer la profesión de periodista si 
no ha recibido licencia para ello de un comité de cinco miembros, 
designados por el ministro de Justicia, de acuerdo con los ministros 
del Interior y de las Corporaciones. Es tanto como decir que los pe-
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riodistas, a partir de ahora habilitados por el Estado, han llegado a 
ser una especie de funcionarios. Los periodistas franceses preferirían 
renunciar para siempre a su estatuto antes que pagarlo con tal precio. 
Lo anterior se refiere a los países en los cuales se ha manifestado 
el poder legal. Hay otros donde ha bastado que las organizaciones pro-
fesionales encuentren ante ellos organizaciones patronales capaces de 
comprender el movimiento sindical y dispuestas a participar con un 
espíritu liberal, para que sean firmadas convenciones colectivas que, 
equitativamente establecidas, aplicadas con honradez, den satisfacción 
a unas y a otras. He aquí la lista: 
En España, han sido firmados contratos colectivos en todas las 
provincias, aplicando el decreto-ley del 23 abril 1926, por medio de 
comités paritarios de prensa. Observemos que en 1927, el gobierno de 
Primo de Rivera ha presentado un proyecto de estatuto profesional, 
con ventajas substanciales para los periodistas. No ha tenido éxito 
porque nuestros colegas españoles no han aceptado el precio que se 
les imponía, quiero decir el mantenimiento y la ratificación, por su 
propio reconocimiento, de la censura. Pero en España también, se ve, 
el Estado ha admitido que el estatuto de los periodistas podía emanar 
de los poderes públicos. 
En Gran Bretaña, una serie de contratos, cada vez más extensos, 
cada vez más precisos, y que han desembocado en un régimen donde 
todo está minuciosamente previsto, concretamente los salarios (por 
categorías de redactores, de tiradas, de regiones), han sido firmados 
entre los editores y la National Unión a partir de marzo de 1920. El 
más importante lleva la fecha del 16 marzo 1921. Otros han sido acor-
dados con las agencias de información, de fotografía, etc. Conjunto de 
acuerdos que no es simple, pero cuya aplicación está rigurosamente 
vigilada y que asegura a los periodistas ingleses numerosas y precisas 
garantías. 
Es interesante observar que ha sido preciso una huelga para lle-
var a los propietarios de los diarios a la concepción del contrato colec-
tivo. Pero los periodistas ingleses se complacen en reconocer que aque-
llos han aceptado sin reservas la nueva situación y que aplican a la 
ejecución del contrato la más completa buena fe. Por otra parte, man-
tienen con ellos las mejores relaciones. 
La National Union (sindicato nacional de los periodistas) está afi-
liada a las Trade Unions. Los periodistas más conservadores no se 
sienten por esto ni molestos ni disgustados, y los propietarios de pe-
riódicos lo encuentran la cosa más natural. 
En Hungría, un contrato colectivo ha sido firmado en 1917 entre 
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las organizaciones interesadas. Renovado en 1918, ha sido denunciado 
en 1920 por los editores. Desde entonces los periodistas húngaros . vi-
ven bajo el régimen del uso; pero, cosa extraña, este uso tiene su fun-
damento en las estipulaciones de la antigua convención, que son res-
petadas por los dos lados, e incluso, en muchos puntos, están hoy so-
brepasadas. 
En Letonia, un contrato colectivo, actualmente en vigor, ha sido 
firmado en 1920. 
En Rumanía, régimen análogo: contrato colectivo desde el 1.° 
octubre 1925. 
En Suecia no es exactamente un contrato colectivo: es un contra-
to-modelo, discutido entre patronos y periodistas, en virtud de la le-
gislación general del trabajo, pero ese contrato-modelo, que regula la 
duración del trabajo, el salario mínimo, los permisos por enfermedad, 
las vacaciones, las indemnizaciones de despido, el descanso semanal, 
etc. equivalen prácticamente a un estatuto profesional. 
En Suiza, han sido firmados, desde 1919, una sucesión de acuerdos 
cuyo conjunto constituye un estatuto. 
En Checoslovaquia, la unificación no está todavía hecha. En tie-
rras de Bohemia los periodistas permanecen en parte sometidos a la 
ley austriaca del 13 enero 1910; en Slovaquia y en Rusia Carpática, 
es la ley húngara de 1914 la que está todavía en vigor. Pero el Minis-
terio de Previsión Social ha presentado un proyecto de ley relativo al 
estatuto profesional. Mientras se espera que tenga éxito, se aplican en 
todas las empresas contratos inspirados por el espíritu más liberal. 
Adelantándose a sus colegas, los periodistas de lengua alemana han 
obtenido el establecimiento de contrato colectivo muy completo. 
A este cuadro de conjunto podernos, abandonando Europa, añadir 
Australia. Una primera reglamentación ha sido instituída allí en 1917, 
en virtud de una decisión del Tribunal federal de arbitraje. Pero en 
1924 ha sido firmada una convención colectiva extremadamente deta-
llada. Renovada en 1931, equivale a un estatuto del mayor interés, que 
coloca a los periodistas australianos, con los italianos y los austriacos, 
en primera fila de los que han sabido obtener del patronato las ga-
rantías más extensas. 
Se observará que todavía no hemos nombrado a los Estados Uni-
dos. Por singular que parezca, la organización profesional era allí, 
hasta estos últimos tiempos, casi inexistente y desconocida la noción 
de estatuto. Pero la política económica del presidente Roosevelt ha 
obligado a los periodistas americanos a unirse y, de entrada, han crea-
do una de las organizaciones más poderosas del mundo. La American 
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Newspaper Guild es un sindicato constituido en 1934 y que cuenta 
cerca de 10.000 miembros. Se sabrá con alguna satisfacción que se ha 
inspirado, en la redacción de su carta, de los estatutos del sindicato 
francés y que habiendo comenzado a estudiar, desde su formación, un 
proyecto de contrato colectivo, ha tomado también por guía el pro-
yecto francés. Una de las primeras manifestaciones de su acción ha 
sido sostener una huelga en un diario, que ha debido inclinarse ante la 
fuerza disciplinada del sindicato solidario. Es pues verosímil que en 
breve plazo los periodistas americanos habrán firmado una conven-
ción colectiva y que esta convención será reconocida y ratificada por 
la ley. 
En resumen, ¿ qué nos enseña este mapa geográfico de la organi-
zación profesional de los periodistas? 
Que, en quince países, las condiciones de trabajo de los redactores 
de diarios han dado lugar a reglamentaciones que, por todas partes, 
toman el sentido de un verdadero estatuto. En seis de esos quince 
países, son los poderes públicos quienes han tomado la iniciativa de 
conferir a ese estatuto la forma legal. En otros nueve, las garantías 
han sido obtenidas por medio de convenciones colectivas, pero debe-
mos recordar que en dos de estos (España, Checoslovaquia), el Estado 
ha reconocido que entraba en sus funciones legislar sobre esta materia 
y que se disponía a hacerlo. 
Se observará también que todas las grandes naciones europeas fi-
guran en este mapa. Sí, todas menos Francia. Con ella ocupan la re-
taguardia, Bulgaria, Luxemburgo, Holanda y Portugal. Citaría también 
Bélgica; pero si estamos bien informados, se han iniciado ya conver-
saciones de las que está permitido anticipar el éxito. Queda Rusia, 
pero está fuera de juego. 
¿Quién de vosotros no estará dispuesto a admitir que después de 
diez años de un trabajo encarnizado y de esfuerzos múltiples que sin 
embargo han sido infructuosos, los periodistas franceses tengan algún 
derecho a sentir con amargura la denegación de justicia que se les 
hace y la especie de humillación que les mantiene, salvo raras excep-
ciones, en una posición inferior? 
LAS ENCUESTAS, LAS CONCLUSIONES Y LAS RECOMENDACIONES 
DE LA O.I.T. 
El 22 de julio de 1932 se ha producido un acontecimiento memo-
rable en la historia del periodismo universal, y que merecía repercutir 
particularmente en el periodismo francés. Sin embargo, la opinión en-
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tre nosotros no ha sabido nada. Desde hace algunos años existe una 
vida internacional del periodismo cada vez más intensa y nadie en 
Francia la conoce. Abarca sucesiva o simultáneamente los asuntos de 
orden profesional, la organización de la paz, el derecho de autor, el 
papel y las misiones de la prensa universal; evoluciona alrededor de 
Ginebra y de París, se propaga a Londres, a Copenhague, a Barcelona, 
a numerosas capitales; los periódicos extranjeros le dan, cuando llega 
la ocasión, el espacio que le corresponde; ¿ cuál es el diario francés 
que se ha preocupado de informar de ella a sus lectores? 
Es preciso lamentar unas abstenciones que, tan obstinadamente 
repetidas y tan generales, toman un carácter sistemático. Es preciso 
también tratar de adivinar las razones que las pueden explicar. Toda 
esa vida internacional, que consigue plantear los más graves proble-
mas, es la obra de los grandes organismos universales: Sociedad de 
Naciones, Oficina Internacional del Trabajo, Instituto Internacional 
de Cooperación Intelectual, pero más frecuentemente tiene por inicia-
dores a los mismos periodistas, reunidos en la Federación Internacio-
nal que han sabido constituir. Así, no deja de continuarse el más fe-
cundo de los trabajos. ¿Debemos pues creer que los diarios franceses 
-casi solos en el mundo- se ajustan difícilmente a la obra de las 
organizaciones profesionales? ¿ Que no se unen a ella, que no toman 
parte, que no contribuyen con su colaboración? Se han escuchado, en 
Ginebra, en septiembre de 1932, ante la sexta comisión de la Sociedad 
de Naciones, las voces más autorizadas discutiendo sobre la contribu-
ción de la prensa a la organización de la paz. Eran, entre otras, la de 
nuestro colega Fran~ois de Tessan, delegado de Francia; la de Lord 
Robert Cecil, de la Federación Internacional de periodistas; las de los 
periodistas acreditados cerca de la Sociedad de Naciones. Y todos, 
contemplando la evolución de la prensa contemporánea, lamentaban 
que los periódicos, en su conjuto, hubiesen dejado de ser «redactados, 
controlados, poseídos por periodistas», según decía nuestro colega. 
¿ Debemos pues suponer que si los periódicos estuvieran, como antaño, 
en las manos de verdaderos periodistas, no veríamos levantarse una 
barrera entre la opinión y las cosas de la prensa, que no serían menos 
interesantes para ella que otras muchas? 
¿ Cuál es pues el acontecimiento al que aludía hace un mo-
mento? 
Ese día, el 22 de julio de 1932, la Oficina Internacional del Tra-
bajo comunicaba oficialmente a todos los Gobiernos, así como a todas 
las grandes organizaciones de prensa, patronales y profesionales, de 
los países componentes de la Sociedad de Naciones, un documento del 
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mayor interés al que su Consejo de Administración, en su sesión del 
mes de enero precedente, había dado su aprobación por unanimidad. 
Era un informe, establecido por la comisión consultiva de los 
trabajadores intelectuales referente a «1os elementos esenciales consti-
tutivos de los contratos colectivos de trabajo de los periodistas» y 
voy a decir en qué consiste el interés excepcional de ese documento. 
El tema que trata era el primero que la Comisión de los trabaja-
dores intelectuales, creada por la Oficina Internacional del Trabajo en 
1929, bajo la presidencia eminente del Sr. de Michelis, representante 
de Italia, había incluido en su orden del día. Dicho tema había dado 
lugar a un estudio profundo, llevado a cabo con un método irrepro-
chable por una subcomisión presidida por el mismo Sr. de Michelis, 
ayudado por los Sres. Lecoc;:, delegado belga, y Stephen Valot, secreta-
rio general de la Federación Internacional de Periodistas. Un extenso 
cuestionario había sido enviado a un cierto número de expertos, tanto 
patronales como profesionales de todo el mundo «elegidos -se lee en 
el informe- de manera que puedan ser considerados como expresando 
una opinión fundada a la vez sobre su propia experiencia de las cosas 
de la prensa y una opinión representativa de los medios interesados». 
Los expertos franceses eran, por una parte, el Sr. Chauchal, represen-
tante de la federación nacional de los diarios franceses, y el Sr. Geor-
ges Bourdon, entonces Secretario General del Sindicato nacional de 
periodistas. 
Respondieron una treintena de los expertos consultados y el in-
forme de la Comisión no es otra cosa que la síntesis de esas intere-
santes declaraciones. Esto es lo que a nuestros ojos le da su mayor 
valor. La obra que consideramos no es la exposición de las tesis de 
una comisión, por mucha autoridad que tengan los miembros que la 
componen; es el espejo en el que se ha reflejado la opinión de las per-
sonas más cualificadas, venidas de los países más alejados, pertene-
ciendo a agrupaciones antagónicas a veces, y que sin haber podido 
concertarse, apoyados sobre experiencias paralelas, se ha expresado 
libremente. Ha sido la misma Comisión, deseosa de que «se haga la 
más amplia publicidad a su estudio», quien ha pedido a la Oficina 
Internacional del Trabajo que realice, en las formas habituales, esta 
comunicación oficial, en la esperanza que «hará nacer realizaciones 
de orden práctico». Es muy de lamentar que la petición de la Oficina 
Internacional del Trabajo haya sido tan mal escuchada en nuestro 
país. Si se adivinan sin dificultad los móviles interesados que han po-
dido inspirar el silencio de los periódicos, la indiferencia de los pode-
res públicos se explica menos fácilmente. 
276 MIGUEL URABAYEN 
¿ Cuáles son las conclusiones a las que ha llegado la encuesta de 
la Oficina Internacional del Trabajo? Vamos a lo esencial. Son cuatro. 
La primera se refiere a los contratos colectivos. La Comisión re-
comienda con fuerza su introducción «como muy útil e incluso nece-
saria para la buena organización y armónico desarrollo de la prensa». 
Entre todos los expertos consultados, únicamente dos han dado una 
opinión diferente: son dos patronos, uno suizo y otro belga. El ex-
perto periodista francés se ha expresado en términos dignos de ser 
citados: «El contrato colectivo, tal como lo entendemos es para las 
partes, al mismo tiempo que un modo de organización, un instrumento 
de paz, de conciliación y de acuerdo». 
Segunda conclusión: la intervención del Estado. Los expertos son 
de la opinión que el Estado no debe desinteresarse de las condiciones 
de trabajo de una categoría de asalariados intelectuales, pequeña por 
el número pero importante por el servicio social que realiza. Incluso 
en el caso en que hayan sido establecidas entre los interesados, direc-
tamente, convenciones libremente discutidas, los expertos juzgan de-
seable que esas convenciones, reconocidas por los poderes constitui-
dos, tomen así un carácter público. 
La tercera enumera los elementos constitutivos del contrato co-
lectivo, concretamente la indemnización de despido, la cláusula de 
conciencia, la fijación del salario mínimo, la institución de tribunales 
profesionales de arbitraje, etc. 
En último lugar, finalmente, el informe insiste sobre la necesidad 
de dar a la profesión una organización racional, de crear órganos pa-
ritarios entre directores y redactores, de establecer en cada país un 
carnet que permita a todo periodista hacerse reconocer como tal y 
proteja contra toda clase de intrusos a una profesión demasiado 
abierta. 
Esto es lo esencial de las altas recomendaciones resultantes de las 
deliberaciones de la Oficina Internacional del Trabajo. Es inútil insis-
tir sobre el valor moral y sobre la importancia práctica de semejante 
encuesta. El solo hecho que tan poderoso organismo internacional co-
mo es el de Ginebra haya considerado oportuno realizarla está ya lleno 
de significado. Indica que la Oficina Internacional del Trabajo es la 
primera en colocar a un nivel elevado, en el vasto problema de la 
prensa que se encuentra en el corazón de los grandes intereses de la 
Humanidad, todo lo que se refiere a las condiciones de trabajo de los 
periodistas. Los considera mal protegidos por su pequeño número, po-
co hábiles en compensar esta debilidad numérica por la claridad de 
ideas, la tenacidad y la cohesión; desprovistos además, por amarga 
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ironía, de medios públicos de expresión, ellos que son los creadores de 
famas; y es la misma Oficina Internacional del Trabajo, con su auto-
ridad universal, quien reconociéndoles como asalariados, les aporta el 
testimonio de una simpatía que hasta ahora parecía reservada a los 
asalariados manuales. 
Por otra parte, no es la primera vez que la atención de Ginebra se 
concentra sobre la profesión de periodista. Ya en 1926 la Oficina Inter-
nacional había iniciado una encuesta, puramente objetiva y que no 
contenía conclusiones, publicando en 1928 los interesantes resultados 
en un volumen de 220 páginas con el título de «Las condiciones de tra-
bajo y de vida de los periodistas». 
Esta encuesta, la primera en la materia, que abarcó treinta y tres 
países y unas sesenta organizaciones, recogiendo además los testimo-
nios de un cierto número de personalidades competentes, conserva 
para nosotros un sin igual valor documental. 
Gracias a ella fue posible por primera vez tener una visión de con-
junto de la situación de los periodistas en el mundo. Aunque el dis-
tinguido redactor de ese trabajo no estableció conclusiones, recordó 
en una notable introducción los principios que inspiraban a la Oficina 
Internacional. Sorprendido en el curso de su investigación por el 
«fuerte contraste que existe entre la organización metódica de todo lo 
que en la prensa moderna concierne a la marcha comercial de la em-
presa, y lo que se refiere a las condiciones de vida del periodista», se-
ñalaba «la incoherencia, la arbitrariedad», a las que éstas quedan aban-
donadas, y declaraba que la ausencia de un estatuto profesional en los 
países que todavía lo esperan «constituye un verdadero anacronismo». 
En otra parte de su exposición hacía muy ingeniosamente una obser-
vación que puede llamar la atención de la Cámara. «La historia del 
periodismo -escribía- muestra que el trabajo del periodista, después 
de haber sido regulado por el sistema del acuerdo verbal, lo ha sido 
por el del contrato individual escrito para terminar en el del contrato 
colectivo legal». 
Más lejos, completando su pensamiento, se expresaba así: «Las 
condiciones del trabajo periodístico son particulares; se distinguen en 
tantos aspectos de las del trabajo manual, de las de los empleados e 
incluso de las de otras profesiones intelectuales, que únicamente por 
medio de leyes especiales sería posible hacer una reglamentación razo-
nable y eficaz». 
Así pues, bien sea en su primera encuesta de 1926 cuando se limi-
ta a formular principios y a expresar opiniones producidas por el exa-
men de los hechos, bien en su segunda de 1930 cuando se dirige direc-
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tamente a los interesados y les pide sus opiniones que hará suyas sin 
ninguna modificación, la Oficina Internacional del Tarbajo llega a los 
mismos resultados que podemos concretar así: 
1.0 El establecimiento de un estatuto profesional es indispensa-
ble para la salvaguardia de los intereses de los periodistas. 
2.° Que ese estatuto sea obtenido en forma contractual o de otra 
manera, la intervención final de los poderes públicos y de la ley está 
en la naturaleza de las cosas. 
En el momento de lanzarnos a la discusión que nos ocupa, no po-
demos hacer nada mejor que colocarnos bajo la égida de la Oficina 
Internacional del Trabajo. 
LA SITUACIÓN DE LOS PERIODISTAS FRANCESES. 
Siendo así la situación de los periodistas en el extranjero, cono-
ciendo ahora las opiniones de los interesados -patronos y profesiona-
les- y habiendo tomado la Oficina Internacional del Trabajo por dos 
veces y a cuatro años de intervalo la posición que hemos dicho, ¿ qué 
encontramos en Francia? 
Nada. Ni reglas, ni garantías. Los periodistas franceses no tienen 
nada que recuerde a un estatuto profesional. 
Pueden invocar ante los tribunales o en las transacciones amisto-
sas algunos usos, por ejemplo en materia de indemnizaciones por des-
pidos o de vacaciones anuales; pero esos usos no siempre son reco-
nocidos por los tribunales, les falta el carácter de generalidad y de 
obligación y son negados por muchos; pueden ser repudiados, lo va-
mos a ver, por aquellos mismos que después de haberlos garantizado 
con su firma los han aplicado regularmente durante años. 
La sola realidad que les pertenece es el descanso semanal; pero 
para conseguirlo ha sido necesaria una ley, dictada por iniciativa de 
la Cámara, y llegado el momento no dejaré de invocar este precedente. 
Debemos observar sin embargo que muchos periódicos fingen ignorar 
la ley y que muchos redactores temiendo exigir su aplicación no pue-
den obtenerla por una simple reclamación. Muchas veces han sido 
formulada quejas ante el Ministro de Trabajo a este respecto. 
Así pues, estando en el vacío total, ¿cuál es el régimen que se 
ofrece a los periodistas franceses? Será: 
O bien, como hoy en la mayoría de los casos, el simple acuerdo 
verbal. 
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o bien, el contrato individual amistoso. 
O bien, e! contrato de empresa. 
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Nada de esto podría satisfacerles. El acuerdo verbal es el régimen 
de lo arbitrario y ellos lo conocen demasiado bien. El contrato indivi-
dual será siempre un contrato impuesto. El contrato de empresa crea-
rá, de uno a otro diario, desigualdades inaceptables . 
Su seguridad, su dignidad exigen que siguiendo e! ejemplo de sus 
camaradas extranjeros, puedan a partir de ahora colocarse bajo la 
salvaguardia de un estatuto profesional. Ese estatuto puede revestir 
una doble forma: 
La convención colectiva. 
La ley. 
Se va a ver cómo los periodistas francese~ han dedicado doce años 
de perseverantes esfuerzos tratando de llegar a una convención colec-
tiva, como una comisión mixta donde encontraremos a los directores 
de algunos de los más grandes diarios franceses ha redactado y firma-
do el texto, cómo todo se ha desplomado en e! momento en que se 
podía creer que todo estaba construido, cómo han sido olvidados los 
compromisos contraídos, cómo cualificados mandatarios han sido des-
autorizados por sus organizaciones respectivas, cómo sólo resta a los 
periodistas la soberanía de la ley, cómo finalmente si ésta les fuera 
rehusada se encontrarían mañana en una situación agravada por los 
malentendidos y los incidentes de un lamentable conflicto. . 
LAS ORGANIZACIONES PROFESIONALES. 
Antes de comenzar e! relato de acontecimientos esenciales, ya qüe 
son e! origen de la proposición que se os somete y en cierta medida 
la imponen, consideremos e! estado de la organización corporativa de 
la prensa en Francia y citemos los grupos en presencia. 
Primero, la organización patronal. 
Tres grandes sindicatos reúnen a todos los diarios publicados en 
Francia: 
Los diarios parisinos están agrupados en e! sindicato de la prensa 
parisina que preside el Sr. Leon Bailby. 
Los grandes diarios regionales, en el sindicato de los diarios re-
gionales que preside el Sr. Bourrageas, director del «Petit Marseillais». 
Los diarios que no sobrepasan los límites de! departamento o del 
distrito, en e! sindicato de los diarios departamentales, del que el 
Sr. Ernest Gaubert es el Presidente. 
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Mencionemos también un grupo menos antiguo y de importancia 
menor: el sindicato de la prensa de opinión que es esencialmente pa-
risino y del que es Presidente el Sr. Bernier, director del «Homme 
libre». 
Tal era la distribución de las fuerzas del patronato hasta 1925. 
En ese momento, los jefes de las empresas de periódicos, encontran-
do serias dificultades económicas, inquietos por la depreciación de la 
moneda, buscando desde el final de la guerra un equilibrio necesario 
para sus casas, y proyectando para ello obtener del Gobierno y del 
Parlamento importantes ventajas especialmente en materia de aduanas 
y de correos, se dieron cuenta de la necesidad de unir sus esfuerzos 
y de constituir un organismo federal de carácter nacional. Así nació la 
federación nacional de los diarios franceses, formada por los grupos 
citados anteriormente, administrados por una comisión ejecutiva en 
la que todos están representados y reuniendo así todos los diarios 
franceses, parisinos, regionales, departamentales. La Federación está 
dirigida, desde su fundación, por el Sr. Henry Simond, director de 
«L'Echo de Paris». 
La organización de los patronos es racional y puede elogiarse el 
método que ha inspirado la constitución de sus diferentes grupos. No 
ha sido lo mismo entre los periodistas profesionales quienes desde 
hace cincuenta años han esparcido sobre todo el territorio un número 
incalculable de asociaciones de todas clases. Sin adentrarnos en esta 
polvareda de grupos es fácil determinar los centros donde está conden-
sada la vida profesional. 
La idea del contrato colectivo de los periodistas ha sido introdu-
cida en Francia por el Sindicato Nacional de los Periodistas. La 
acción en favor del contrato ha sido llevada, sin interrupción por él. 
El proyecto de contrato, sobre el que se ha discutido desde hace varios 
años, ha sido redactado por él. El Sindicato Nacional, creado en 1918, 
fue el primero en colocar la defensa profesional sobre el terreno sin-
dical y en encargarse de ella en todas sus formas. Cuenta hoy día 1.800 
miembros, es decir casi cinco veces que la más numerosa de las anti-
guas asociaciones. Ocupa, numéricamente, el tercer puesto entre los 
sindicatos de prensa de todo el mundo. 
Sin embargo, el Sindicato Nacional no es el único que representa 
al periodismo francés. 
El corriité general de las asociaciones de la prensa francesa es una 
agrupación de naturaleza federal que, sin aceptar miembros a título 
individual, está constituido por veintiuna asociaciones parisinas y pro-
vinciales entre las que figuran las asociaciones más antiguas, más dig-
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nas del periodismo francés. La mayor parte -por no decir todas- tie-
nen además el carácter de mutuas y poseen fondos destinados · a cu-
brir pensiones de jubilación, lo que no les impide, lo vamos a ver, el 
colaborar en la defensa profesional. Citemos entre esas asociaciones: 
los periodistas republicanos, los periodistas parisinos, la prensa parla-
mentaria, los secretarios de redacción, los cronistas, la prensa del Este, 
la prensa del Oeste, etc. Algunas son asociaciones mixtas, es decir que 
comprenden a la vez directores y redactores, como la decana, la Aso-
ciación Republicana de la Prensa Departamental. Anotemos que el Sin-
dicato Nacional se ha adherido también al Comité General. El Presi-
dente de este último es el eminente Sr. Paul Strauss, Senador del Sena 
y antiguo colega nuestro. 
Conviene mencionar, igualmente, el Sindicato de Periodistas Pro-
fesionales que es de constitución reciente y que preside el Sr. Latzarus. 
No pertenece al Comité General de las Asociaciones de prensa francesa. 
De hecho, el Comité general y el Sindicato Nacional reúnen, casi 
completamente a la totalidad de los periodistas franceses, porque apar-
te de los individualistas por principio, difícilmente se encontrará algu-
no que no esté inscrito en uno de los veintiún grupos que constituyen el 
Comité General. Este punto es importante para nosotros ya que como 
vamos a ver, el Sindicato Nacional y el Comité General marchan de 
completo acuerdo en la cuestión que nos ocupa; en consecuencia, po-
demos considerar que tenemos ante nosotros al conjunto del periodis-
mo francés. 
LA NEGOCIACIÓN SOBRE EL CONTRATO COLECTIVo. 
El Sindicato de los Periodistas (sólo llegaría a ser nacional un 
poco después) se constituye en 1918, y en 1919, establece un primer 
proyecto de contrato colectivo que, sinceramente, nos parece hoy un 
poco elemental. Su primera preocupación es comunicarlo a algunas 
otras asociaciones. Recibe calurosos elogios y estímulos, unidos a su-
gestiones de detalle, por parte de los Periodistas Parlamentarios y fir-
mados por el Sr. Henri de Weindel; de los Periodistas Republicanos 
cuyo informe es del Sr. Stéphane Lauzanne; de los Cronistas Parisinos 
en cuyo nombre escribe su Presidente, el Sr. Armand Villete. El Sin-
dicato tiene en cuenta las observaciones recibidas y envía su proyecto 
corregido al Sindicato de la Prensa que presidía el Sr. de Naleche. Al 
mismo tiempo su Secretario general, que era entonces el Sr. Lucien 
Descaves, expresa a éste el deseo de que una delegación sindical sea 
recibida por los directores parisinos. 
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¿Cuál va a ser la actitud patronal? Queda precisada en una larga 
y edificante correspondencia. Por cartas de 17 febrero 1922, de 26 
diciembre del mismo año, del 26 noviembre 1923, a y pesar de muchas 
insistencias, de informes, de visitas, de órdenes del día, de gestiones 
de todas clases escritas y orales, realizadas en el curso de esos dos 
años, el comité del Sindicato Patronal rehusa no solamente examinar 
el proyecto de contrato colectivo, sino incluso recibir a la delegación 
sindical. 
Su negativa, nos informa el Sindicato de Periodistas, no solamen-
te es contra este Sindicato sino también contra la Confederación de 
Trabajadore.s Intelectuales que había hecho causa común. Nuestros 
colegas podrán experimentar cierta sorpresa ante la revelación de tal 
estado de ánimo existente hace diez años apenas en una corporación 
de la que se podía esperar concepciones más libres y una inteligencia 
más amplia de las leyes sociales. 
En 1925 se produjo el acontecimiento que he recordado anterior-
mente, la constitución de la Federación Nacional de los Diarios Fran-
ceses, y pronto van a manifestarse en los patrones, bajo la forma nue-
va que acababan de adoptar, disposiciones más equitativas. 
El 25 mayo 1926 una importante delegación sindical es recibida 
por la comisión ejecutiva de la joven Federación, reunida en su tota-
lidad bajo la presidencia del Sr. Henry Simond; de este primer con-
tacto nacen unas relaciones entre la organización patronal y la orga-
nización profesional que proseguidas durante varios años parecían 
prometer los más felices resultados. 
Aquel día se trató a la vez del salario mínimo y del contrato co-
lectivo; sobre estos dos puntos los redactores obtuvieron sin dificul-
tad ni reticencia una satisfacción de principio. 
Por razones diversas, pasaron otros dos años más que fueron de-
dicados en parte a la constitución de la caja general de jubilaciones 
de la prensa, y también por parte del Sindicato Nacional a la prepara-
ción laboriosa de un proyecto de convención colectiva en cincuenta y 
un artículos que por su amplitud equivalía a un verdadero estatuto 
profesional. El 30 julio 1928 el Sr. Georges Bourdon, secretario general 
sindical, entregaba este proyecto al Sr. Henry Simond y se acordaba 
que una comisión mixta, con miembros designados por las dos partes, 
se encargaría de examinarlo. 
Fue necesario sin embargo esperar ot,o año más para que la co-
misión mixta tuviera su primera reunión, el 21 junio 1929. 
Entramos aquí en el corazón de nuestro tema. Necesitamos saber 
muy exactamente lo que fueron esas negociaciones y en qué condicio-
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nes se iniciaron. En esta exposición sólo tendré en cuenta documentos 
auténticos y testimonios irrecusables. 
¿ Cuál fue la composición de la comisión mixta? 
El Sindicato Nacional fue informado oficialmente por la Federa-
ción Patronal que por su parte la comisión comprendería representan-
tes acreditados de las organizaciones siguientes: 
Federación Nacional. 
Sindicato de la Prensa Parisina. 
Sindicato de los diarios regionales. 
Sindicato de los diarios departamentales. 
Sindicato de la Prensa de Opinión. 
Esos delegados autorizados que, del comienzo al final, participa-
ron en la negociación fueron: 
Por París (Oficina de la Federación Nacional, Sindicato de la Pren-
sa Parisina, Prensa de Opinión): Los Sres. Henry Simond, Berniet, 
Chauchat, Coudy, Hamelin, Lenleque, Mallard a los que se unió a veces 
el Sr. René Raschel. Así se encontraban representados la mayor parte 
de los grandes periódicos parisinos: «Echo de Paris», «Homme libre», 
«Avenir», «Petit Parisien», «Journal», «Petit Journal», «Matin», 
«Illustration». 
Por las provincias: Los Sres. Bourrageas, Marcel Gounouilbon, 
F. Bestin, respectivamente presidente, presidente de honor y secreta-
rio general de los Regionales; Ernest Gaubert y el fallecido Dureloy, 
presidente y vicepresidente de los Departamentales. Estos señores, que 
se nos asegura haber sido desigualmente asiduos a las sesiones, repre-
sentaban, ad referendum solamente según precisaron más tarde, a sus 
organizaciones y además a algunos de los más importantes diarios de 
provincias: «Petit Marseillais», «Petite Gironde», «Depeche de Rouen», 
«Journal départamental de l'Indre», «Progrés de la Somme». 
La comisión fue presidida por el Presidente de la Federación 
Sr. Henry Simond y, cumpliendo el ruego que me han expresado los 
dirigentes del Sindicato Nacional, tengo la satisfacción de indicar aquí 
que su legítima autoridad no cesó de ejercerse con buena voluntad 
constante en el sentido de la conciliación. 
Ante esta delegación patronal, altamente calificada, comparecie-
ron los delegados del Sindicato Nacional, Sres. Georges Bourdon, se-
cretario general, Georges Gombault, Pi erre Héricourt, Eugene MorI, 
René Sudre, Stephen Valot, y dos delegados del Comité General de las 
Asociaciones de Prensa, Sres. Henri de Weindel y Emile Ferré, 
reemplazado este último al cabo de algún tiempo por el Sr. Armand 
Schiller, vicepresidente del Comité. 
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Nunca hasta entonces había formado la prensa francesa una re-
presentación más completa y más expresiva. Patronos y profesionales, 
directores y redactores, reunidos alrededor de la misma mesa, hablan-
do respectivamente en nombre de sus organismos corporativos, hacían 
oir allí la voz del periodismo francés; realmente, ni de un lado ni del 
otro, ningún miembro de la corporación podía alegar que no estaba 
efectivamente representado en la comisión mixta. 
En estas condiciones, habiendo admitido la buena voluntad de 
.cada uno, expresión de la buena voluntad general, podría esperarse 
que haya resultado un acuerdo fruto de esa colaboración, de unas ne-
gociaciones tan seriamente llevadas. 
Pues bien, nos equivocaríamos. 
El acuerdo se ha realizado entre los delegados reunidos; se ha re-
dactado un texto de contrato colectivo en 46 artículos, se han fijado 
los salarios mínimos y todo se ha firmado oficialmente. Sin embargo, 
de ese largo trabajo, de esos compromisos contraídos, de ese inter-
cambio de firmas, no subsiste nada hoy día. Debo relatar aquí esta 
aventura singular. 
La comisión mixta ha funcionado durante dos años enteros y ha 
celebrado cuarenta y cuatro sesiones. 
Había transcurrido un año, se habían celebrado treinta y tres se-
siones, una gran parte del trabajo estaba hecho, adoptadas la mayor 
parte de las disposiciones más delicadas después de honorables trans-
acciones, la obra parecía avanzar hacia una conclusión feliz cuando 
estalló el primer trueno. 
El 30 de junio 1930 el Sindicato de diarios Regionales se reunió 
bajo la presidencia del Sr. Bourrageas y, sin que ningún miembro de 
la Comisión mixta hubiera tenido la menor indicación de lo que se 
preparaba, se propuso votar un orden del día que equivalía a un veto 
contra el principio mismo del contrato colectivo. Al mismo tiempo se 
desautorizaba bruscamente a la comisión y a los colegas directores 
que en ella estaban. Se adopta este orden del día por unanimidad. Se 
dice que las materias consideradas son «asuntos interiores de admi-
nistración de los diarios», que el Sindicato no puede «tomar ninguna 
parte colectiva en una discusión» de esa naturaleza, que los temas 
abordados son «una atribución esencial de cada dirección y adminis-
tración de los diarios». En consecuencia, el Sindicato entiende «reser-
var para esos asuntos no sindicales, la entera libertad de acción de 
sus miembros». No sindicales, sin duda, los intereses materiales del 
patronato de la prensa, cuestiones bien sindicales, sin embargo, las 
condiciones de trabajo de los redactores asalariados. 
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He aquí unas declaraciones que merecen retener la atención de la 
comisión de trabajo y de todos aquellos miembros de la Cámara que 
no están dispuestos a admitir el no cumplimiento de la legislación 
sindical de 1884. No son las únicas de este tipo, debemos lamentarlo, 
que encontraremos a lo largo de este relato. 
¿ Pero en qué momento se produce? Hace cuatro años que la co-
misión ejecutiva de la Federación Nacional, en la que ese Sindicato 
tiene sus representantes, ha reconocido el principio del contrato co-
lectivo; hace dos años que cada uno de los miembros de esa comisión 
ejecutiva ha recibido una documentación abundante y voluminosa, con 
el proyecto establecido por el sindicato nacional como primera pieza; 
hace un año que han aceptado representar su asociación en el seno de 
la comisión mixta; hace un año que están en ella y toman parte en las 
deliberaciones porque, y está constatado, de treinta y tres sesiones 
celebradas hasta ese momento, los tres miembros más notables de los 
regionales han estado presentes once veces. Sin embargo, el orden del 
día ha sido votado por unanimidad. 
¿ Por qué esta brusca ofensiva? ¿ Sobre qué ha podido decidirse el 
sindicato si el trabajo no está terminado, ningún texto será definitivo 
antes de la revisión, no se le ha hecho aún ninguna comunicación ni 
pedido ninguna opinión por la comisión mixta? 
La reacción de esta última es inmediata. Los miembros directores 
se sienten más atacados que los redactores por este acto de indiscipli-
na corporativa y, reunida el 11 julio, la comisión por unanimidad vota 
una moción en la que declara en forma moderada que el orden del día 
de los regionales «parece a los miembros presentes no poder ser man-
tenido». Decide pues continuar la tarea que estaba en tan buena vía 
y, habiendo llegado el tiempo de las vacaciones, aplaza sus reuniones 
hasta el mes de octubre. De octubre 1930 a mayo 1931 celebrará once 
nuevas sesiones y se sabrá no sin sorpresa que a pesar del orden del 
día de 30 junio, los representantes más eminentes de los regionales 
han tomado parte, o se han excusado, en varias de esas sesiones. 
Finalmente, la comisión mixta ha llevado a buen fin la obra difícil 
que había iniciado, tan nueva en Francia, tan feliz por los resultados 
que podían esperarse. Con buena fe, en una confianza recíproca vecina 
de la cordialidad, pone punto final a su obra. El contrato colectivo 
que ha elaborado se compone de cuarenta y seis artículos y de varios 
anexos importantes, terminando por las siguientes líneas: «El presente 
contrato ha sido elaborado por la comisión mixta compuesta de los 
representantes de la federación nacional de los diarios franceses, del 
sindicato nacional de periodistas y del comité general de las asociacio-
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nes de prensa, que bajo la presidencia del Sr. Henry Simond ha deli-
berado del 21 junio 1929, fecha de su primera sesión, al 12 junio 1931, 
fecha de su sesión final». 
«Hecho en ejemplar triple en París, el 27 junio 1931». 
Siguen las firmas: 
Por la federación nacional de diarios franceses: Henry Simond, 
presidente. 
Por el sindicato nacional de periodistas: Georges Bourdon, secre-
tario general. 
Por el comité general de las asociaciones de prensa: Henri de 
Weindel, delegado. 
Estas firmas fueron realizadas en el despacho del Sr. Henry Si-
mond el 27 junio 1931. 
Poseemos el texto de este contrato. La comisión del trabajo ha 
recibido uno de los tres ejemplares auténticos. Está reproducido en el 
anexo n.O 1, página 19 del presente informe. 
Sin embargo, por mucha autoridad que en razón de la calidad de 
los que habían colaborado tuviera ese texto sólo era todavía un pro-
yecto. Desde el comienzo se había dicho que la comisión mixta traba-
jaba ad referendum, y que sus decisiones debían someterse a la ratifi-
cación de los diferentes grupos de los que ella era el resultado. 
Terminado el verano, la primera preocupación de la federación nacio-
nal fue por tanto invitar a los sindicatos patronales a pronunciarse 
sobre el trabajo de la comisión. 
¿ Qué iban a hacer las provincias? No se tardó en salir de dudas. 
El 17 noviembre 1931 los regionales, manteniendo su veto de prin-
cipio, votaban un orden del día en el que declaraban: 
1.° Que su sindicato no tenía facultad para adquirir compromisos 
colectivos. 
2.° Que cada dirección seguía siendo «enteramente libre» de re-
gular «sus condiciones particulares de trabajo» . 
3.° Que se oponían a que la federación les comprometiera por su 
firma. 
¿Qué hubiera pensado Waldeck-Rousseau, padre de la ley de 1884, 
de una doctrina tan singular? 
El mismo día, el sindicato de los departamentales emitía, aunque 
en términos más prudentes, una opinión análoga, sin duda para no 
romper la solidaridad corporativa. 
De esas dos resoluciones resultaba que los directores de provin-
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cia, rehusando la discusión, oponían definitivamente la cuestión pre-
via al contrato colectivo. 
Quedaba el Sindicato de la Prensa Parisina. 
ANTE EL SINDICATO DE LA PRENSA PARISINA. 
Hacia este lado van a dirigirse a partir de ahora los esfuerzos con-
jugados del Sindicato Nacional y del Comité General. De una nota 
que me ha sido enviada por la primera de esas organizaciones extraigo 
el siguiente fragmento que atestigua el estado de espíritu de los pro-
fesionales en el otoño de 1931: «Teníamos fundadas esperanzas ¿cómo 
hubiera sido posible otra cosa? Los directores con quienes habíamos 
trabajado en la Comisión mixta y en quienes habíamos encontrado un 
deseo de llegar a un resultado que nos parecía muy sincero, no repre-
sentaban únicamente a la mayor parte de los grandes diarios de París; 
todos eran miembros del comité del sindicato de la prensa parisina y, 
naturalmente, de los más autorizados y escuchados. Por otra parte, el 
Sr. Lean Bailby, presidente de ese Sindicato a quien habíamos tenido 
al corriente de la marcha de las negociaciones y que a la cabeza del 
«Intransigeant» se había mostrado siempre un director liberal, se enor-
gullecía de ajustarse al uso del mes por año en materia de indemniza-
ciones. El Sr. Bailby era de los que confiábamos, según nos lo dejaba 
entender, apoyaría ante su comité las medidas más liberales. Existía 
también el compromiso formal contraído por los miembros directores 
de la comisión mixta respecto al contrato colectivo, y no podíamos 
imaginar la hipótesis que no fuera respetado. En resumen, calculába-
mos que de los veinte miembros que forman el comité del sindicato 
parisino, unos nueve, los más importantes y entre ellos su presidente, 
iban a hacerse los campeones del texto de la comisión mixta. Hemos 
experimentado un terrible choque el día en que una carta oficial nos 
ha mostrado que teníamos contra nosotros al comité patronal unáni-
me, incluidos -forzosamente hay que admitirlo- a los propios miem-
bros que habiendo discutido, votado y firmado el proyecto de la comi-
sión mixta, se habían comprometido además a defenderlo ante sus co-
legas y a aplicarlo en sus casas». 
He aquí, en efecto, lo que había ocurrido: 
Una vez recibido oficialmente el proyecto de la comisión, el Sin-
dicato de la Prensa Parisina no se apresura a examinarlo; al cabo de 
cierto tiempo encarga su examen a una comisión. El asunto se prolon-
ga y al comenzar a circular malos rumores, el comité general de las 
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asociaciones de prensa ruega al comité del sindicato patronal que le 
reciba; una delegación de sus miembros se presenta ante él el 28 enero 
1932. Está dirigida por el Sr. Paul Strauss, presidente del comité y an-
tiguo ministro, y por el Sr. Louis Barthou, vicepresidente y antiguo 
presidente del consejo de ministros, acompañados de los Sres. Georges 
Bourdon, Mario Sermet y Henri de Weindel. En la entrevista se trata 
principalmente de la indemnización por despido de la que hablare-
mos más tarde; la delegación deja en las manos del comité un orden 
del día relativo «concretamente al principio del mes por año, sin res-
tricción, reclamado continuamente por los periodistas franceses, incor-
porado a los usos y reconocido generalmente por la jurisprudencia». 
El Sr. Bailby alega que la comisión encargada de examinar el proyecto 
no ha terminado sus trabajos y por ese motivo rechaza toda discu-
sión. El Sr. Barthou primero, después el Sr. Strauss insisten sucesiva-
mente para que el comité, al menos sobre este punto, no tome ninguna 
decisión antes de haber convocado nuevamente a la delegación que se 
reserva el desarrollo de sus argumentos y la presentación de un dos-
sier. El Sr. Bailby accede. Lo promete en nombre de su comité. 
Pasan los meses y lo que llega no es la convocatoria prometida 
sino, el 24 junio 1932, una carta del Sr. Bailby comunicando un docu-
mento titulado por el propio sindicato patronal «Nuevo proyecto de 
contrato colectivo de trabajo» que del lado opuesto se llamó inmedia-
tamente «contra-proyecto». Sobre todos los puntos esenciales, como 
es fácil darse cuenta porque el texto ha sido publicado, la prensa pari-
sina tomaba el punto opuesto de las decisiones de la comisión mixta; 
fue acogido con la protesta unánime de las organizaciones profesiona-
les. El sindicato nacional votó, en efecto, un orden del día detallado 
en el que declaraba que «modificaciones capitales habían alterado pro-
fundamente no solamente el texto, sino el espíritu y las tendencias del 
proyecto laboriosamente estudiado por la comisión mixta». El comité 
general, también reunido, declaraba «hacer suyo» este orden del día y 
pedía que una nueva delegación fuera recibida por el sindicato pa-
tronal con el fin de proceder al nombramiento de una nueva comisión 
mixta «para realizar un acuerdo en interés general de la prensa fran-
cesa». 
Esta entrevista tiene lugar el 25 octubre 1932. La delegación sigue 
estando dirigida por el Sr. Paul Strauss y al aludir al paciente esfuer-
zo y espíritu de conciliación de la comisión mixta, escucha sorprendida 
cómo el Sr. Bailby declara que los miembros de esa comisión han 
quedado «desautorizados» y su trabajo «rehusado». Así, dieciséis me-
ses, casi día a día, después de la firma del proyecto de la comisión 
ANTECEDENTES HISTORICOS 289 
mixta se llega a que el sindicato de la prensa parisina «desautoriza» en 
su presencia a aquellos que la han hecho y firmado. 
Sin embargo, consiente en constituir una nueva comisión. Esta se 
reúne, compuesta de los mismos miembros que la primera, bajo la pre-
sidencia del Sr. Henry Simond. Esta vez participa el Sr. Paul Strauss. 
Se aborda una sola cuestión, la del mes por año; pero habiendo de-
clarado el Sr. Paul Strauss en nombre de la delegación que sobre este 
punto era imposible considerar concesiones superiores a las que ha-
bían sido admitidas ante la primera comisión, los miembros patrona-
les se limitaron a responder que transmitirían esta declaración a su 
organización. 
La respuesta llega rápidamente. Una carta del Sr. Bailby la hace 
conocer. El comité patronal mantiene perentoriamente su posición y 
la mantiene por unanimidad puesto que en dos lugares la carta de su 
presidente subraya que el comité es unánime, lo que significa que quie-
nes han hecho el contrato han votado esta vez contra ellos mismos. 
Los periodistas no se desaniman. Ya que los directores argumen-
tan que el uso del mes por año no está establecido y que esto es un 
hecho, el sindicato nacional de periodistas propone un arbitraje. A una 
comisión «compuesta por altas personalidades», será planteada esta 
única pregunta: «¿Resulta de los hechos invocados que, sea en la juris-
prudencia, sea en los arreglos amistosos, el uso del mes por año posee 
los caracteres de generalidad y de constancia afirmados por todos los 
represen tan tes de las asociaciones profesionales?». 
Pregunta simple y clara, cuestión de hecho que excluye toda in-
terpretación o tendencia. Inmediatamente, el comité general aceptando 
este procedimiento, lo somete de acuerdo con el sindicato nacional a 
la prensa parisina. Es rechazada. 
Es rechazada en una carta dirigida por el Sr. Leon Bailby al se-
ñor Paul Strauss el 8 febrero 1933, carta digna de las meditaciones 
de la comisión del trabajo y de la cámara, y que según un orden del 
día del sindicato nacional «constituye una fecha en las relaciones de 
los organismos patronales con los organismos profesionales de la pren-
sa francesa». Poseemos el texto de esta carta, demasiado larga para 
que podamos citarla íntegramente. Rehusa categóricamente la propo-
sición de arbitraje pero acompaña esta negativa con algunas considera-
ciones que deben citarse aquí porque contribuirán a dar a este debate 
su verdadero aspecto. Resulta en efecto: 
1.° Que los diarios no han aceptado jamás plegarse a reglas o «a 
pretendidos usos y que están dispuestos a «tratar cada caso en función 
de sus posibilidades». 
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2.° Que los diarios ricos han podido, hasta ahora, mostrarse ge-
nerosos en el cálculo de las indemnizaciones de despido, pero que ha 
sido de forma plenamente voluntaria y que quieren ser «únicos jueces» 
de sus decisiones. 
3.° Que ciertos miembros del sindicato de la prensa parisina «no 
aceptarán verse ligados por una sentencia arbitral, que en caso de 
desaparición de su periódico, por ejemplo, podría ser invocada jurídi-
camente contra ellos. 
Al comentar esas declaraciones que por provenir de los jefes de 
las grandes empresas de la prensa francesa revisten un carácter in-
quietante, ¿no tenía razón el sindicato nacional de periodistas para 
escribir, enun orden del día de 11 febrero 1933, que «esa agrupación 
(el sindicato parisino) confiesa así su incapacidad para acordar y prac-
ticar una convención colectiva de cualquier clase»? «A los esfuerzos 
del sindicato nacional de periodistas -añadía- para llegar a un acuer-
do entre los organismos patronales y profesionales, opone el régimen 
de las fantasías individuales». 
Un hecho observado por el sindicato nacional, que ilustra esas de-
claraciones imprevistas, merece ser citado. Aquel había exhibido una 
nota en la que figuraba la lista nominativa de treinta y cuatro diarios 
parisinos que habían aplicado el mes por año. El Sr. Bailby en la cita-
da carta no discute la exactitud de la lista pero alega que todos esos 
diarios, preguntados, afirman haber obrado no de conformidad con 
un uso sino voluntariamente, por efecto de su libre voluntad. Ahora 
bien, la nota sindical de la que se trata contenía también esta frase; 
«Tenemos en nuestro poder las declaraciones escritas de diez directo-
res o administradores de diarios que no se limitan a aplicar el prin-
cipio del mes por año sino que afirman formalmente considerarlo co-
mo un uso establecido». 
Cuando examinemos el asunto del mes por año, deberemos cons-
tatar, en efecto, que la existencia del uso ha sido auténticamente re-
conocida por la dirección de cierto número de diarios. 
¿EL PARLAMENTO DEBE Y PUEDE INTERVENIR? 
¿Vamos a dejar a los periodistas franceses luchar sólos en la si-
tuación penosa que injustamente se les ha creado? 
Estamos seguros, Sres., de que el Parlamento, en estas circuns-
tancias, tiene el deber de manifestar su voluntad y posee el poder de 
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hacerlo. Todo nos empuja a ello: el examen de los hechos, los prece-
dentes y la preocupación por la justicia social en un dominio particu-
larmente sensible. 
El Parlamento debe intervenir: 
Porque la profesión de periodista, entre todas las profesiones li-
berales o intelectuales, posee caracteres de orden particular. 
Porque bajo todos los regímenes el Parlamento ha legislado sobre 
la prensa y sobre los hombres de la prensa. 
Porque en todos los países la prensa está bajo un estatuto espe-
cial, sea de privilegio o de presión. 
Porque si no nos contamos entre los que pretenden hacer de la 
prensa un servicio público, consideramos al menos que su papel es 
capital en un orden democrático; que no puede cumplirlo más que en 
la libertad; y que el estatuto profesional de los periodistas es una 
de las garantías de esa indispensable libertad. 
Porque existen numerosos precedentes, así en nuestro país como 
en el extranjero. 
Porque, finalmente, habiendo adoptado las Cámaras francesas más 
de una vez medidas excepcionales y privilegiadas en favor de la in-
dustria de los periódicos, es equitativo que escuchen la llamada que 
les hacen los periodistas por la vía unánime de sus asociaciones pro-
fesionales. 
¿ En qué se distingue, pues, el periodista de otros asalariados in-
telectuales? 
Desempeña en el Estado, o más bien en la sociedad un papel prin-
cipal, representa una parte de las fuerzas sociales que emanan de la 
opinión, influye en la política, en las costumbres, en las ideas, y sin 
embargo no tiene fuerza para defenderse a sí mismo. No tiene fuerza 
por el número; no la tiene, al mismo tiempo, por la penuria de los 
recursos de sus organizaciones profesionales; no la tiene por la aplas-
tante desproporción entre su debilidad física congénita y la enorme 
potencia administrativa, industrial y financiera de la prensa moderna. 
Peor todavía, como lo hacía notar muy inteligentemente nuestro colega 
Henri Guernut en su exposición de motivos, el periodista no dispone 
de ninguno de los medios legítimos de propaganda y de presión al 
alcance de las más humildes colectividades de trabajadores. Ironía y 
paradoja: los periódicos no son para los periodistas. El más obscuro 
sindicato podrá exponer en ellos sus reclamaciones, no el sindi-
cato de los periodistas. No habrá preocupación por las susceptibilida-
des o los intereses del patronato de peluqueros o de zapateros; pero 
los patronos del periodismo saben guardarse a sí mismos. 
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y sin embargo los periodistas son la prensa, ya que son ellos quie-
nes hacen los periódicos. Son la prensa ya que ellos solos, salvo ex-
cepciones, representan el elemento profesional, poco a poco eliminado 
de la mayor parte de las direcciones a pesar de aparecer como la pri-
mera garantía -a veces la única garantía- de la libertad. ¿No basta-
ría esta razón para justificar las medidas protectoras que necesita la 
industrialización cada vez mayor de la prensa moderna y que ellos 
son incapaces de obtener por sus propios medios? 
El experto que, en la encuesta de la Oficina Internacional del 
Trabajo se expresaba en nombre de los periodistas, el Sr. Georges 
Bourdon, escribía unas líneas que merecen nuestra atención: «La con-
dición capital -decía- para que una prensa sea honrada e indepen-
diente no reside únicamente en la honradez y la independencia de 
quien la dirige sino también en la conciencia del redactor; éste es, 
pues, entre los asalariados un asalariado de una especie particular al 
que conviene asegurar una existencia digna y libre, que debe guardar 
su libertad de juicio y de decisión respecto a las variaciones de doctri-
na del diario en el que colabora. Esas garantías morales no son única-
mente el signo del respeto debido a su conciencia sino que importan 
al interés bien entendido de la prensa y a su prestigio». «Que la carrera 
del periodista -seguía diciendo- esté al abrigo del capricho, de la 
fantasía, de lo arbitrario, que él esté protegido contra la necesidad 
material, que tenga asegurada una existencia digna, que la cláusula de 
conciencia le dé en todo momento, incluso si no hay necesidad de in-
vocarla, el sentimiento de su libertad moral, que le sean ahorrados 
definitivamente esos crueles conflictos entre su conciencia y su inte-
rés que demasiados periodistas han conocido y superado, todo esto es 
lo que llamamos su independencia». 
LA HISTORIA DEL PERIÓDICO. 
El redactor del hermoso estudio publicado en 1928 por la Oficina 
Internacional del Trabajo sobre las «Condiciones de trabajo y de vida 
de los periodistas» que he citado antes, escribía al comienzo de la 
introducción que precede a su trabajo: «El periodismo ha nacido ayer. 
Es una profesión completamente nueva, una de las cuatro o cinco 
más jóvenes del mundo. Sólo hay periodistas desde hace dos o tres 
generaciones» . 
Esta observación es muy sensata. El periodismo profesional es una 
de las recientes adquisiciones de la geografía social. Es posible que el 
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periódico tenga en Francia trescientos años de edad y que más de un 
periodista haya brillado en los siglos precedentes; pero ¿ qué medida 
común podría descubrirse entre un Desfontaines o un Linguet, un Ar-
mánd Marrast o un J. P. Weiss, un redactor de «Debats» de 1815 o de] 
«Petit JournaI» de 1870, y tal activo reportero de un diario de infor-
mación de hoy día, sea parisino o provincial? 
La historia del diario es la historia de los progresos de la ciencia. 
La primera sigue a la segunda como el vagón sigue a la locomotora. 
Cuando al comienzo del siglo diecinueve la máquina de imprimir sus-
tituye a la prensa manual; cuando la Restauración reconstruye y ex-
tiende la red de caminos; cuando se desarrolla el régimen postal; 
cuando aparece el telégrafo óptico y, en seguida, en 1844, el telégrafo 
eléctrico; cuando el ferrocarril acorta las distancia; cuando Marinoni 
introduce en Francia la máquina rotativa, cada invento, cada perfeccio-
namiento es para el diario como una llamada y cada vez da un salto 
nuevo. y aquí tenemos el teléfono, el avión, la radio, la televisión; y 
la ciencia no se detiene y un diario puede hoy día ser impreso en algu-
nas horas en millones de ejemplares, reproducido a distancia, trans-
portado de un extremo a otro del territorio; y tenemos el diario ha-
blado mientras esperamos que la vida universal venga a darnos sus 
múltiples imágenes en nuestra habitación de trabajo; y nadie en este 
momento puede imaginar qué aspectos nuevos, qué formas imprevistas 
habrá tomado en veinte años, en diez años. Es una especie de milagro 
permanente, renovado sin cesar. Es a la vez divertido y melancólico 
ver cómo existen gentes a las que este milagro envuelve sin que ni 
siquiera tengan la sospecha; así, ese colega que en el diario que él 
dirige tenía a bien informar, hace poco, que los redactores de Adrien 
Hébrard no sentían, antaño, la necesidad de estar protegidos por un 
estatuto profesional. Realmente, casi hay tanta diferencia entre el dia-
rio del siglo pasado y el del presente como entre el periódico de Re-
naudot y el de Emile de Girardin. 
Un gran diario de información, en nuestro tiempo, es una empresa 
gigantesca que requiere poderosos medios de acción administrativos y 
financieros, y cuya redacción, con sus innumerables corresponsales del 
extranjero y de las provincias, ha llegado a constituir todo un pueblo. 
Verdadera industria por su carácter capitalista, por la amplitud de la 
organización, por la división del trabajo, teniendo casi siempre un ver-
dadero capitán de industria a su cabeza, ¿ cómo extrañarse que se prac-
tiquen en ella los métodos industriales? Un Villemessant, resucitado 
entre nosotros y visitando los periódicos, encontraría las salas de re-
dacción que él animaba con su elocuencia transformadas en talleres: 
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en ellos se está sujeto a reglas, a una disciplina, se trabaja en equipo 
bajo la dirección de un jefe que él mismo pertenece a una jerarquía; y 
no solamente el redactor no ve nunca al amo supremo, quien por su 
parte ignora incluso su existencia, sino que frecuentemente no lo co-
noce y llega a preguntarse quién lleva las riendas de ese enorme orga-
nismo del que él es una de las humildes ruedas. 
LA PRENSA INDUSTRIALIZADA. 
Es así que la prensa se ha industrializado y no podría ser de otra 
forma. Pero es necesario comprender que esta industrialización, precio 
fatal del progreso, que continúa a un ritmo cada vez más acelerado, no 
cesa de modificar gravemente la condición del periodista. Este sabe 
cómo era la de ayer, ve cómo es la de hoy; ¿cómo será mañana? Los 
inventos de la ciencia, al multiplicarse, son amenazas nuevas para una 
profesión que se preocupa por su porvenir y que además ve con an-
siedad cómo alrededor de ella todo se concierta para ponerse al servi-
cio de ese otro peligro que se forma bajo nuestros ojos: el acapara-
miento de periódicos por el capital centralizado; diez, veinte, cincuenta 
diarios entre las manos de un hombre o de un grupo financiero . 
Se alegará que los grandes diarios de información, esos «dread-
noughts» de la prensa, son pocos y que, con algunos mastodontes, el 
periodismo francés se compone de una masa de diarios de mediana y 
de pequeña importancia cuya evolución no ha sufrido esa vertiginosa 
aceleración. Ilusión. Los modos nuevos avanzan más y más, y profesio-
nales que no son ancianos pueden darse cuenta que a treinta años de 
intervalo, algunos diarios del mismo rango no respiran ya el mismo 
aire. Y además ¿ no vemos que el diario equipado a la moderna no 
cesa de multiplicarse? Después de los grandes regionales, primero imi-
tando a los parisinos y capaces muy pronto de darles lecciones, han 
aparecido los grandes departamentales. En todos los centros impor-
tantes, en numerosas capitales de departamento, crecen y prosperan 
diarios notables por el desarrollo de sus servicios de redacción y de 
administración, que deben su éxito a la perfección y el rigor de sus 
métodos. Con un paso más o menos rápido, todos los diarios, igual-
mente empujados por el progreso y por exigencias cada vez mayores, 
tienden como es natural a unificar sus procedimientos. El fenómeno 
de industrialización es general. El periodista está expuesto, si no des-
tinado, a pasar indiferentemente de un diario a otro; ¿no le deben la 
razón y la justicia, en cualquier parte donde trabaje, garantías unidas 
a su profesión y no al lugar en que la ejerza? 
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Un solo hecho cuenta: esta prensa en evolución fulminante, ese 
periódico en vías de una industrialización más y más reglamentada, 
han creado una «profesión» de la que el siglo XIX no ha visto más que 
el comienzo, y esta profesión tiende a organizarse. Su progreso sigue 
el progreso de la industria de prensa. Esta no se desarrollará sin que 
se afirme la primera. Así la profesión entra en las categorías del tra-
bajo y ocupa su lugar en la maquinaria social. La ley le debe protec-
ción, como a todas las demás, y el Parlamento no podría rehusar a 
todos los periodistas el apoyo que debe y concede a todos los traba-
jadores. 
Los PODERES PÚBLICOS Y LA PRENSA. 
Aprobando los textos objeto de este informe, la Cámara no hará 
por otra parte más que añadir un eslabón a una larga cadena y com-
pletar respecto a un punto importante el edifico legislativo que desde 
hace tiempo ha dedicado a la prensa. 
¿ Cuál es el régimen, cuál es el país que no ha legislado sobre la 
prensa? La República ha multiplicado los actos legislativos destinados 
a liberarla de toda intervención. La ley orgánica de 1881 le da su (.;;~a­
tuto y le asegura plena y total libertad; pero desde entonces, ¡cuántas 
leyes parciales, cuántas intervenciones múltiples y variadas, tendiendo 
todas a empujar las reglas, a suavizar los movimientos de la máquina 
social en favor de una categoría privilegiada, la de los periódicos! La 
de los periódicos, repitámoslo, tomados en la persona de los jefes que 
los dirigen o de los grupos que los controlan, es decir, del capitalismo 
de la prensa; ¿ pero debe entenderse que la ley podrá alcanzar, prácti-
ca y económicamente, todo lo que constituye el diario, todo lo que 
contribuye a su fabricación, con exclusión del elemento sin el que el 
periódico no existiría: los periodistas? 
Una sola vez el Parlamento ha legislado en favor de los redactores 
de diarios. Fue cuando instituyó para ellos, por ley del 25 julio 1925, 
el reposo semanal. No puede caerse en exceso de insistencia al referir-
nos a este ejemplo, capaz por sí sólo de romper todas las objecciones 
de principio, si pudiera haberlas. La ley de 1925 es, como la proposi-
ción actual, de origen exclusivamente parlamentario. Presentada por 
el Sr. Chastenet, informada por el Sr. Albert Paulin. Estudiada por la 
comisión del trabajo, bajo las presidencias sucesivas del Sr. Durafour 
y del Sr. Justin Godart, defendida ante ella por el Sr. Georges Bour-
don y una delegación del Sindicato de Periodistas, la proposición de 
nuestro colega fue sucesivamente adoptada por la comisión y, sin de-
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bate, por la Cámara. Es la única ley que en cincuenta años de régimen 
haya promulgado la República en favor de los periodistas cuya dura 
labor nadie puede medir mejor que nosotros. No podemos dudar que 
la feliz suerte que ha favorecido a la proposición de 1925 no le sea 
reservada a la de 1934; ¿no conduc'a la primera a la segunda? Al votar 
el estatuto profesional, la Comisión y después la Cámara terminarán 
la obra de la que la ley de 1925 fue el primer croquis. 
Si hubiera necesidad de invocar otros precedentes, recordaría el 
interesante proyecto presentado hace algún tiempo, como resultado 
de una laboriosa encuesta por el Sr. de Monzie, entonces Ministro de 
la Educación Nacional. 
Se trataba en él de los escritores, es decir, de la gran familia en 
la que los periodistas forman una rama. Desde hace mucho tiempo se 
quejan, no sin razón, de verse abandonados sin defensa a las ásperas 
exigencias de los editores, y la gran sociedad que han constituido de-
bió confesarse impotente para salvaguardar sus derechos. Habiéndose 
revelado insuficientes las fuerzas profesionales ante fuerzas superiores, 
el Sr. de Monzie, Ministro de la Educación Nacional, resolvió poner en 
la balanza el peso de la ley. Es en realidad -y el mismo se felicita por 
ello- el estatuto de los escritores lo que él ha redactado. ¿ Se juzgará 
menos equitativo dictar reglas de protección análogas respecto de una 
categoría de escritores cuya suerte no importa menos al servicio de 
la nación? ¿ No tienen el mismo derecho a la justicia que los primeros? 
y cuando se ve a trabajadores intelectuales que, muy a menudo son 
los mismos, repartidos entre dos industrias, la de la edición y la del 
periódico ¿ qué extraña dialéctica llevaría a rehusar a unos 10 que se 
habría concedido a los otros? 
Los SACRIFICIOS DEL ESTADO EN FAVOR DE LOS DIARIOS. 
La industria del periódico no puede quejarse del Parlamento. Dis-
fruta de un régimen de favor y de privilegios que yo sería el último 
en lamentar porque es el papel de la democracia favorecer la difusión 
de la palabra impresa; pero la prensa no es el único servicio social 
indispensable para la buena salud intelectual y moral de una nación 
de libertad; sin embargo, los enormes sacrifico s que le ha pedido al 
Estado nunca han sido tasados. Precisamente, en la extensión de esos 
sacrifico s encontramos el fundamento del derecho de los periodistas 
a contar con el Estado y a invocar la Ley, puesto que reprochan a los 
qu~ tienen el privilegio el regatearles la justicia y la mejora de su 
condición. 
ANTECEDENTES HISTORICOS 297 
Este favor del Estado se ha manifestado en todas las épocas pero 
principalmente estos últimos años, bajo formas ingeniosas y múltiples. 
¿ Cuesta caro comprar la pasta de papel en el extranjero? Se rebajan 
los derechos de Aduanas. ¿En qué proporción? De 65 francos a 20 fran-
cos los cien kilos. ¿ Cuesta caro el papel de periódico fabricado en 
Francia? Se concede una prima de fabricación a las fábricas francesas 
y así cada vez que un diario compra 100 kgs. de papel, el Estado entra 
con 15 francos en el gasto, lo que viene a ser como si comprara 15 
francos de papel y lo regalase al diario. ¿ La cifra de negocios resulta 
cara? Se disminuye el impuesto. ¿Cuestan caras las tarifas telegráficas 
y postales en un tiempo de informaciones continuas, en el que los dia-
rios tienen corresponsales en la menor aldea? Las tarifas son reduci-
das a casi nada. Los diarios pagaban, en 1914, una tasa de transporte 
de 2 céntimos oro por SO gramos; hoy día ya no pagan más que 2 cén-
timos papel por 60 gramos. La tarifa telegráfica que era antes de 2 cén-
timos y medio oro por palabra, ya no es más que de 2 céntimos papel. 
Resulta de estas cifras que mientras todas las cosas han subido desde 
la guerra, incluida la publicidad, y la moneda ha perdido 80 por 100 
de su valor, las tarifas postales para los diarios son seis veces menores 
y las tarifas telegráficas más de seis veces menores. Según la Federa-
ción Nacional de Correos, Telégrafos y Teléfonos, todo eso cuesta al 
presupuesto unos 600 millones por año. ¿ Nos extrañará que un torren-
te telegráfico inunde sin cesar a los diarios y que el material utilizado 
e impreso apenas represente el cuarto o el tercio de lo recibido? 
Tales son los principales capítulos en los que se inscribe el favor 
del Estado. Existen otros que olvidamos. Existen también ocasiones en 
las que, sin recibir el privilegio formas tan directas, la prenSa ha ob-
tenido ventajas. Sin invocar otros ejemplos ¡qué atenciones no provo-
có el voto del impuesto sobre las especialidades farmacéuticas! Innu-
merables, la prensa lo sabe bien, fueron los signos de buena voluntad 
que se le prodigaron. La Cámara, ciertamente, no lamenta nada de lo 
que ha hecho. Por el contrario, está dispuesta siempre a mostrar su 
voluntad en servir intereses que son los de la democracia. ¿ Pero cuál 
es el régimen, en cualquier tiempo, cuál es el Estado que haya conce-
dido tan amplias ventajas a los diarios? Y se nos permitirá anotar que 
lo más extraño de ciertos ataques organizados, en cierto tono, contra 
el Parlamento, es que tantas medidas exhorbitantes del derecho y cuyo 
carácter de privilegio no era discutible, han sido concedidas de en-
trada por las Cámaras a la primera petición que les era dirigida, con 
el acuerdo general de los partidos. 
Se han hecho las cuentas de esas ventajas. Calculando bien as-
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cien den anualmente a una suma de 800 a 850 millones. Vale la pena, 
que nos detengamos en ella. Cuando la comunidad, no contenta de 
introducir en el derecho común sensibles derogaciones, consiente en 
sacrificios tan pesados, ¿ se cumple con ella rehusando justas compen-
saciones a aquellos de sus miembros sin los que no existiría la indus-
tria favorecida? 
Cuando el Parlamento concede su favor a los jefes de esa indus-
tria, ¿ qué sofisma nos opondrán los teóricos puntillososos si pedimos 
que el Estado piense al fin en sus deberes respecto a una profesión 
cuya debilidad no tiene otro recurso en medio de tantas fuerzas? 
No es la primera vez que las Cámaras escuchan palabras pareci-
das. Después del Sr. Henri Guernut y los numerosos colegas que han 
firmado la proposisión de ley que discutimos, no puedo evitar el re-
cordar aquí lo que en circunstancias importantes fue afirmado en la 
tribuna, sin que se elevara una sola contradicción. 
El 2 abril 1926, la Cámara discutía una tarifa aduanera en la que 
sólo estaban previstas dos excepciones, relativa una al papel de perió-
dicos y pastas de celulosa importadas para la fabricación de ese papel. 
Al iniciarse la discusión el Sr. Justin Godart pidió la palabra sobre el 
artículo primero: fue para exponer una tesis análoga a la que ha ins-
pirado el proyecto actual. Del discurso que pronunció entonces y que 
fue vivamente aplaudido, extraemos ciertas declaraciones útiles de re-
cordar: «La prensa -dijo- no podrá extrañarse de que en el momen-
to del triunfo de una de sus reclamaciones se sitúen enfrente de las 
ventajas que quiere obtener -exención de un aumento del 30 por 
100- las ventajas legales que ella rehusa a sus colaboradores. No pue-
de haber dos actitudes. Si se llama al Estado para ser protegido o pa-
ra ver suavizada la protección aduanera, es preciso aceptar del Estado 
que desempeñe su papel hasta el final y que después de haber rebajado 
las barreras aduaneras, rebaje las barreras de una antigua concepción 
del patronato levantada entre los directores de diarios y sus colabora-
dores intelectules». 
Después, recordando que el Sindicato de Periodistas había explí-
citamente pedido en ese momento que «no se tome ninguna medida, 
sea legislativa o administrativa, en beneficio de los diarios sin que al 
mismo tiempo sean tenidos en cuenta y salvaguardados los intereses 
de los periodistas», el Sr. Justin Godart añadía: «Existe aquí, no sola-
mente para los periodistas sino para todos los trabajadores, una fór-
mula económica y social equitativa, por lo que pregunto al Gobierno 
si a partir de ahora ha decidido inspirarse en ella». 
Al día siguiente, a propósito de la discusión del mismo proyecto 
ANTECEDENTES HISTORICOS 299 
de ley, el Sr. Paul Strauss se hacía eco en la tribuna del Senado de 
esas generosas palabras. Algunos días más tarde, el 25 de abril, y de 
nuevo en la Cámara, era el Sr. Emile Borel quien decía en el curso de 
la discusión sobre la ley de finanzas: «Yo querría que cuando se habla 
aquí de los intereses de la prensa, no se olvide a los periodistas cuya 
situación material es muy frecuentemente demasiado miserable». Las 
palabras de 1926 no han perdido nada de su oportunidad. Incluso es 
algo penoso constatar que ha sido preciso el transcurso de ocho años 
para que parezcan ser escuchadas finalmente. Ya es tiempo, realmen-
te, de pasar a los actos. Si la Cámara quiere seguirnos, se hará mañana. 
EL PARLAMENTO DEBE INTERVENIR SIN TARDANZA. 
Sí, es preciso que se haga mañana. El fracaso de la negociación 
del contrato colectivo, y el fracaso de una segunda tentativa, han pro-
vocado en efecto consecuencias de tal naturaleza que resulta evidente 
que la intervención parlamentaria no solamente ha llegado a ser nece-
saria sino que es urgente. 
Está, además, ultra-justificada por las actuaciones de pretendi-
dos periodistas mezclados a ruidosos escándalos y a cuyos abusos es 
preciso poner fin. Ese lado moral no es el menos importante. 
Y parece que los representantes del sindicato patronal, sin refle-
xionar sobre las responsabilidades que les corresponden, hayan toma-
do a malla resistencia de los redactores. La elaboración y depósito de 
la proposición actual, la publicación en «El Periodista», órgano sindi-
cal, del detalle auténtico de las ventajas concedidas por el Estado a la 
industria de la prensa, han acabado de irritarles. ¿ Era legítima esta 
irritación? Acudiendo al Parlamento abierta y honradamente, los pe-
riodistas usaban de su derecho de ciudadanos y nadie está calificado 
para castigarles por ello; al publicar textos y cifras verídicas, el Sindi-
cato nacional no solamente ha informado a sus miembros, ha informa-
do a la opinión pública y sólo se puede lamentar que ningún otro 
periódico haya tomado antes que él la iniciativa de esa publicación. 
Resumiendo, se han intercambiado cartas agrias llegando hasta 
los tribunales y, como si se hubiera transmitido una consigna, se ha 
podido apreciar en los dirigentes de la prensa una tendencia general 
capaz de inspirar inquietudes. Todo vuelve a ser planteado: usos que 
se creían establecidos y que se respetaban, son negados y renegados. 
Se anula todo. El establecimiento de relaciones normales entre direc-
tores y redactores, entre organismos patronales y asociaciones profe-
sionales, se va alejando. Sin ventajas para nadie. 
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La comisión del trabajo ha escuchado a los representantes del Sin-
dicato Nacional de Periodistas quienes, por otra parte, no le han deja-
do ignorar que desde el comienzo habían actuado en perfecto acuerdo 
con el comité general de las asociaciones, del que el Sindicato forma 
parte, y que todas las resoluciones habían sido adoptadas por unani-
midad. Hemos escuchado de sus labios una exposición, apoyada en do-
cumentos, que por su decisión y su moderación ha producido en la 
Comisión una gran impresión. Entre los documentos que nos han sido 
facilitados hay uno que ha causado a muchos miembros de la Comi-
sión, puedo asegurarlo, una especie de malestar: es la carta que el 
Presidente del sindicato de la prensa parisina ha enviado el 8 febrero 
1933 al Sr. Paul Strauss. Que rehuse un arbitraje lealmente propuesto 
y que, recordémoslo, debía decidir no sobre una interpretación sino 
sobre un hecho, y limitarse a establecer si tal uso existía o no, es ya el 
índice de actitudes lamentables ya que el arbitraje es un instrumento 
superior de conciliación, el procedimiento más expeditivo y menos irri-
tante para resolver contradicciones de buena fe. Pero lo que nos parece 
grave son las razones alegadas: si se rehusa el arbitraje es porque no 
se acepta «verse ligado por una sentencia arbitral cualquiera» y se aña-
de que los directores «únicos jueces» de sus decisiones, tratarán cada 
caso «ante el hecho yen función de sus posibilidades». ¿ Cómo ver aquí 
otra cosa que la expresión de un estado de espíritu estrechamente in-
dividualista, rebelde a la concepción cada vez más necesaria de la co-
munidad? 
Como conclusión de su exposición, los representantes del Sindica-
to Nacional han resumido lo que ellos llaman sus «decepciones», y la 
Comisión no podía dejar de ser sensible a ese recordatorio sin comen-
tarios de ciertos hechos sobre los que debía pronunciarse. 
Menciona esta enumeración: «Son los delegados patronales de las 
provincias quienes, después de haber colaborado durante un año con 
la comisión mixta oponen la cuestión previa a un texto que todavía no 
es completo ni definitivo. Es el Sindicato Nacional quien promete a la 
delegación dirigida por los Sres. Strauss y Barthou no tomar ninguna 
decisión sin haberla escuchado de nuevo, y olvida su promesa. Es el 
mismo Sindicato quien «desautoriza» y «reniega» el trabajo realizado 
por sus propios delegados en la comisión mixta. Son esos mismos 
delegados quienes, ocupando su lugar en la unanimidad, firman esa 
desautorización y esa negación después de haber firmado el proyecto 
en el que ellos han colaborado. Son directores quienes habiendo apli-
cado hace tiempo «el mes por año» y escrito que lo consideraban un 
uso admitido, aseguran hoy que tal uso no existe». 
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Nos ha sido revelado un hecho, y cada uno podrá apreciar su gra-
vedad, sobre el que me parece imposible guardar silencio. 
Los delegados profesionales en la Comisión mixta representando 
como se recordará por una parte al Sindicato Nacional, por otra parte 
al Comité Central, afirman que en el curso de las negociaciones los 
delegados de las organizaciones patronales tomaron expontáneamente 
un doble compromiso. Insistiendo en su buena fe y buena voluntad, 
asegurando no dar su asentimiento y su firma más que a disposiciones 
equitativas, afirmando su intención de sustraer la obra común a las 
resistencias interesadas de los comités y de las asambleas, se compro-
metieron a no aceptar en la redacción decidida en común más que 
modificaciones de forma o de detalle, a formar bloque sobre el texto 
de la Comisión mixta, a poner en juego en este asunto su responsa-
bilidad personal. Pidieron la misma promesa a los miembros redac-
tores que inmediatamente accedieron a ello. No pudiendo sin embargo 
responder anticipadamente de la decisión final de sus sindicatos, se 
comprometieron además, en cualquier caso, a aplicar en sus propias 
casas las estipulaciones fijadas por la comisión mixta, teniendo así por 
definitivo, en lo que les afectaba, el proyecto de contrato colectivo. 
He aquí unos compromisos categóricos y de una singular preci-
sión. Se nos asegura que fueron espontáneos. Se nos dice que fueron 
reiterados. ¿Debemos tenerlos por ciertos? El informe sobre este pun-
to ha sido hecho, con detalles que hemos omitido, en «El Periodista» 
(n.o 89, marzo 1933); la Comisión del trabajo ha escuchado el relato 
en su sesión del 21 junio; todos los profesionales que formaron parte 
de la comisión mixta atestiguan unánimemente su realidad; finalmen-
te han sido objeto de una carta oficialmente dirigida, el primero de 
julio último, por el Presidente del Sindicato Nacional al Presidente de 
la Comisión mixta. No nos parece verosímil que puedan ser seriamente 
negados. 
UN ANUNCIO DE PROYECTO PATRONAL DE CONTRATO. 
El Sr. Henri Guernut y nuestros otros colegas han presentado su 
proposición de ley en el mes de abril de 1933. Pasan unas pocas sema-
nas: en el mes de mayo algunos diarios publican un comunicado ema-
nado del Sindicato patronal: es la réplica. 
Ese comunicado, después de haber indicado el fracaso de las ne-
gociaciones relativas al contrato colectivo haciendo responsable, como 
podía esperarse, al Sindicato Nacional de Periodistas, informa que el 
Comité del sindicato de la prensa parisina «decide discutir inmediata-
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mente un proyecto de estatuto que servirá de base a los acuerdos que 
los diarios establecerán directamente con sus colaboradores actuales 
o venideros». 
Se anunciaba al mismo tiempo un trabajo rápido, una asamblea 
general convocada antes de las vacaciones, y un «estatuto» que sin 
retraso sería ofrecido a todos los redactores de los diarios de París 
para su firma. No se ha hecho nada. Pero sea cual fuere la suerte de 
esa iniciativa, la intención subsiste, el texto que la revela ha sido he-
cho público y sin que sea necesario discutirlo ampliamente, pueden 
hacerse algunas observaciones. 
Lo que proyectaba el sindicato patronal no tenía nada de un esta-
tuto profesional y fue así calificado por un lamentable abuso de la 
palabra; un sistema tan alejado del verdadero estatuto como del con-
trato colectivo fue inmediatamente calificado por los profesionales 
como contrato patronal impuesto. Ese contrato, verdaderamente «una 
oferta que se toma o se deja», ¿sería al menos uniforme en todos los 
diarios? No. ¿ Sería obligatorio? De hecho lo sería para los redactores; 
no lo sería para los directores ni de hecho ni de derecho. 
El sindicato nacional se ha pronunciado inmediatamente contra 
esta operación. Como conclusión de un orden del d'a razonado <<invita 
a todos los periodistas, en defensa de su dignidad y de sus intereses, 
a rehusar su firma a un acuerdo patronal que sin darles nada sobre 
ningún punto, confirmaría un grave retroceso respecto a los usos esta-
blecidos y les cerraría toda esperanza de mejora». 
Señores, la comisión del trabajo no podría prestarse -y la Cáma-
ra tampoco- a considerar como un estatuto profesional a un docu-
mento elaborado y presentado a los asalariados en tales condiciones. 
Pero la cuestión no se plantea. Continuemos. 
Cuando la ley se haya decidido, todos deberán inclinarse y no 
dudamos que los adversarios de hoy serán los primeros en buscar, 
dentro de una atmósfera ya serena, terrenos de acercamiento y de 
acuerdo. No dependerá de nosotros que no lo logren. Lo que actual-
mente queremos es que el estatuto profesional sea rápidamente una 
realidad. 
EL DEBER DEL ESTADO. 
He expuesto las fuertes razones que recomiendan la acción legal. 
He mostrado que es posible. He probado que es urgente. Esto consti-
tuía la mayor parte de la tarea que me ha sido confiada; era también 
la más importante porque imagino que el resto saldrá por sí sólo. En 
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el momento de terminar esta parte, evoco una vez más el papel de la 
prensa en una gran democracia. Alrededor de nosotros todo se de-
rrumba en Europa, la libertad está desgarrada, la prensa dominada, 
los periodistas han llegado a ser funcionarios al servicio del poder. Ya 
que nuestro país es una de las últimas tierras libres, sepamos com-
prender que la libertad no es un absoluto que exista por sí misma, 
sino que si siempre es heroico conquistarla, es necesario igual valor 
para conservarla. Contra la libertad actúan sin cesar las fuerzas auto-
ritarias cuya actividad no disminuye jamás. Defenderla y mantenerla 
es un poco, cada día, reconquistarla. Ahora bien, la llave de las liber-
tades cívicas de un pueblo está en la libertad de la prensa. 
Sin embargo, sepamos comprender los acontecimientos. Es evi-
dente que, a pesar de las leyes, está en más de un punto amenazada 
por la presión de las fuerzas económicas y si esto es así ¿no es nuestro 
deber y nuestro papel abrirle al menos todas las vías que se ofrecen? 
Al comienzo de este informe he hecho alusión al importante debate 
dedicado en Ginebra, en el mes de septiembre de 1932, por la Sociedad 
de las Naciones, a la condición de la prensa en todos los países. Todos 
los oradores, tanto Lord Cecil como nuestro colega Franc;ois de Tessan 
y todos los delegados de los Estados, todos los informes redactados 
para esa ocasión, el de la federación internacional de periodistas y el 
de la asociación de periodistas acreditados ante la Sociedad de las 
Naciones, todos fueron unánimes en afirmar que una de las condicio-
nes de la libertad de la prensa residía en la libertad del periodista y 
que éste no podía sentirse libre más que en la medida en que su pro-
fesión le aseguraba la independencia material y la dignidad. 
Nos preguntamos si a un trabajador cualquiera pueden serle ga-
rantizadas la dignidad y la independencia material fuera de las reglas 
tutelares inscritas en un estatuto profesional. 
Además, tales preocupaciones, de tan gran alcance, se han exten-
dido más allá del dominio propio de los interesados. Desbordando el 
cuadro profesional, comienzan a imponerse a los que siguen la marcha 
del mundo y no están dispuestos a ver desplomarse en la esclavitud, 
aunque fuera nacionalista, a las civilizaciones libres. Ginebra ha dado 
la señal, lo hemos visto. Más tarde ha tenido lugar en nuestro suelo 
una manifestación que ha podido escapar a la atención de algunos de 
nuestros colegas pero cuyo importante significado debo señalar. 
La liga de los derechos del hombre, que celebraba en Amiens su 
congreso anual, había inscrito en su orden del día un amplio debate 
sobre «las potencias del dinero y la prensa». Como conclusión de ese 
debate la asamblea estudió y adoptó una amplia resolución. Me limi-
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taré a extraer algunas líneas. Después de haber lamentado que «cada 
vez más, sean apartados de la dirección de los diarios los periodistas 
cuya conciencia profesional constituye una de las mejores garantías 
contra el dominio del dinero», el congreso ha enumerado algunas me-
didas de varias clases que consideraba oportunas y, entre ellas, ha 
inscrito ésta: institución del estatuto profesional de los periodistas. 
Así habla la liga de los derechos del hombre cuyos quinientos de-
legados votaron la resolución por unanimidad. El sentido profundo 
de esa manifestación no escapa a nadie y es, a nuestro juicio, capaz de 
impresionar a todos los espíritus libres de la Cámara; no tengo razón 
para creer que no sea ese el caso de todos nuestros colegas de la 
Asamblea. 
Os señalo, por otra parte, que nuestro colega el Sr. Peissel, con 
motivo de una sesión de la comisión sobre el asunto Stavisky, ha he-
chovotar una moción reclamando la institución del estatuto de los 
periodistas y que un orden del día con el mismo objeto ha sido recien-
temente aprobado por la asociación de la prensa republicana departa-
mental, la decana de las asociaciones mixtas. 
Me queda ahora justificar algunas de las principales disposiciones 
proyectadas por la proposición de ley. Lo haré tan brevemente como 
sea posible. 
Los PRINCIPALES ELEMENTOS DEL ESTATUTO. 
De una manera general, tiene por objeto asegurar a los redactores 
de periódicos, trabajadores intelectuales, el beneficio de todas las dis-
posiciones del código del trabajo que se aplican a los trabajadores 
asalariados. Así se realizará a los ojos de la ley la indivisible unión de 
todos los que, a cambio de un trabajo, cualquiera que sea, reciben 
un salario. 
Pero algunas medidas proyectadas, específicas de los periodistas, 
dan a este proyecto de estatuto su carácter profesional y debemos de-
cir unas palabras de las que, de alguna manera, forman el armazón. 
Son: las indemnizaciones de despido, la cláusula de conciencia, el 
carnet de identidad, los mínimos de salario y las vacaciones anuales. 
LA INDEMNIZACIÓN DEL MES POR AÑO. 
He aquí la más antigua, la más solicitada, yo diría incluso la más 
febril reivindicación de los periodistas franceses, la que fue también 
la primera en ser admitida por el elemento patronal. 
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En el lenguaje corriente de los profesionales el «mes por año» es 
una expresión elíptica que alude al procedimiento de cálculo de la in-
demnización de despido, que debe ser igual a tantos meses de ingresos 
como el redactor cuente de años de colaboración en el periódico que 
le despide, quedando entendido que los jefes de servicios guardan un 
derecho a una indemnización suplementaria. 
No se discute el carácter excepcional de tal práctica pero se llama 
la atención sobre las tres consideraciones esenciales que la justifican: 
1.0 El mercado de trabajo en el periodismo es pequeño. 
2.° Cualquier periodista no es apto para colaborar indistintamen-
te en cualquier diario . 
.3.0 El periodismo está obstruido por los aficionados y los intru-
sos, y el verdadero periodista profesional choca en todo momento 
con este tenaz y activo ejército. 
¿El mercado del trabajo? El número de diarios es relativamente 
pequeño. La mayoría de los diarios son hojas modestas cuya redacción 
fija está reducida a uno, dos, a veces tres redactores. Se pueden contar 
los grandes diarios provistos de una redacción completa; aunque se-
guramente su número y su importancia no cesan de aumentar, siguen 
siendo escasos en el conjunto de la corporación. En esos diarios los 
movimientos de redactores son poco frecuentes. En general, el director 
es fiel a su redactor y el redactor es fiel a su diario. Si es despedido, 
tendrá que esperar tiempo e incluso atravesar toda Francia, para en-
contrar un puesto de trabajo. Ese puesto será cada vez más difícil 
cuanto menos joven sea y más elevado en la jerarquía profesional se 
encuentre. 
Cualquier periodista no es apto para cualquier diario. La política 
crea barreras frecuentemente infranqueables. La competencia de los 
diarios, en ciertas regiones, crea abismos que no lo son menos. Abis-
mos tanto más profundos cuanto el redactor ha mostrado mayor 
dedicación al diario que servía a sus ideas. Muy frecuentemente, en 
provincias, el redactor despedido, al no poder o no querer entrar en 
el diario rival, no tiene otra elección que abandonar la ciudad o aban-
donar la profesión. Existen también periódicos y periodistas especia-
listas. Cada vez más el periodista trata de mantenerse en el dominio 
donde él ha adquirido autoridad, ya se trate de política extranjera, de 
información parlamentaria, de deportes, de reportajes, etc., etc. y éste 
es otro de los rasgos de la evolución de la prensa. Pero cuanto más 
se especializa el periodista y más se multiplican los periódicos espe-
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ciales, más se restringe de hecho lo que en términos generales se llama 
el mercado de trabajo. 
¿ Los aficionados? Para demasiada gente el periodismo es una 
plaza pública o un pasillo. Está abierto al primer llegado, acampando 
allí la muchedumbre de los no profesionales. Estos ocupan los puestos, 
los salarios, mirando desde lo alto a los profesionales, sintiéndose se-
guros de sus futuros ya que para ellos el periodismo sólo es una ocu-
pación suplementaria. ¡Cuántas veces hemos visto redactores auténti-
cos obligados a ceder sus puestos a aficionados, o bien encontrando 
todas las puertas de la casa ocupadas por los intrusos! 
Tal es el fundamento de la reivindicación. Se apoya a la vez en 
los hechos y en la ley que en el caso de la indemnización por despido 
establece el principio de una doble proporcionalidad: la del salario y 
la de la duración de los servicios. ¿En qué momento ha nacido la doc-
trina, cuando ha sido enunciada por primera vez? Es difícil decirlo. 
Pero tiene cincuenta años de edad y desde hace medio siglo los perio-
distas no han cesado de mantenerla con una tenacidad que aumentaba 
al par que las transformaciones de la prensa. En los diez últimos años 
del siglo diecinueve comenzó a ser admitida y se han citado aplica-
ciones de ella, por ejemplo, ese arbitraje decidido el 3 de enero de 1896 
por Alfred Mezieres, presidente de la Asociación de periodistas parisi-
nos, en un asunto entre la «Presse» y su colaborador La Fargue. 
y he aquí que el mes por año se va de viaje y llega a los terrenos 
internacionales. En 1910 se reunió en Trieste la antigua unión inter-
nacional de las asociaciones de prensa de la que Víctor Taunay era el 
perseverante animador, y que tenía como presidente al viejo Singer, 
director de la «Neue Freie Presse» de Viena. Varios periodistas france-
ses importantes estaban presentes, entre otros Adrien Hebrard, tam-
bién director como Singer. La indemnización del despido está en el 
orden del día ¿y qué decide ese congreso donde el elemento patronal 
está, como se ve, tan amplia y brillantemente representado? Por una-
nimidad, dice que debe ser fijada de la siguiente forma: 
1.0 Seis meses de sueldo para los redactores ordinarios; nueve 
meses para los secretarios de redacción y los jefes de servicios; doce 
meses para los redactores en jefe. 
2.° Además, para todas las categorías de redactores, el mes por 
año. 
Como veremos, es el régimen actual en Italia. Nos hallamos lejos 
de la presente proposición, tan tímida respecto al congreso de Trieste. 
Nos detendremos aquí ya que nuestro propósito no es realizar la 
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historia del mes por año. ¿Dónde nos encontramos hoy? Eso es lo im-
portante para nuestra demostración. 
Las organizaciones profesionales son unánimes, en todo el territo-
rio, en afirmar que el uso está establecido, es decir, que presenta los 
caracteres de generalidad, de constancia y de duración requeridos por 
la ley. El sindicato de la prensa parisina lo niega. Tal es el debate. 
Observemos inmediatamente que entre esta afirmación y esta ne-
gación existe una diferencia de calidad. El sindicato nacional de pe-
riodistas apoya su tesis con un largo informe en el que están enume-
rados y presentados un gran número de casos. El sindicato de la prensa 
parisina se limita a una negación. No discute los hechos alegados. No 
replica a la argumentación de sus contradictores. No opone hechos 
contrarios. Dice y repite: «No existen usos». ¿No hubiera constituido 
la mejor réplica la presentación de ejemplos y hechos en cantidad 
suficiente para derrotar, o al menos debilitar, la postura contraria? 
Porque en fin, si un uso se prueba por el número de casos, por la 
generalidad y la constancia de las soluciones ¿ existe otro medio de 
destruir la prueba alegada que presentar una enumeración de casos 
diferentes, en mayor número todavía? ¿Por qué el sindicato patronal 
ha olvidado ese medio, el único que le permitiría dar a su pretensión 
un fundamento inatacable? 
Es el momento de recordar un incidente que hemos recogido y 
cuyo valor moral no tiene duda. 
El 31 de enero de 1933 el conjunto de asociaciones profesionales 
propone plantear a una comisión arbitral «compuesta de altas perso-
nalidades» esta única y sencilla pregunta: «¿Existe el uso?» Los direc-
tores evidentemente van a aceptar. ¿Qué arriesgan ya que aseguran 
ahora unánimemente que el uso no existe? No, ellos rehusan. ¿Y qué 
razón da el Sr. León Bailby, en la famosa carta del 8 de febrero, para 
rehusar? Que algunos no aceptan verse ligados por una sentencia arbi-
tral y no hace falta más para que los otros se inclinen. ¿ Preveían pues 
que esa sentencia podría serIes contraria? Sobre un asunto de hecho 
en la que unos árbitros por encima de toda sospecha, después de ha-
ber escuchado a las partes y examinado la documentación reunida por 
cada una de ellas, deberán responder únicamente blanco o negro ¿ad-
mite pues el sindicato patronal, que de entrada ha dicho «negro», que 
su documentación podría pesar menos que la contraria? ¿Tal es la 
confianza que tiene en su tesis? Una negación que nada apoya, una 
parte que teme el arbitraje, ¡qué forma de convencer a los demás! 
¿ Tendríamos que contentarnos con esto? ¿ Y cómo, por el contrario, 
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no seríamos sensibles a la resolución y a la confianza que inspiran los 
actos de los profesionales, a quienes una sentencia desfavorable habría 
despojado de todo: del uso que aseguran está establecido, de la po-
sibilidad de volver a reivindicarlo, y de la esperanza de recurrir con 
éxito al Parlamento? En resumen, tenemos dos tesis que se enfrentan; 
una está llena de seguridad y exhibe una amplia documentación, la 
otra no posee ni documentos ni argumentos y teme correr un riesgo. 
Observemos más de cerca. 
El informe sindical es, realmente, un repertorio. Se sigue en él, 
paso a paso, el esfuerzo tenaz desarollado desde hace largos años para 
hacer reconocer el uso del mes por año. Los primeros casos registrados 
remontan al siglo pasado; pero es sobre todo desde hace quince años 
que la regla ha ido tendiendo más y más a concretarse. Se consignan 
un centenar de casos. Se han reunido todos los hechos de los que se 
ha podido tener conocimiento, ya se refieran a transacciones amistosas, 
arbitrajes o actuaciones judiciales. Por un escrúpulo de honradez no 
se han ocultado los fracasos; por el contrario, se exhiben como todo 
lo demás. Se dan los nombres, las fechas, todas las referencias aptas 
para facilitar las verificaciones. Se publica el texto de las sentencias y 
disposiciones judiciales, incluso desfavorables, que pueden ilustrar el 
debate. Y ese largo informe no incluye ni una sola palabra de discu-
siones; hechos, una exposición documental. Nada más. 
He aquí pues una documentación única, constituida con una evi-
dente buena fe y que por otra parte no ha sido contradicha. ¿ Qué nos 
muestra? 
Nos muestra que, entre el centenar de casos presentados, cuatro o 
cinco solamente han derogado el uso del mes por año; que la masa de 
las sentencias dictadas está de acuerdo con dicho uso; que en los 
otros casos, reconociendo la imposibilidad de formular una simple y 
pura negación, no pueden menos que aceptar que el uso «tiende a es-
tablecerse». En su carta del 8 febrero último, el Sr. Leon Bailby alega-
ba una sentencia del tribunal de París, a favor del sindicato patronal. 
Sin discutir aquí las condiciones singulares que concurrieron en esa 
sentencia, sin insistir en la extraña contradicción que opone la parte 
dispositiva a los motivos en que se basa, negando éstos la existencia 
del uso y haciendo aquélla una aplicación literal de ese uso negado, 
contentémonos con observar que entre el 4 de enero 1933, fecha de la 
sentencia, y el 1.° julio, nueve sentencias dictadas en París por diver-
sas jurisdicciones apoyan el principio negado por el tribunal, fundán-
dose en la existencia del uso aunque los jueces habían tenido conoci-
miento de la sentencia. ¿ No tenemos aquí la prueba de que la decisión 
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de la Sala Séptima está lejos de tener la fuerza de demostración y la 
autoridad decisiva que los interesados tratan de atribuirle? 
¿Qué dicen esas sentencias? «Considerando que en virtud de un 
uso existente, etc.» (Primera Sala del Tribunal Civil del Sena, 7 febrero 
1933). «Que se deduce de un uso constante, ratificado por numerosas 
decisiones jurisprudenciales, etc.» (Quinta Sala Civil, 17 febrero). «Que 
la indemnización a la que X tiene derecho está establecida por los usos 
profesionales, etc.» (Sexta Sala Civil, 24 febrero). «Teniendo en cuenta 
usos de la profesión, etc.» (Cuarta Sala del Tribunal de Comercio, 13 
junio). «Considerando que el uso es para los colaboradores de diarios, 
etc.» (Novena Sala Civil, 28 junio). «Según los usos actualmente segui-
dos en París, etc.». (Quinta Sala Civil, 1 julio). 
Aún hay más y mejor. Existe la prueba, aportada por el informe 
sindical, que ese uso cuya existencia ahí se afirma no está únicamente 
atestiguado por la jurisprudencia y los arreglos amistosos, sino que ha 
sido reconocido y firmado por los mismos directores. He aquí los tes-
timonios. 
El 6 junio 1929 los Sres. Mimonatti y Houpin, director y adminis-
trador respectivamente de la <,Presse», escriben al Sr. D oo. para con-
seguir su colaboración: «En caso de despido brusco, sin el motivo de 
falta grave profesional, Vd. tiene derecho a una indemnización corres-
pondiente a seis meses de su sueldo y además, siguiendo los usos de 
la prensa, una indemnización correspondiente a un mes de su sueldo 
por año de presencia en el diario». 
El 16 julio 1929, el Sr. Bourgeots, administrador delegado del 
«Ami du Peuple», escribe a propósito de uno de sus colaboradores, el 
Sr. B oo. «Vd. sabe que los usos en París conceden a título de indemni-
zación por despido de un colaborador de diario, un mes de sueldo por 
año de servicio». 
El 25 octubre 1929, la Srta. Louise Weiss, directora de «Europe 
nouvelle», escribe a la Srta. G oo. : «Vd. ha estado ocho años en nues-
tra casa. En caso de partida, le daría a Vd. ocho meses de sueldo». 
El 13 octubre 1930, el Sr. Ch. de Saint-Cyr, director de «Semaine 
de París», escribe al Sr. G. : «Como sus funciones terminan ahora, 
Vd. tendrá el número de meses de preaviso que ha fijado la costum-
bre» (Y el Sr. G oo. cobró una suma que representaba el mes por año). 
En abril 1931, el Sr. Gemon, administrador de «Paris-Midi», es-
cribe a la Sra P. : «Estimo que en caso de ruptura del contrato de 
trabajo, el preaviso o la indemnización debida a los periodistas es de 
un mes por año de servicio, y quiero poner en su conocimiento el he-
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cho de que siempre hemos ajustado la indemnización de despido a 
esas bases». 
El 26 noviembre 1931, el «Auto» ofrece por escrito al Sr. B. un 
arreglo «conforme a las costumbres de la profesión». 
En agosto 1932, el Sr. Marius Gabion, director de la «Agencia 
Radio» y antiguo periodista profesional, escribe al Sr. G.: «Si Vd. se 
va, esa indemnización será la indemnización usual, es decir, un mes de 
sueldo por año de servicio». 
El 13 agosto 1932 es el mismo Sr. Fran~ois Coty quien, en una 
carta dirigida al sindicato nacional, escribe: «He tenido el gusto de 
mantener el uso de un mes de indemnización por año de presencia 
cumplido». 
Añadamos esto. En marzo y en diciembre 1930, dos procesos fue-
ron presentados contra «Comedia» por dos de sus colaboradores. En 
las conclusiones que en los dos juicios presentó ese periódico, dirigido 
entonces por el Sr. Alphand, tuvo buen cuidado de afirmar concreta-
mente que no discutía el principio que nos ocupa, considerado por él 
como un uso profesional, y las sentencias dictadas incluyen ese reco-
nocimiento. Veámoslo. Tercera Cámara Civil (11 marzo 1930), 
fragmento de los considerandos: « ... que el periódico «Comedia», si-
guiendo el uso practicado en materia de periodismo, ofreció a G. pa-
garle una indemnización de despido igual a tantos meses de salarios 
como años había colaborado en el periódico». Fragmento de la parte 
dispositiva: «Resultando que se ha reconocido por las partes que, se-
gún usos constantes, el periodista despedido sin preaviso tiene derecho 
a una indemnización igual a un mes de sueldo por año de presencia 
efectiva en el periódico ... ». De la Sexta Sala civil (2 diciembre 1930): 
«Resultando que es constante y no discutido por Alphand que la in-
demnización de despido de un redactor de diario debe ser calculada, 
según un uso reiterado, a razón de una mensualidad por año de co-
laboración ... ». 
Otro caso análogo. El 14 enero 1929 la Novena Sala civil, dictando 
un fallo en un proceso de B. contra el «Quotidien», observa que ese 
diario ha reconocido espontáneamente y aplicado el principio del mes 
por año «que corresponde a los usos de la profesión de periodista». 
El proceso no se refería al mes por año sino a una suma accesoria y el 
fallo se expresaba así: «Resultando que el «Quotidien», al mismo tiem-
po que le anunciaba su despido, le ha hecho llegar una suma de 10.000 
francos, importe de sus ingresos debidos y de la indemnización debi-
da conforme a los usos ... », « ... que él tiene derecho, por ello, según 
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los usos de su corporación, a una indemnización calculada a razón de 
un mes de ingresos por año de presencia en el periódico ... ». 
En esa ocasión, el «Quotidien» había hecho más aún que firmar: 
había pagado. 
Así pues, he aquí, sin contradicción posible la prueba, proporcio-
nada por el sindicato nacional, de que diez periódicos parisinos (testi-
monios análogos han sido recogidos en las provincias, pero se va ,a 
ver porque los olvidamos por el momento) han reconocido, proclama-
do y firmado la existencia del uso. El informe sindical establece ade-
más que ese uso ha recibido aplicación en treinta y cuatro diarios pari-
sinos. Revela que en abril 1930, habiendo sido despedidos seis redacto-
res de «Paris-Soin>, al cambiar su dirección, éstos al mismo tiempo 
que recibían la indemnización del mes por año, han sido informados 
de que la federación patronal, consultada previamente por la nueva 
dirección, había aprobado esa medida, declarada por ella como con-
forme a los usos. 
y aún hay más. Porque las demostraciones se acumulan y cada 
una todavía va más lejos que la precedente. Si quedara alguna duda 
nos bastaría abrir el proyecto de contrato colectivo redactado por la 
comisión mixta. Leemos allí un artículo 26 que fija, en materia de in-
demnización, la regla del mes por año, y si continuamos encontrare-
mos otros dos artículos que son, de cierto modo, la legitimación de 
todo el proyecto. 
El artículo 43 estaba concebido en estos términos: «El presente 
contrato, cuyas disposiciones están de conformidad con los usos pro-
fesionales, valdrá como costumbre». 
y como si eso no fuera suficiente, el artículo 45 repite e insiste: 
«Los presentes acuerdos se hacen de conformidad a los usos profesio-
nales que regulan la prensa». 
Esos textos, lo hemos dicho ya, llevan la firma del Sr. Henry Si-
mond, presidente de la comisión mixta, actuando en nombre de sus 
colegas, quienes los habían aprobado. Una élite de directores, delega-
dos por sus organizaciones respectivas, y todos los miembros del co-
mité del sindicato de la prensa parisina, han escrito y firmado que el 
mes por año es uno de los usos profesionales que regulan la prensa, 
y son sin embargo los mismos que han provocado la ruptura de la ne-
gociación por la razón de que el sindicato nacional y el comité central 
permanecían fieles a este artículo 26, votado por ellos mismos! 
y como en este asunto todo parece hecho para desconcertar, es 
preciso que añada un último rasgo. Ciertas confidencias que he reci-
bido me han indicado quién fue el instigador de esos artículos 43 y 45 
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dentro del seno de la comisión. ¿Quién se creería que fue? ¡El director 
de un gran diario los redactó y los propuso! 
Para terminar, parece que nos encontramos aquí en presencia de 
una operación bastante atrevida. No parece haber duda de que el uso se 
haya establecido y que las empresas de diarios, en su generalidad, se 
han sometido a él. Pero en el momento de consignarlo en un texto irre-
vocable, algunos, retractándose, han arrastrado a los otros. Se ha ima-
ginado que bastaría negar el uso para substraerse a él, y dar una ex-
plicación falsa del pasado para borrarlo. No se daban cuenta de que la 
ley y la jurisprudencia han previsto negaciones de este tipo. 
En los dos polos de la jerarquía judicial, un modesto juez de paz 
parisino y el Tribunal Supremo han coincidido en fallar que cuando un 
uso está establecido, no es ni admisible ni legítimo que una de las 
partes trate de escapar a su vínculo, que la voluntad unilateral de las 
partes no puede anularlo, que sólo por mutuo consentimiento puede 
modificarse, en fin, «que el hecho de que el uso encuentre resistencias 
interesadas no puede invalidar el citado uso, al no fundarse éste sobre 
el consentimiento unánime que es de hecho irrealizable sino únicamen-
te sobre el consentimiento de la mayoría. 
Ante la Cámara solo se plantea pues el saber si el uso está estable-
cido. 
Lo está, y creo oportuno citar aquí las líneas finales del informe 
sindical, escritas antes de la ruptura: «Esta reivindicación, que reco-
miendan la equidad y los caracteres particulares de nuestra profesión, 
ha sido admitida, considerada equitativa, aprobada por el conjunto 
del patronato francés, observada por los tribunales, y sancionada por 
la experiencia de una generación. Ha pasado a ser uso y sólo desde 
hace poco tiempo desde que se realizan esfuerzos para hacer entrar la 
costumbre en el contenido de un acuerdo general, han surgido las re-
sistencias. Pero esas resistencias no podrán borrar lo que existe, y no 
se encontrará en el territorio francés -ni en las colonias ni en la me-
trópoli- un solo periodista que dude que el primer deber de los ne-
gociadores del contrato colectivo sea el de darle fuerza legal». 
Adoptando el texto que le es presentado, la Cámara no hará otra 
cosa que confirmar y sancionar lo que existe, y dar fuerza legal a re-
glas creadas por los mismos interesados. Al mismo tiempo, satisfará 
el deseo ardiente de todos los periodistas franceses que esperan con 
ansiedad su decisión soberana. La Cámara puede tomarla con entera 
serenidad, en la seguridad de que realiza una acción moderada. Le bas-
taría, en efecto, mirar por encima de una de nuestras fronteras para 
ver cómo el patronato de un país vecino ha reconocido a los periodis-
.A.NTECEDENTES HISTORICOS 313 
tas unas garantías que los franceses ni siquiera se atreven a ambicio-
nar. Que al menos la reserva y la sensatez que han demostrado redun-
den en su favor. Actuemos con rapidez. 
LA CLÁUSULA DE CONCIENCIA. 
Lo que nosotros llamamos «la cláusula de conciencia» es una de 
las disposiciones que los periodistas tienen por esenciales y sin las 
que no podría haber salvaguardia eficaz para su dignidad. 
¿ Qué entienden con esa designación? 
Un diario cambia de dirección. Ese cambio puede tener las causas 
más diversas, muerte, herencia, quiebra, cesión. Sin cambiar de manos, 
cambia de política y puede incluso suceder que ese deslizamiento, rea-
lizado por medio de ingeniosos escalones, no sea ni confesado ni apa-
rente. Bastaría con evocar aquí algunos recuerdos para mostrar que 
no nos hallamos en el terreno de lo inverosímil. 
El redactor que ha servido bien a su empresa durante quince años 
puede tener las razones morales más fundadas para no aceptar a los 
nuevos propietarios y en este caso se comprende que le sea imposible 
sostener doctrinas o una táctica que él reprueba. 
Entonces se plantea para él el caso de conciencia. 
En el estado actual de la legislación no tiene otro recurso que irse. 
¿ Es justo? ¿ Tiene acaso la menor responsabilidad en la cesión de su 
diario o en la orientación nueva que acaba de recibir? ¿ Puede admitir-
se que él lleve el peso y pague por transformaciones en las que nada 
ha tenido que ver? ¿No le dejaremos elegir más que entre la rendición 
de su conciencia y todos los riesgos que suponen una dimisión? Esta 
es la razón por la que después de otros países que han admitido la 
cláusula de conciencia, encontremos equitativo que una dimisión dada 
en tales condiciones otorgue al interesado un derecho igual al que ob-
tiene de un brusco despido. Algunos llegan incluso a sostener que la 
equidad exigiría una indemnización superior. 
Garantía material, ciertamente, pero primero garantía moral. Los 
periodistas consideran esencial que ese «derecho moral» que todavía 
no figura en el código de trabajo sea inscrito en su estatuto profesio-
nal. Nueva para nosotros, esta importante cuestión que toca a las raí-
ces mismas de la dignidad personal no lo es en el extranjero, desde 
hace tiempo. Ya en 1928, en el estudio que he citado varias veces, la 
Oficina Internacional del Trabajo reconoCÍa: «el periodista está llama-
do la mayor parte de su tiempo a hacer un trabajo de un carácter 
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muy personal, a introducir en su actividad sus propias opiniones po-
líticas, religiosas y morales. Existe así en el periodismo, entre el indi-
viduo y su oficio, entre la personalidad del hombre y la producción 
profesional, unas relaciones tales que no se puede, en la mayor parte 
de los casos, modificar el carácter de esa producción sin herir a la vez 
a la conciencia Íntima del productor». 
Por otra parte, la exposición de motivos del actual proyecto de ley 
nos permite conocer una sagaz consulta redactada por el eminente ju-
rista que es el Sr. Grunebaum-Ballin, Consejero de Estado, muy cono-
cido por sus trabajos sobre el derecho moral de los autores. Las si-
guientes líneas merecen recordarse: «En el curso de la ejecución de 
un contrato de arrendamiento de servicios, todo trabajador puede en-
contrarse en el caso de exigir la ruptura o la suspensión de una con-
vención cuya realización aparecería como claramente contraria a su 
honor, a su reputación, a su dignidad, a su conciencia moral. Pueden 
recordarse decisiones judiciales que han concedido a algunos artistas 
teatrales la rescisión de su contrato, con indemnización a su favor, 
porque los empresarios de espectáculos habían querido obligarles a 
cantar canciones demasiado atrevidas o a exhibirse con trajes excesi-
vamente reducidos». 
No creo que sea necesario detenernos más en una cuestión cuya 
legitimidad esperamos sea admitida por los mismos empresarios. 
EL CARNET DE IDENTIDAD 
Nadie piensa, por supuesto, en rodear al periodismo de una mu-
ralla impenetrable ni en encerrar a los periodistas en un «registro» 
que, llevado por el poder, como en Italia, tendría en cualquier caso las 
apariencias de un instrumento policiaco. 
Mantenemos que siendo el diario un agente de educación popular, 
debe estar abierto a cualquiera que tenga una idea o una crítica que 
expresar. Pero pensamos igualmente que el diario en sí mismo, en sus 
rúbricas y en su formación técnica, es una obra cotidiana que no debe 
ser confiada más que a las manos experimentadas de los profesionales. 
y porque es indispensable que esos profesionales puedan hacerse re-
conocer como tales, os proponemos crear un signo visible de reconoci-
miento que será el carnet de identidad. Signo tanto más útil cuanto 
siendo el diario un dominio abierto a todo recién llegado, debe permi-
tirse a los profesionales auténticos prevenirse contra la presencia no 
sólo de aficionados e intrusos de todas clases, sino también de los in-
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dignos, para rehusarles la confraternidad y no tolerar que se amparen 
impúnemente en una profesión que no es la suya. 
Prevemos que un reglamento de administración pública fije las 
condiciones de entrega del carnet. Digamos inmediatamente que será 
concedido con una imparcialidad total, ajena a toda preocupación po-
lítica, religiosa o social, sin tener en cuenta las personas porque no 
podría ser de otro modo; el reglamento deberá hacer que todo verda-
dero periodista que viva honradamente de su profesión sea admitido 
a poseer el carnet. Esas condiciones sólo podrán cumplirse por medio 
de una comisión o comisiones regionales, compuestas en partes iguales 
de directores y de redactores. 
El establecimiento del carnet de identidad ayudará poderosamen-
te a organizar metódicamente una profesión que ha permanecido des-
de hace mucho tiempo en la anarquía. Los intereses morales van aquí 
al par que los intereses materiales; se trata de instituir y desarrollar 
una enseñanza técnica seria, que asegurará el reclutamiento racional 
de la profesión y elevará el nivel de los valores. Esta organización es 
deseable en interés de la prensa misma y no debemos rehusar, cuando 
nos los piden, los medios de conseguirla. El carnet de identidad profe-
sional es uno de esos medios y para reconocer a los periodistas el 
derecho de crearlo bastará al Parlamento recordar que el 8 de octubre 
de 1919, concedió a los viajantes y representantes de comercio lo que 
le piden hoy los periodistas. 
Los MÍNIMOS DE SALARIOS Y LOS DECRETOS MILLERAND. 
El artículo 10 de la proposición de ley se refiere a una cuestión 
de primera importancia, que las asociaciones profesionales sitúan al 
mismo nivel de las anteriores, pero que escapa a lo que podría llamar-
se la reglamentación puramente formal y jurídica del contrato de tra-
bajo, tal como la han concebido los autores de las leyes contenidas 
hasta ahora en el código de trabajo. 
Aquéllos eran infinitamente menos atrevidos que, en la hora ac-
tual, lo son los gobiernos de muchos Estados, grandes y pequeños, al 
intervenir resueltamente en la reglamentación de las relaciones econó-
micas entre patronos y empleados, y al fijar por vía autoritaria tanto 
el índice de los salarios como la duración del trabajo. 
Sin embargo, en el último año del siglo diecinueve, se imaginó un 
procedimiento jurídico para realizar una acción eficaz en lo que con-
cierne a la remuneración equitativa de los obreros y a ciertas otras 
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condiciones de trabajo; esa acción no apuntaba, ciertamente, al con-
junto de los patronos sino solamente a los que trataban con el Estado, 
los Departamentos, los Municipios y los establecimientos de beneficen-
cia, en calidad de contratistas de trabajos públicos y de proveedores. 
Así, un gran número de trabajadores se encontraban protegidos. 
Las estipulaciones inscritas obligatoriamente, en su favor, en las adju-
dicaciones de obras y de suministros, constituían textos modelos en 
los que otras categorías profesionales eran impulsadas a inspirarse 
bajo la presión de las organizaciones obreras y de la opinión pública. 
Tal fue el objeto del artículo 1: de cada uno de los tres decretos 
del 10 agosto 1899 que obligaban, en las adjudicaciones de contratas 
de obras y de suministros, a la inserción de cláusulas relativas a: 
1.° Descanso semanal. 
2.° Limitación del número de obreros extranjeros. 
3.° Al pago de salarios normales y, para cada profesión, iguales a 
los salarios usuales en la región. 
4.° A la duración del trabajo diario. 
Esos decretos siguen siendo famosos y conservan el nombre del 
ministro que los propuso y los firmó, el Sr. Millerand. Los «decretos 
Millerand» fueron considerados desde su publicación, como una inter-
vención audaz, para algunos incluso intolerable, en las relaciones en-
tre patronos y empleados, provocando una larga agitación. 
Ciertamente, no puede discutirse la ingeniosidad del procedimien-
to gracias al cual el autor de los decretos habían hecho intervenir, en 
provecho de los trabajadores y en interés del progreso social, el meca-
nismo de la institución de derecho civil conocida como estipulación en 
nombre de otro. Sin embargo, surgieron inmediatamente vehementes 
protestas y se presentaron recursos ante el Consejo de Estado. Final-
mente, debió reconocerse la perfecta legalidad de los acuerdos y fue 
necesario aceptarlos. 
Han transcurrido treinta y cuatro años. Diversas leyes sociales, 
actualmente inscritas en el código del trabajo, han dejado caducos los 
párrafos 1.°, 2.° y 4.° del artículo primero de cada uno de los decretos 
de 1899; esas leyes han dictaminado sobre las materias consideradas 
por esos textos y fijado reglas obligatorias para todos los patronos 
sin distinción. 
Pero el párrafo 3.°, relativo a la regulación de salarios normales, 
sigue siendo de aplicación normal y forma parte integrante de nuestra 
legislación social. 
El artículo 10 de nuestra proposición no tiene otro alcance que 
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extender la aplicación a una categoría nueva e importante de patronos 
llamados a beneficiarse de las ventajas que procuran los acuerdos 
con el Estado, las otras colectividades públicas y sus concesionarios, 
con vistas a la realización de un servicio público. 
Considerando el caso con atención, no existe en efecto ninguna 
diferencia entre los contratistas de trabajos públicos seleccionados por 
la subasta o el concurso o en virtud de acuerdos amistosos, para la 
realización de trabajos o de servicios públicos, y los directores de dia-
rios y revistas llamados a participar en las distribuciones de créditos 
hechas por el Estado, los Departamentos, los Municipios y las compa-
ñías concesionarias, para inscripciones publicitarias en los citados dia-
rios y revistas. Nada más legítimo que asimilar los unos a los otros. 
Nada más equitativo respecto a una profesión que tiene razones de 
quejarse y a la que no le es dado ningún otro medio de obtener las 
justas mejoras de salarios que le son rehusadas. Nada tampoco me-
nos opresivo ya que no pedimos a la ley que fije los índices sino única-
mente que exija un acuerdo regularmente negociado sobre ese punto 
entre las organizaciones interesadas, y que habiendo sido admitidos de 
esta manera los profesionales a discutir sus sueldos, el régimen del 
libre debate sustituya al de la autoridad unilateral. 
EL BAREMO DE SALARIOS MÍNIMOS. 
Es oportuno recordar aquí que las organizaciones patronales han 
admitido ya el principio del mínimo de salario. En anexo al proyecto 
de contrato colectivo establecido por la comisión mixta, se encuentra 
un cuadro en el que los mínimos han sido minuciosamente previstos, 
en la región parisina, para cada categoría de redactores. El mismo 
sindicato de la prensa parisina, en su contra-proyecto, ha mantenido 
ese cuadro, pero rebajando los índices. Se proyectaba redactar igual-
mente, de acuerdo con las organizaciones provinciales, cuadros análo-
gos para cada región. Si los patronos demuestran alguna lógica, les 
será difícil extrañarse que reciba forma legal una convención que ayer 
ellos encontraban legítima. 
¿ Es preciso recordar que el contrato para los trabajos matériales 
de realización, firmado entre los patronos y los obreros del Libro, es 
realmente un baremo de salarios mínimos libremente discutido y 
aceptado? 
Los profesionales nos dicen que esta convención es para ellos pri-
mordial. Nos aseguran que mientras el coeficiente de costo de vida ha 
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pasado de 1 a 6 ó 7, que los salarios en todas las profesiones han al-
canzado los coeficientes 7, 8 Y a veces 10, el periodismo ha sufrido 
cruelmente por su debilidad numérica, por la dispersión de sus eS-
fuerzos, por la falta de medios eficaces de presión. Los salarios, en 
conjunto y en media, han sobrepasado apenas el coeficente 3, en el 
mejor de los casos, y se puede afirmar con toda seguridad que si cier-
tos grandes diarios, raros por otra parte, han cumplido sus deberes, 
no existe sin embargo un solo caso en el que el salario haya pasado al 
coeficiente 5 ó 6. 
Ya es tiempo pues que los sueldos de los periodistas sean objeto 
de justas y necesarias mejoras, de que las empresas de diarios com-
prendan finalmente que deben tratar a sus colaboradores de la re-
dacción de la misma forma que pagan a sus obreros de talleres, su 
papel, y sus diversos gastos generales. ¿No es lamentable descubrir 
que, por desarrollarse el juego de las fuerzas sociales al margen de 
ella, una categoría de trabajadores intelectuales, básicos artesanos del 
diario, débil por el número y organización pero altamente estimable, 
ve volverse contra ella su propia fragilidad e incluso su reserva y bue-
na conducta? Al Parlamento corresponde darse cuenta que dignidad 
moral e independencia material están unidas, y actuar de forma que 
todo quede en orden, según la razón y la justicia. Así se dejará de ver 
a los periodistas divididos obligadamente entre varias redacciones, al 
precio de un trabajo agotador, pasando su vida en correr de una a 
otra, lo que por otra parte no beneficia a ninguna de ellas. 
Las colaboraciones múltiples son, en nuestra opinión, una de las 
taras de la prensa francesa, o más bien, de la prensa parisina, por-
que sería equivocado el generalizar. En estos últimos quince años se 
ha visto extender los perjuicios que causa, desgraciadamente con la 
aprobación de las mismas empresas periodísticas; para ellas era váli-
da toda combinación que les dispensara de remunerar correctamente 
el trabajo de sus colaboradores. 
En las asambleas profesionales internacionales, que han llegado a 
ser semestrales desde la fundación de la federación, los periodistas 
extranjeros manifiestan siempre gran sorpresa de que tal costumbre 
particular de Francia pueda subsistir. Los principios de acción del 
periodista son el gusto que tiene de su oficio, su fidelidad al periódico 
considerado como una persona moral, y la emulación. Conducirle a la 
dispersión, a hacer del diario un buzón de cartas donde él deposita sus 
artículos, no es obligarle solamente a un trabajo apresurado, habituar-
le a que se contente con lo superficial y a que prescinda de la reflexión; 
es también quitarle una de las fuentes de su entusiasmo. Como en In-
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glaterra, como en Alemania, como en todas partes, periódico y perio-
dista deben estar unidos uno al otro por lazos diferentes a los del sala-
rio; entre aquél y éste no debe haber otro tipo de relación que el de la 
obra y el obrero. Si fuera así no se tardaría en ver elevarse la calidad 
de los diarios y el nivel de la profesión, y es probable también que los 
despidos llegaran a ser más raros. El asunto de las indemnizaciones 
perdería el carácter de aspereza que hoy lo coloca en el primer plano 
de las preocupaciones profesionales. Pero sería necesario para eso que 
los diarios, conscientes de su verdadero interés y volviendo a prácticas 
antiguas, se decidieran a establecer sus presupuestos de redacción de 
tal forma que sus redactores no tuvieran otro pensamiento que dedi-
carse por entero a su tarea, seguros de encontrar en ella la indepen-
dencia y la seguridad. 
LA APLICACIÓN EN PROVINCIAS. 
El establecimiento de los mínimos de salarios será un primer paso 
hacia esa vuelta a las costumbres sanas. Para proceder a ello, elegi-
mos el medio más liberal, el del acuerdo mutuo, y tenemos en cuenta 
la diversidad de las regiones, de los diarios, de los empleados. Unas 
comisiones, compuestas de representantes de las organizaciones patro-
nales y profesionales, en número igual, funcionarán en todas partes, 
en las regiones o en los departamentos y en las grandes ciudades. Les 
será dejada la mayor libertad en la apreciación de los elementos sobre 
los que fundarán sus decisiones. Podrán tener en cuenta la cifra de la 
población, la tirada de los diarios, las estadísticas del coste de la vida. 
Sólo les será impuesta una obligación, la de llegar a un acuerdo y a 
una decisión. Si fracasaran, sus divergencias serían enviadas al arbitra-
je de una comisión cuyo funcionamiento y composición se preven en 
otro artículo. No existe regulación más libre ni que atienda mejor los 
intereses de las partes en presencia, y tampoco hay otra capaz de sal-
vaguardar los de los profesionales, que no comprenderían un estatuto 
hecho para ellos y mudo sobre la cuestión de los salarios. 
Entendámonos, sin embargo. Debe quedar bien claro que mínimo 
de salario no significa salario normal. El objetivo propuesto no es el 
de unificar el salario, cosa imposible y radicalmente inicua en una pro-
fesión intelectual en la que el factor personal desempeña un papel pre-
ponderante, sino permitir a todo redactor conseguir los recursos ne-
cesarios para una existencia estimable desde el momento en que él ha 
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sido reconocido apto en su empleo. Por otra parte, existen textos au-
ténticos para testimoniar que en este punto el pensamiento de las dos 
partes interesadas concuerda. 
En el proyecto inicial de contrato colectivo elaborado por el sin-
dicato nacional de periodistas, que sirvió de base a las deliberaciones 
de la comisión mixta, el primer párrafo del artículo 20 estaba redacta-
do así: «El índice del salario está determinado por los elementos si-
guientes: notoriedad del redactor, extensión y naturaleza de la colabo-
ración, grado de responsabilidad del redactor, importancia del diario, 
coste de la vida. Pero en cada empleo, se estipula un mínimo de sala-
rio, calculado únicamente por la importancia del empleo y el coste de 
la vida». 
Este artículo 20 pasó a ser el 16 del proyecto de la comisión mixta, 
y ese primer párrafo, aceptado sin dificultad por los representantes 
patronales, fue recogido textualmente. Textualmente, pero no íntegra-
mente. Faltaban, en efecto tres palabras. 
No se mantuvo el elemento de cálculo constituido por «la impor-
tancia del diario». Tal fue la conclusión de un largo debate en el que 
se enfrentaron una tesis que parecía sensata y ciertas susceptibilida-
des, pequeños escrúpulos de vanidad difícilmente concebibles; los re-
dactores proponían que la tirada entrase en el cálculo pero los direc-
tores de diarios de pequeña importancia rehusaron cualquier distin-
ción de este tipo manteniendo que los diarios debían ser situados todos 
al mismo nivel. 
Al elaborar su contra-proyecto, el sindicato de la prensa parisina 
recogió a su vez -textual e íntegramente en este caso- el artículo 16 
de la comisión mixta, que recibió el número 13. Rechazaba también 
toda consideración referente a la importancia del diario, pero mante-
nía los otros factores y declaraba que el mínimo de salario sería 
«calculado únicamente por la importancia del empleo y el coste de la 
vida», lo que implica que los otros elementos determinantes, «notorie-
dad del redactor, grado de responsabilidad» de éste (no se ha añadido 
«talento» para no ser descortés con nadie, pero quedaba implícito) 
crean derecho a una remuneración suplementaria. 
Era necesario que esto fuera expresamente dicho en este lugar. No 
podemos dejar de precavernos, en efecto, contra posibles mal entendi-
dos. Si llegaran a producirse en el futuro, podría saberse cuál fue el 
pensamiento del legislador. Mínimo de salario tiene uri sentido muy 
preciso, y sería abusivo entenderlo como un máximo o como un sala-
rio igual. 
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LAS VACACIONES ANUALES. 
Las vacaciones anuales pagadas son conformes a la justicia social. 
Todos los trabajadores tienen necesidad de reposo y es natural que ese 
reposo no llegue a ser para ellos la causa o la acción de una pérdida 
material. Esa es la opinión de la Cámara puesto que ha votado el pro-
yecto de ley que las establece para los trabajadores de la industria, del 
comercio y de la agricultura. Todo nos permite pensar que el Senado 
dará a ese proyecto tan buena acogida como la misma Cámara. 
Sin esperar a la obligación legal, muchas profesiones han puesto 
ya en práctica una medida aconsejada por tantas buenas razones, en 
un tiempo de actividad desenfrenada, en el que todas las fuerzas de 
la máquina humana son utilizadas sin descanso hasta su límite. El pe-
riodismo es una de esas profesiones. Al introducir las vacaciones pa-
gadas en el estatuto, nos limitamos pues a codificar un uso admitido 
en toda la prensa francesa. Pero al unificarlo, damos un paso más. Ac-
tualmente, las vacaciones anuales del periodista están reguladas por 
reglas propias de cada diario, y la diversidad de esas reglas llega a la 
fantasía. Hay algunas que limitan las vacaciones a diez días; pero en 
general, el escalonamiento va de quince días a un mes. 
Es razonable fijar en un mes la duración normal de las vacaciones. 
La del periodista es una profesión agotadora. Exige de él una atención 
constante, un gasto cerebral y físico que pronto le agota. Las condicio-
nes nuevas que crea una prensa más y más dirigida hacia una informa-
ción sin límites, la competencia, la emulación, la obligación de multi-
plicarse para ganar su vida determinan en él una tensión constante. No 
podría resistir largo tiempo si un respiro suficiente no le diera perió-
dicamente el medio de reconstituir las fuerzas gastadas. 
Pero si reconocemos que esas cuatro semanas de reposo son in-
dispensables para todo periodista, incluso muy joven, ¿no es legítimo 
tener en cuenta, además, la edad respecto al alivio de su fatiga, y la 
antigüedad de los buenos servicios prestados respecto a recompensar-
los? Así, atribuimos una semana suplementaria al que lleva en sus 
funciones diez años al menos. Nada impedirá, por otra parte, que por 
conveniencia de la dirección o del redactor, esas vacaciones de cinco 
semanas se dividan en dos períodos. 
Los BENEFICIARIOS DEL ESTATUTO PROFESIONAL. 
Resultaría demasiado simple limitarse a decir que los beneficiarios 
del estatuto del periodismo serán los periodistas. 
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Hoy día ¿ qué es un periodista? 
La definición que hubiera podido darse al comienzo de este siglo 
ha dejado de ser suficiente y, a medida que la fulminante evolución de 
la prensa se precipita, cada vez lo es menos. 
Hace poco, los artesanos de la fabricación del diario todavía se 
repartían en tres grupos: los redactores, que escribían; los obreros, 
que componían y atendían las estereotipias y las rotativas; los emplea-
dos que aseguraban el servicio de la administración. Y esa clasifica-
ción era estricta, hasta el punto de que ha podido verse, hace pocos 
años, cómo un diario parisino, con un escrúpulo perverso e interesado 
en el que la buena fe no tenía mucha intervención, se atrevía a sos-
tener ante los tribunales que un secretario de redacción, cuya función 
no le obliga a escribir, no es periodista puesto que no es redactor y 
por tanto debe estar comprendido en la categoría de los empleados. 
¿ Quién osará pretender que esas definiciones antiguas, justas 
ayer- e incluso eso es discutible- lo son actualmente? 
El diario que recibimos cada mañana lo miramos tanto como lo 
leemos. Está hecho con imágenes, dibujos, fotografías: contiene infor-
maciones llegadas de todo el territorio nacional y del mundo entero, 
transmitidas en gran parte por medio del teléfono. Hay periódicos en 
los que la imagen es preponderante, en los que el texto no tiene por 
decirlo así otra función que ilustrarlo, en los que el reportaje es foto-
gráfico. Se han formado y revelado colaboradores especiales que el 
diario de 1900 no podía prever. En todo diario de gran y mediana in-
formación, en provincia como en París, se encuentran hoy día dibu-
jantes, reporteros fotógrafos, traductores, taquígrafos de redacción. 
Unos, con su álbum y su lápiz en la mano, se encuentran a la espera 
en todos los lugares donde están seguros de encontrar rostros de ac-
tualidad; otros, aparato al hombro, la mirada viva y el espíritu ágil, 
deambulan buscando el tema que les dará un reportaje ilustrado pin-
toresco; éstos, sedentarios, leen con cuidado los diarios extranjeros 
para descubrir en ellos y traducir el artículo capaz de interesar a su 
periódico; aquéllos, el casco del receptor sobre la cabeza, esperan a 
horas fijas la comunicación de Londres, de Berlín, de Roma o de 
otra parte que les será dada al ritmo más acelerado, y que deberán 
tomar rápidamente, sin hacer repetir ni deletrear un nombre propio, 
adivinando lo que no se ha oído muy claramente, lo que implica un 
cierto conocimiento de los asuntos internacionales y del tablero de 
ajedrez que es la escena universal. 
Tenemos también el periodista que no escribe pero que habla. 
Como el que al borde del campo de fútbol o a lo largo de la pista de 
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tenis, describe con el micrófono pegado a la boca, el partido que se 
desarrolla y con una extraordinaria rapidez de visión y de expresión, 
indica las jugadas a medida que se producen, mientras que muy lejos 
decenas de millones de radioescuchas se encuentran silenciosamente 
suspendidos a su lejana palabra. Y he aquí este otro que, cada día, 
a una hora determinada, se dirige hacia el estudio del diario hablado 
y con una voz precisa confía al micrófono su crónica sobre la política 
extranjera o la política interior, o las informaciones que él ha recogi-
do, aquí y allá, sobre todos los temas. 
¿ No vemos también desarrollarse más y más la información dada 
por el cine, y no llegará un momento en que será difícil rehusar el 
nombre de diario a las empresas que, por ese procedimiento, darán 
un conjunto de noticias constituyendo una verdadera fuente de infor-
mación? ¿Quién puede decir, en fin, qué formas tomará mañana el 
diario y qué clase de colaboradores nuevos le serán necesarios? 
Diario redactado e impreso de nuestros padres, diario de imáge-
nes, diario hablado, diario radiofónico, diario cinematográfico, ¿no se 
trata siempre, bajo los diversos aspectos que le da la ciencia, del dia-
rio? Y los colaboradores que requiere para su servicio ¿ no son perio-
distas, palabra que no puede tener etimológicamente otro sentido que 
el de designar a quienes contribuyen a la fabricación del diario? Para 
tener en cuenta el futuro y los derechos de los que vendrán es por lo 
que hemos inscrito en nuestro artículo 1.° que el estatuto será aplica-
ble «de una manera general, a todas las personas ligadas por un con-
trato de arrendamiento de servicios con las empresas de diarios y re-
vistas, para la ejecución de un trabajo intelectual o artístico referente 
a los citados diarios y revistas». 
EL ESTATUTO SERÁ APLICABLE A TODOS LOS PERIODISTAS. 
::1 
Si el estatuto profeso ~nal cuya adopción pedimos está destinado a 
llevar a una profesión, sujeta a lo arbitrario, unas garantías que cada 
día aparecen más necesarias, es evidente que no hay en Francia, ni en 
las colonias, ni sobre ninguna tierra sometida a la ley francesa, un 
sólo periodista auténtico al que pueda privársele de esas garantías. 
¿ Cómo distinguir a ese periodista auténtico? ¿Porque él se decla-
ra como tal y escribe en un diario o en varios diarios? No. Sólo le será 
exigida una justificación, necesaria y suficiente: el carnet de identidad 
profesional, entregado en las condiciones que hemos indicado anterior-
mente. 
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¿ y los corresponsales? 
Existen los corresponsales del extranjero, incorporados regular-
mente a la redacción, casi siempre alejados de la sede central yacredi-
tados en las grandes capitales. Su calidad de colaboradores no es ni 
discutible ni discutida; tienen derecho a las garantías del estatuto y en 
calidad de jefes de servicio, aun cuando no tengan colaboradores bajo 
sus órdenes, por razón de las grandes responsabilidades que pesan so-
bre ellos y por el hecho que toda ruptura del contrato de trabajo por 
parte de la dirección les supone riesgos aún más graves que los que 
corre el redactor metropolitano. 
Pero existen también los corresponsales de provincias. Todo diario 
de información, parisino o regional, mantiene un corresponsal propio 
en muchas poblaciones y esto le supone centenares o millares de co-
laboradores. ¿Estamos legislando para este ejército innumerable y ca-
si anónimo? 
Ciertamente, no. 
¿Quién es, muy frecuentemente, ese corresponsal? Es el maestro, 
el secretario del ayuntamiento, el oficial del notario, el perceptor de 
impuestos, un cartero o incluso el depositario del diario, el dueño de 
un café, etc. Se le paga por línea y a veces no envía una información 
durante semanas. Por otra parte, sólo se le dejan las cosas sin impor-
tancia. En cuanto su región entra en la actualidad por un accidente, 
un crimen, un incendio, una fiesta, por cualquier cosa, aparece un en-
viado especial de París. Ese corresponsal no es un periodista. 
Pero existen algunos de otra calidad. En todas las grandes ciuda-
des, en todos los centros importantes, los diarios tienen redactores 
que, reuniendo varias corresponsalías de París y de provincias, no tie-
nen otra ocupación que cumplir con esas corresponsalías y, mañana y 
tarde e incluso por la noche, al precio de una labor considerable, em-
plean su tiempo en informarse, preguntar, entrevistar, redactar, tele-
grafiar, telefonear; como verdaderos artesanos y siendo sus propios 
patronos, pueden alcanzar situaciones bastante remuneradoras si tie-
nen la suerte de tener varios diarioS y vivir en una región interesante. 
¿ Se rehusaría la categoría de profesionales a esos auténticos y verda-
deros periodistas, a esos corresponsales que muy a menudo reciben 
sueldos fijos de base y forman parte de las redacciones de los diarios 
locales? Por otra parte, se puede confiar sobre este punto en las comi-
siones mixtas que deberán entregar los carnets de identidad. Los dele-
gados profesionales que las formarán serán estrictos. Tendrán dema-
siado interés en defender su profesión contra los aficionados y puede 
asegurarse que todo carnet será entregado concienzudamente. 
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Pero hay una categoría de periodistas que se pretenderá, lo sabe-
mos, excluir del beneficio del estatuto, y debo decir unas palabras 
sobre este punto. 
Al final del contra-proyecto de contrato colectivo del sindicato de 
la prensa parisina, cuyo contenido como se recordará fue juzgado in-
aceptable unánimemente por las asociaciones profesionales, figuran ca-
si en última línea una veintena de palabras que discretamente desliza-
das en ese lugar bastan por sí mismas para destruir todo lo que 
precede. 
Son éstas: «Este contrato sólo es válido respecto a los redactores 
que no colaboran más que en un sólo diario». 
Los redactores que no colaboran más que en un sólo diario han 
llegado a ser muy escasos, por la acción de los mismos directores, y 
esa pequeña frase recubre púdicamente un gran hecho: a saber, que el 
contrato colectivo, si hubiera sido aceptado en esos términos, no hu-
biera sido aplicable a diez y nueve periodistas parisinos de veinte pe-
riodistas parisinos, o dicho de otra forma que, redactado por los direc-
tores parisinos para los periodistas parisinos, no hubiera podido ser 
aplicado en París. 
Se sabe lo que es preciso pensar de los colaboradores múltiples. 
Hablando de la fijación de los salarios mínimos hemos dicho que se 
trata ciertamente de una de las taras de la prensa parisina, y hemos 
deseado que llegue el tiempo en que, como debe ser, todo redactor será 
periodista de un sólo diario. Pero esas colaboraciones existen, es un 
hecho y como no depende de nosotros suprimir ese hecho, debemos 
solamente velar para que no perjudique a los que, les guste o no, en 
ellas participan. 
Por otra parte, esta pequeña discusión se refiere principalmente a 
dos tesis: los salarios y las indemnizaciones de despido. ¿ Qué se pue-
de decir? 
¿ Los salarios? 
No hay otra regla, en esta materia, que la proporcionalidad del 
salario al trabajo realizado. ¿ Puede el Parlamento negar que todo tra-
bajo ; debe ser normalmente remunerado y empujar a las empresas, 
cualesquiera que sean a multiplicar el número de los trabajadores 
inclinados a dispersar su actividad, sin otro móvil que el de reducir 
los salarios? Nuestro deber es pues el ignorar las colaboraciones 
múltiples. 
¿Se trataría, como se ha pensado, de designar una empresa princi-
pal, obligada a la aplicación de los mínimos fijos, teniendo las otras 
la facultad de contratar amistosamente, a precio reducido? ¡Buen 
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ejemplo de igualdad democrática y de justicia distributiva! Pero 
quién designará ese diario principal? ¿ Quién le obligará a aceptar su 
designación? En cuantos casos será la evidencia suficientemente fuer-
te para decidir el debate? ¿Serviríamos a la dignidad de la prensa 
francesa, a la dignidad misma de la ley, creando nosotros mismos dos 
zonas de diarios, una primera y una segunda, aquella en que se paga 
a los redactores y aquella en que se les emplea con rebaja? Finalmen-
te, una última consideración ¿ son tales diferencias legal y sindical-
mente realizables? ¿ Dónde se ha visto alguna semejante? ¿ Se suspende 
la tarifa sindical de los obreros de los talleres de impresión para aque-
llos que fuera de sus horas de trabajo -irregularmente, por otra par-
te- realizan «servicios» en otros talleres? ¿ Se nos va a pedir que 
establezcamos para los redactores del primer piso lo que está prohibi-
do para los obreros del piso bajo? 
Quedan las indemnizaciones de despido. Pero debiendo ser calcu-
ladas esas indemnizaciones sobre el importe del salario mensual y ha-
biendo promovido los directores las colaboraciones múltiples para 
poder disminuir el salario ¿ qué puede quedar? 
He aquí un ejemplo que hará comprender el problema mejor que 
cualquier razonamiento. 
Supongamos un periodista que recibe 3.000 francos por mes de 
tres diarios, A, B Y C, que le da cada uno 1.000 francos. ¿Acaso A pue-
de ver con satisfacción cómo un excelente colaborador dedica una par-
te de su actividad y de su talento a B y C? ¿ No piensan B y C sobre 
este punto igual que A? Cada uno de ellos, sin embargo, se pliega a 
esta situación porque le permite economizar 2.000 francos cada mes, 
los 2.000 francos que sus dos colegas dan a su redactor. 
Repentinamente, seguimos suponiendo, éste es objeto en el mismo 
mes de un triple despido. Ya lo tenemos en la calle, en la dificultad 
de encontrar inmediatamente uno o más empleos. ¿Qué ocurre? 
Según los términos de la ley equitativa que estamos haciendo, ese 
redactor recibirá de cada uno de los tres diarios una indemnización 
basada en el importe de sus ingresos, y así el total de esas indemniza-
ciones será igual al que le hubiera sido debido de haberse calculado 
en un sólo diario sobre un salario de 3.000 francos. Así pues, A, B y C 
han realizado una economía de dos tercios de la indemnización, como 
antes la hicieron sobre el salario. ¿De qué podrían quejarse? 
En lugar de eso ¿qué dice la carta patronal? Quedan excluidos los 
que colaboran en más de un diario. No se puede decir más claro: nues-
tro redactor no cobrará ni de A, ni de B, ni de C indemnización alguna. 
El redactor ganaba 3.000 francos, ya no tiene nada. 
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Tal es la combinación que h~bría imaginado el patronato pari-
sino. 
No seré tan cruel como para insistir. 
Por otra parte, ¿para qué discutir más? La ley se ha pronunciado 
sobre este punto y podemos extrañarnos de ' las controversias que to-
davía surgen desde el lado patronal a propósito de las colaboraciones 
múltiples. La última palabra ha sido dicha reciente y categóricamente. 
He aquí el texto. 
Las indemnizaciones de despido están reguladas, se recordará, por 
el artículo 23 del libro 1.° del código de trabajo. Ahora bien, una ley 
del 5 febrero 1932 ha añadido a ese artículo 23 un párrafo así conce-
bido: «Las disposiciones del presente artículo son aplicables incluso 
en el caso en que el empleado está ligado por contratos de arrenda-
mientos de servicios a varios patronos». 
Pocas veces se ha visto un texto más claro, más perentorio. 
Significa: 
1.° Que la ley considera como válida la coexistencia de varios con-
tratos de arrendamientos de servicios. 
2.° Que el Código de trabajo, y en este punto el artículo 23 que 
entre otros puntos considera los usos profesionales, regula cada uno 
de esos contratos sin que ninguno de ellos sea excluido de su tutela. 
3.° Que un patrono que rechace la aplicación de los usos alegan-
do la existencia de otros contratos de arrendamientos de servicios des-
conoce la ley o se resiste a ella. 
La palabra «empleado» es aquí un término genérico que designa 
a toda persona ligada a un patrono por el lazo del arrendamiento de 
servicios. Manual o intelectual, obrero o periodista, la ley de 5 febrero 
1932 considera a todos los trabajadores asalariados como empleados, 
y les asegura la misma protección. Si un hecho queda pues bien esta-
blecido desde ahora es que tratándose de colaboraciones múltiples la 
ley no distingue entre la principal y las secundarias. Todas son igual-
mente válidas y no hay uso ni convención que aplicándose a una no 
se extienda a las otras. Al redactar su contra-proyecto, los directores 
parisinos no se han dado cuenta de que la disposición introducida por 
ellos había dejado de ser lícita desde el 5 de febrero de 1932. 
Ellos lo saben ahora. 
Jurídicamente, nosotros no conocemos las colaboraciones múl-
tiples. 
Tal es la verdad legal, corroborando las inspiraciones de la equi-
dad. Así pues, que se deje de jugar astutamente con las colaboraciones 
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múltiples. No hay que tolerarlas e impulsarlas cuando se cree encon-
trar en ellas una ventaja, y conde~arlas cuando se cree encontrar en 
el anatema un medio oportuno de escapar a una obligación. Deseemos 
únicamente por el bien de la prensa francesa, que desaparezcan como 
consecuencia de las elevaciones de salarios. 
EL ESTATUTO SERÁ APLICABLE A TODOS LOS DIARIOS. 
¿ Cómo podría ser de otra forma? 
Siendo válido el estatuto profesional para todos los que ejercen la 
profesión ¿ por qué razón talo tal categoría de diarios quedaría dispen-
sada de acatarlo? Sería como decir que una parte de los profesionales 
quedaba excluida de las ventajas y garantías que instituye en su benefi-
cio, y estamos de acuerdo en pensar que no podría consentirse tales ex-
cepciones. Significaría igualmente que la ley crea periodistas privilegia-
dos y periodistas de derecho común, afirmación tan absurda como 
inicua, ya que esas distinciones ni siquiera dependerían de la persona. 
En efecto, un periodista no es un funcionario inmutablemente fi-
jo en el mismo despacho. Es un personaje móvil, tanto más circulante 
al ser su naturaleza más independiente y siempre expuesto a pasar de 
un diario a otro. 
¿ Se le puede ver yendo del privilegio al derecho común, de la se-
guridad del estatuto a la incertidumbre de lo arbitrario, y viceversa, 
sin otra razón que haberse ido de una casa tabú para entrar .en una 
casa no tabú? 
Semejante sistema no sería defendible. 
Sería la negación de un régimen social fundado sobre la igualdad. 
Haría imposible el espíritu de solidaridad y de camaradería que 
debe reinar entre todos los miembros de la prensa. 
Sin embargo, todos los diarios no son iguales ni en gastos ni en 
ingresos, ni en recursos ni en riesgos. Se piensa en primer lugar en 
algunas poderosas casas de París o de las regiones; en el otro extremo, 
debemos considerar esos modestos periódicos cuyo corto alcance no 
sobrepasa el departamento, limitados en su tirada, contando única-
mente algunos centenares de abonados, que viven pobremente del pro-
ducto de los anuncios legales y de la publicidad,en difícil e inestable 
existencia. 
Es ahí, sin embargo, donde es preciso ir para tantear la opinión 
nacional. Es en esos periódicos donde se elabora la política del país. 
Es en ellos donde palpita la llama republicana. Es en ese espejo donde 
hay que mirar la imagen de la verdadera opinión del pueblo francés. 
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¿Vamos a correr el riesgo de aumentar sus gastos hasta el punto 
de quitarles la respiración? 
No se trata de eso. 
Primero, les pediremos que recuerden cómo a pesar de vanas pro-
testas les fue necesario, a su vez, soportar los aumentos de gastos a 
que fueron sujetas sus empresas, como las demás: salarios de obreros, 
papel, alquiler, tinta, electricidad, etc.; que a pesar de eso no murie-
''ton y que la justa remuneración de sus redactores no supondrá tam-
poco su pérdida. Pero lo esencial no está aquí. 
Esta prensa laboriosa de los distritos o de los departamentos com-
prenderá y admitirá la necesidad moral de instituir el estatuto del 
periodista, y hará suyos unos textos cuya moderación es evidente. Sólo 
un punto podría alarmarla: el que se refiere a los salarios. Pero queda 
claro ahora que no pensamos ni en obligar a una uniformidad que se-
ría contraria al buen sentido, ni en fijar índices autoritariamente. Ya 
hemos dicho que los mínimos serán establecidos, en cada región e in-
cluso en cada departamento o ciudad, por comisiones paritarias en 
las que cada uno tendrá la facultad de hacer valer sus razones y no 
nos parece dudoso que se tendrá en cuenta, honradamente, las dificul-
tades particulares con las que se enfrenta esta prensa tan valiente y 
celosa en el servicio del bien público. 
He recordado anteriormente cómo, ante la comisión mixta que 
discutió el contrato colectivo, fueron los mismos delegados del sindi-
cato nacional quienes habían propuesto retener como elemento de 
apreciación para la fijación del mínimo de salario la cifra de tirada y 
la importancia relativa a los diarios. Pero varios directores habían 
protestado inmediatamente con vehemencia. ¿Qué directores? Precisa-
mente los representantes de la prensa de opinión, es decir, de los dia-
rios menos favorecidos, en general, por la fortuna. ¿ Y qué razón die-
ron? Que su dignidad no les permitiría aceptar verse dispensados de 
las cargas que recaerían sobre otros. Podemos preguntarnos, en vano, 
qué relación puede tener la dignidad con la tirada. 
Muy bien, se les respondió. Si Vds. creen que el régimen de la 
prensa debe ser único para todos los diarios, no seremos nosotros 
quienes nos opondremos. Pero Vds. renuncian desde ahora al derecho 
de invocar las dificultades de sus empresas. La unificación se hará 
por el nivel alto y no por el bajo. 
Y en eso estamos. Pero el mecanismo que hemos imaginado y que 
tiene toda la ductilidad necesaria abarca la proposición que fue hecha 
anteriormente por el sindicato nacional, ya que las comisiones parita-
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rias encargadas de fijar los mínimos de salarios tendrán amplia liber-
tad para referirse, si les conviene, a la cifra de tirada. 
LAS RAZONES MORALES. 
Llegado el término de la demostración que he emprendido, pienso 
que es bueno subrayar el carácter de la obra que realizamos. 
¿ Una obra de protección y de garantía en favor de una categoría 
de trabajadores a los que, a pesar de un largo y tenaz esfuerzo de con-
ciliación, no queda otro recurso que la ley? Ciertamente. 
Pero también una obra de garantía social y de moralidad pública. 
Sin que tengamos la intención de explotar el escándalo ni de hacer 
pagar al conjunto de una prensa honrada, extendida en todo el terri-
torio, el peso de caídas que son de ayer, esas caídas que se reprochan 
a nuestro país son sin embargo de naturaleza susceptible de inspirar-
nos algunas reflexiones. Un diario no es un producto asimilable a los 
demás artículos. La industria de la prensa es algo más que cilindros 
girando y bobinas de papel imprimiéndose. El diario lleva consigo no 
solamente el pensamiento del país sino también su buena reputación; 
y ninguna precaución será superflua para guardarle de los excesos o 
de los abusos a los que podría dejarse arrastrar. 
Queremos que sea libre respecto de la ley, pero el interés público 
exige que a su vez sea libre de sí mismo, que su independencia no dé 
lugar a ninguna sospecha, que ningún equívoco, ninguna tentación obs-
cura pueda falsear su acción educadora. Cuando un equilibrio exacto 
se ha establecido entre las condiciones materiales de la empresa y las 
condiciones morales de su existencia espiritual, es entonces que se pue-
de decir que el diario tiene buena salud. Yo me excedería del papel que 
me ha tocado aquí avanzando más en este punto; pero ¿no es tra-
bajar para este equilibrio el dar a la profesión una organización equi-
tativa y racional, y proporcionar al periodista, obrero tenaz y frecuen-
temente modesto de una creación diaria, tanto las garantías de seguri-
dad debidas a todos los trabajadores como los medios seguros de 
salvaguardar su dignidad? No diré que ésta es el fruto de aquéllas; 
pero se aceptará que una buena condición para sentirse firme en la 
libertad moral es ver asegurada la independencia material. 
En este punto, los profesionales piensan lo mismo y si hoy acuden 
a nosotros es que ellos mismos se han adelantado a este respecto a 
la iniciativa del Parlamento. 
Es de notar -y lo digo como un elogio-- que en el mismo mo-
mento hace diecisiete años, en que los periodistas franceses ponían los 
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fundamentos de su gran organización sindical, les reunía más una pre-
ocupación moral que la · búsqueda de intereses positivos. Creado en 
marzo de 1918 ¿cuál fue la idea fundamental del sindicato nacional? 
Una idea de honradez y de escrúpulo. Su primer acto fue redactar la 
carta de los deberes del periodista. Dicha carta quedó decidida en el 
mes de julio de 1918, y desde esa fecha, en .cabeza de cada uno de los 
números del «Periodista», su boletín mensual, se reproduce una orgu-
llosa declaración que testimonia el ideal que pretende servir. 
Es útil que sea conocida por la Cámara. He aquí el texto: «Un pe-
riodista digno de ese nombre toma la responsabilidad de todos sus 
escritos, incluso anónimos; considera a la calumnia, la difamación y 
las acusaciones sin pruebas como las más graves faltas profesionales, 
no acepta más que misiones compatibles con su dignidad profesional, 
se prohibe a sí mismo invocar un título o una calidad imaginaria para 
obtener una información, no cobra dinero en un servicio público o en 
una empresa privada donde su condición de periodista, sus influencias 
y sus relaciones serían susceptibles de ser explotadas; no firma con su 
nombre artículos de puro reclamo comercial o financiero, no comete 
ningún plagio, no solicita el puesto de un colega ni provoca su des-
pido ofreciéndose a trabajar en condiciones inferiores, guarda el se-
creto profesion;:tl, y no abusa jamás de la libertad de la prensa con una 
intención interesada». (Declaración del sindicato, julio 1918). 
He aquí algo que reconforta leer. Es la digna réplica de una cor~ 
poración honrada y trabajadora a bajezas que son demasiado ciertas. 
CONCLUSIONES. 
Realmente, ¿hay necesidad de obtener una conclusión? 
He mostrado las fuertes razones que deben conducirnos a adoptar 
la proposición de la ley que tenemos ante nosotros. Son de orden so-
cial, de orden jurídico, de orden profesional. Para el Parlamento se 
trata de realizar un acto de razón y de justicia, y también pacificación 
al poner fin a una situación lamentable de la que he indicado los orí-
genes, las fases y los excesos. 
El deber del Estado es cierto y urgente respecto a una corpora-
ción de gran dignidad, orgánicamente aquejada de debilidad y redu-
cida a sostener un combate desigual. Lo que ha hecho por otras cor-
poraciones ¿ lo rehusaría a los periodistas? Lo que tantos Estados han 
reconocido como justo y oportuno ¿ lo rechazará el Parlamento francés 
como inútil y tendencioso? Cuando los periodistas de Francia acuden 
a él ¿ se tapará los oídos para no escucharles? Se ofrece ante él una 
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obra equitativa y necesaria; laboriosamente estudiada, razonable y ad-
misible en todas sus partes, se presenta con todos los signos de la me-
sura y la sensatez; quiere ser un instrumento de justicia, de concordia 
y de solidaridad: depende de la Cámara que se vea prontamente ter-
minada. 
Vuestra comisión de trabajo os propone, en consecuencia, la adop--
ción del texto siguiente: 
PROPOSICIÓN DE LEY. 
Artículo 1.°.-Se añade al capítulo 2 del libro 1.0 (título 2) del Có-
digo de trabajo una sección especial III titulada: «De los periodistas 
profesionales». 
Art. 30 a).-Las disposiciones de los diferentes títulos del código, 
de trabajo, en lo que no sean contrarias a las disposiciones de la pre-
sente sección, son aplicables a los periodistas profesionales, quedando, 
éstos así definidos: 
El periodista profesional es el que tiene por ocupación principal, 
regular y retribuida, el ejercicio de su profesión en una publicación 
diaria o periódica editada en Francia, o en una agencia francesa 
de informaciones, y que obtiene de ella la parte principal de los recur--
sos necesarios para su existencia. 
El corresponsal, tanto si trabaja en territorio francés o en el ex-
tranjero, es un periodista profesional si recibe sueldo fijo y cumple las 
condiciones previstas en el párrafo precedente. 
Quedan asimilados a los periodistas profesionales los colaborado-
res directos de la redacción: redactores-traductores, taquígrafos-redac-
tores, redactores-correctores, redactores-dibujantes reporteros-fotógra--
fos, con exclusión de los agentes de publicidad y de todos los que sólo 
aportan, de cualquier forma, una colaboración ocasional. 
Art. 30 b ).-En caso de rescisión de un contrato de arrendamien-
tos de servicios hecho sin determinar la duración, que ligue a una de 
las personas mencionadas en el artículo anterior a una empresa de-
diarios o de revistas, la duración del preaviso es de un mes para una y 
otra parte, bajo reserva de los casos previstos en el párrafo 2 del ar-
tÍCulo siguiente, si el contrato se ha mantenido durante tres años o 
una duración menor, y de dos meses si ese contrato se ha mantenido, 
durante más de tres años. 
Art. 30 c).-Si el despido proviene del patrono, se debe una in-
demnización que no puede ser inferior a la suma correspondiente a 
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un mes del sueldo más reciente, por año o fracción de año de empleo; 
el máximo de mensualidades queda fijado en quince. Se acudirá obli-
gatoriamente a una comisión arbitral para determinar la indemniza-
ción debida cuando la duración del empleo exceda quince años. 
Esta comisión estará compuesta por dos árbitros designados por 
las organizaciones profesionales de patronos y dos árbitros designados 
por las organizaciones profesionales de los empleados; estará presidi-
da por un alto funcionario, en activo o jubilado, con preferencia per-
teneciente a la judicatura. 
Si las partes o una de ellas no designaran árbitro, éstos serían 
nombrados por el presidente del tribunal civil, ocho días después del 
envío por carta certificada de un aviso dirigido a la parte responsable 
por la otra organización, o a los dos partes por el mismo presidente. 
Si los árbitros designados por las partes no se pusieran de acuer-
do para elegir al presidente de la comisión arbitral, éste sería designa-
do según la petición de la parte más diligente por el presidente del 
tribunal civil. 
En caso de falta grave o de faltas repetidas, la indemnización an-
teriormente prevista podrá ser reducida en una proporción que será 
arbitrada por la comisión o incluso suprimida. 
La decisión de la comisión arbitral no podrá ser recurrida. 
Art. 30 d).-Las disposiciones del artículo precedente son aplica-
bles en el caso en que la rescisión del contrato sea causada por una 
de las personas empleadas en una empresa de diario o revista mencio-
nadas en el artículo 30 a), cuando esta rescisión está motivada por una 
de las circunstancias siguientes: 
1.° Cesión del diario o revista. 
2.° Cese de la publicación del diario o revista por cualquier 
causa. 
3.° Cambio notable en el carácter o la orientación del diario o 
revista, si este cambio crea para la persona empleada una situación 
de naturaleza que cause perjuicio a su honor, a su reputación o, de 
una manera general, a sus intereses morales. 
En los casos previstos en el párrafo 3.° anterior, la persona que 
rompe el contrato no está obligada a observar la duración del preaviso 
previsto en el artículo 30 b. 
Art.30 e).-Todo trabajo no previsto en los acuerdos que consti-
tuyen el contrato de arrendamiento de servicios entre una empresa de 
diario o revista y una de las personas mencionadas en el artículo 30 
a) del presente libro supone una remuneración especial. 
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Art. 30 f).-Todo trabajo pedido o aceptado por una empresa de 
diario o revista y no publicado debe ser pagado. 
El hecho de hacer publicar en más de un diario o revista los ar-
tículos u otras obras literarias o artísticas de las que son autores las 
personas mencionadas en el artículo 30 a), será obligatoriamente 
subordinado a un acuerdo expreso que deberá indicar las condiciones 
en las que será autorizada la reproducción. 
Art. 30 g).-Todos los acuerdos contrarios a las disposiciones de' 
la presente sección son nulos y sin efecto. 
Art. 30 h).-Se concederá unas vacaciones anuales con sueldo a 
las personas enumeradas en el artículo 30 a) del libro 1.0 del códigO' 
de trabajo. 
Estas vacaciones quedan fijadas en un mes para los periodistas. 
ligados a una empresa de diarios o revistas desde al menos un año, y-
en cinco semanas para los periodistas con un contrato de arrenda-· 
miento de servicios de más de diez años. 
Art. 30. i).-Sólo podrán prevalerse de la calidad de periodistas 
las personas enumeradas en el artículo 30 a) y titulares de un carnet 
de identidad profesional, sea para la obtención de un pasaporte o de 
cualquier acto administrativo, sea para beneficiarse de las disposicio-
nes tomadas en favor de los representantes de la prensa por las auto-
ridades administrativas. 
Las condiciones en las que serán entregados esos carnets, la dura-
ción de su validez, las condiciones y las formas en las que podrán ser 
anulados serán determinadas por un reglamento de administración pú-
blica. Ese reglamento determinará igualmente las sanciones aplicables; 
en cada caso de infracción a sus prescripciones. 
Artículo 2.0-El artículo 50 b) del libro II del Código del trabajo' 
referente al descanso semanal de los periodistas queda modificado de 
la forma siguiente: 
«Las disposiciones de la presente sección son aplicables a las per-
sonas enumeradas en el artículo 30 a) del libro 1.0 del Código de 
trabajo. 
Artículo 3.0-Los prefectos establecerán, del 1.0 al 15 enero de cada 
año, una lista de las empresas de diarios o revistas que se hayan com-
prometido, respecto al período del año considerado: 
1.° A pagar a los periodistas empleados por ellos y de una ma-
nera general, a toda persona mencionada en el artículo 30 a) del libro, 
1.° del Código de trabajo que esté a su servicio, unos salarios no in-
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feriores a los que habrán sido fijados, para cada categoría profesional 
.Y respecto a cada departamento o cada región, por decisión de una 
,comisión mixta compuesta de representantes de directores o empresa-
rios de diarios y revistas, y de periodistas. Esta comisión, compuesta 
a iguales partes de representantes del personal y de representantes de 
los patronos -tres al menos por cada lado- estará encargada de esta-
blecer el cuadro de salarios mínimos para el departamento o para la 
región. 
En caso de desproporción notable observada entre la importancia 
de diarios o publicaciones publicadas en un mismo departamento o 
una misma región, la comisión podrá establecer categorías -tres como 
máximo- en las que clasificarán las publicaciones consideradas. 
El cuadro de salarios mínimos será determinado expresamente 
-para cada categoría por la comisión mixta. 
Los representantes de esta comisión, en el caso de presentarse un 
,desacuerdo definitivo, recurrirán al arbitraje de una personalidad ele-
gida de común acuerdo. En caso de imposibilidad de designar al ár-
bitro de la forma indicada, el presidente del tribunal delegará de oficio 
,como presidente de la comisión departamental, con voto decisorio, a 
un alto funcionario, en activo o jubilado, perteneciente a la judicatura 
si fuera posible, y residente en la localidad o en el departamento; la 
aecisión de este árbitro no podrá ser recurrida. 
2.° A entregar a sus empleados no sujetos a la ley de seguros 
:sociales, en caso de enfermedad no producida por accidente de trabajo, 
una indemnización igual al salario mensual si se trata de un periodista 
ligado a su empresa desde un tiempo entre seis meses y un año; igual 
-a los tres primeros meses al menos si se trata de un periodista ligado 
a su empresa por un tiempo superior a un año; a entregar además 
unas indemnizaciones iguales a medio salario mensual durante los dos 
meses siguientes o los tres meses siguientes, según que ese periodista 
'esté ligado a su empresa por un tiempo entre seis meses y un año, o 
más de un año. 
En caso de incumplimiento por parte de la empresa de diarios, el 
personal tiene una acción directa contra la empresa en cuestión para 
,exigir la aplicación de las condiciones siguientes. 
Unicamente podrán beneficarse del reparto de las sumas destina-
das a los gastos de publicidad hechos por el Estado, los departamen-
tos, los municipios, los establecimientos públicos y las empresas con-
cesionarias de los servicios públicos, las empresas de diarios, revistas 
y servicios de información que figuren en las listas establecidas según 
las disposiciones que preceden. 
The French Union of Journalists which had been constituted in 1918 drew 
up, in the early part of 1933, a Professional Statute in which there were to be 
found those labor rights that French journalists had long been fighting for in 
vain against the patrons of the French press. 
The Statute was presented as a bill in the Chamber of Deputies and became 
Law on March 29th, 1935, thanks to the brilliant preparation and defense carried 
out by Emile Brachard. 
One of the articles of the French law lays down the groundrules by which 
journalists can break away from the contract and the newpaper to which they 
had formerly been bound, alleging reasons of conscience, and still receive 
indemnization equal to that to which they would have been entitled had they 
been fired unjustly. 
This conscience clause -which is so extraordinary from the point of view of 
labor legislation- already existed in other European countries. In this respect. 
Italy provided at the same time both the oldest and most complete antecedents. 
Between 1935 and the present, the conscience clause as it applies to 
French journalists has been exercised frequently and with very few problems. 
The author estimates that the total number of cases add up to around two 
thousand, out of which only a few dozen had to be settled in court. The sentences 
dictated have in fact widened the scope of the clause's application and made 
it to include al/ the intellectual staft employed by any publication and -in one 
case- the publication itself against one of its own editors. 
Today the conscience clause is held by French journalists to be an incom-
plete solution to a problem which greatly exceeds the scope contemplated by 
the authors of the 1935 Law. What is sought today is the true participation of 
the entire editorial staft in the publication's decision making process. 
There does not exist in Spain any conscience clause but journalists are at 
the present moment pushing very hard in its favor. The author of this article 
examines the possible ways by which it could be recognized in this country, 
either from the starting point of already-existing legislation or else through 
its inclusion in a Statute on Information, in his opinion, the latter seems to 
be the most suitable of the possibilities examined. 
Final/y, as an annex to the text, the author includes the entire brief of the 
famous report drawn up and defended by Deputy Brachard. Thanks to his highly 
reasoned and extremely documented exposition,. this brief was one of the essen-
tial elements which led to the approval of the French Statute as Law in 1935. 
